
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

      

Marzo 2015 
 15 

Tesis y Jurisprudencias Relevantes del mes de Febrero 

Dirección Académica 
      



 

 

 

 

 

Página 2 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

INDICE 

CIVIL Y FAMILIAR ................................................................................................................................. 3 

JURISPRUDENCIAS................................................................................................................................ 3 

RECURSO DE REVOCACIÓN. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN EN LA QUE EL JUEZ 
SE DECLARA LEGALMENTE INCOMPETENTE Y, COMO CONSECUENCIA, NO ADMITE LA 
DEMANDA EN UN JUICIO EJECUTIVO CIVIL. ................................ ¡Error! Marcador no definido. 

TESIS AISLADAS ................................................................................................................................... 4 

LABORAL ............................................................................................................................................ 48 

JURISPRUDENCIAS.............................................................................................................................. 48 

TESIS AISLADAS ................................................................................................................................. 58 

FISCAL Y ADMINISTRATIVO ............................................................................................................. 75 

JURISPRUDENCIAS.............................................................................................................................. 75 

TESIS AISLADAS ................................................................................................................................. 88 

CONSTITUCIONAL Y AMPARO ....................................................................................................... 113 

JURISPRUDENCIAS............................................................................................................................ 113 

TESIS AISLADAS ............................................................................................................................... 125 

PROCESAL MERCANTIL ................................................................................................................. 164 

JURISPRUDENCIAS............................................................................................................................ 164 

TESIS AISLADAS ............................................................................................................................... 165 

MERCANTIL SOCIETARIO ....................................................... ¡ERROR! MARCADOR NO DEFINIDO. 

JURISPRUDENCIAS............................................................................... ¡ERROR! MARCADOR NO DEFINIDO. 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Página 3 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

Civil y Familiar 

Jurisprudencias 

 

SENTENCIA QUE DECIDE DOS O MÁS ACCIONES O CUESTIONES JURÍDICAS EN EL MISMO 
DOCUMENTO. FORMA DE IMPUGNARLA, TANTO EN EL SUPUESTO DE QUE AQUÉLLAS ESTÉN 
ESTRECHAMENTE VINCULADAS O QUE UNA ACCIÓN DEPENDA DE OTRA, COMO CUANDO 
DICHAS ACCIONES SEAN AUTÓNOMAS O INDEPENDIENTES ENTRE SÍ. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 17/99, de 

rubro: "GASTOS Y COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. AMPARO INDIRECTO IMPROCEDENTE 

CONTRA LA LIQUIDACIÓN DE, AUN CUANDO LA SENTENCIA RELATIVA COMPRENDA LA 

LIQUIDACIÓN DE INTERESES.", estableció que la sentencia puede considerarse como acto jurídico y 

como documento, y que los principios de indivisibilidad e inmutabilidad que la rigen, se aplican 

únicamente a la sentencia como acto jurídico y no al documento que la representa; de ahí que si en una 

sentencia documento se contienen dos soluciones jurídicas, no existe inconveniente alguno para que 

cada una de ellas se combata de forma destacada en los términos y por la vía que marque la ley. Ahora 

bien, aplicando este criterio y las directrices derivadas de los principios de la acumulación de las 

acciones y aquel que prohíbe dividir la continencia de la causa, tratándose de sentencias que resuelven 

acciones o cuestiones jurídicas que se encuentren estrechamente vinculadas o que una dependa de la 

otra, por derivar de un mismo hecho generador, no es posible escindirlas en lo relativo a su impugnación 

cuando en contra de una de tales acciones o cuestiones proceda determinado medio ordinario de 

defensa y no respecto de otra u otras, ya que, en tal supuesto, ante la existencia de un medio ordinario 

de defensa para combatir una de las determinaciones contenidas en la sentencia documento será 

obligatorio para el particular agotarlo por cuanto hace a dicho acto jurídico; en cambio, cuando se trata 

de resoluciones que deciden dos o más acciones o cuestiones jurídicas que no dependen 

necesariamente una de la otra, no existe inconveniente para que cada una de ellas se combata de forma 

destacada y autónoma en los términos y por la vía que marque la ley, de manera que si una es 

impugnable ordinariamente, el afectado tendrá que agotar el recurso previsto por la ley, en tanto que si 
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la otra es inimpugnable en la vía ordinaria, el gobernado afectado podrá atacarla en la vía de amparo, 

sin que con ello se estime dividida la continencia de la causa, en la medida en que, por tratarse de 

acciones o cuestiones jurídicas que no dependen entre sí, por no tener el mismo origen, esto es, al 

tratarse de dos causas diversas expresadas en el mismo documento, no se está en el supuesto de que 

se dicten dos sentencias contradictorias. 

 

 

PLENO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

Tesis aisladas  

 

RECURSO DE APELACIÓN. CUANDO EL TRIBUNAL DE ALZADA REVOCA LA SENTENCIA 
IMPUGNADA Y REASUME JURISDICCIÓN, ESTÁ OBLIGADO A ESTUDIAR TODOS LOS 
ELEMENTOS DE LA ACCIÓN, AUN CUANDO ELLO NO HAYA SIDO IMPUGNADO. 

 

Del artículo 688 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se advierte que la 

apelación es un medio de impugnación ordinario por el cual el tribunal de alzada puede confirmar, 

modificar o revocar las resoluciones emitidas por el inferior. Tratándose de apelaciones contra el fallo 

definitivo de primera instancia, el tribunal de alzada debe estudiar los agravios formulados por el 

inconforme y de considerarlos fundados debe revocar la resolución apelada y con plenitud de 

jurisdicción proceder a analizar si fueron o no comprobados los presupuestos procesales, las 

condiciones o los requisitos de procedencia de la acción y superados éstos, sus elementos, en los que 

deberá analizar conjuntamente las excepciones y las pruebas que se hubieran rendido para tales fines; 
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ello aun en el supuesto de que el Juez de la causa se hubiera pronunciado sobre aquéllos y esto no 

hubiese sido impugnado por la parte que venció. Esto es así, pues en nuestro sistema jurídico no existe 

el reenvío, ya que los tribunales superiores de justicia, de conformidad con la división de poderes, son 

los encargados de ejercer la función jurisdiccional, quienes si bien la delegan a los Jueces de primera 

instancia, dicha jurisdicción les es devuelta a través del recurso de apelación. Ciertamente, la plenitud 

de jurisdicción establecida en la ley, se refiere a un derecho pleno o total para decidir, no solamente la 

controversia jurisdiccional, sino también para subsanar ciertas deficiencias en el trámite y sustanciación 

de los recursos o juicios correspondientes. Esta figura jurídica de la "plenitud de jurisdicción" se identifica 

como el acto procesal que tiende a conseguir resultados definitivos en el menor tiempo posible, de modo 

que la sentencia debe otorgar una reparación total e inmediata, mediante la sustitución a la autoridad 

responsable en la que ésta debió hacer en el acto o resolución materia de la impugnación, para reparar 

directamente la infracción cometida. Dicha postura tiene su fundamento en la disposición expresa de la 

ley, así como en la facultad de los tribunales de revocar o modificar los actos y resoluciones impugnados, 

e incluso, restituir al promovente en el uso y goce del derecho violado. Así, con base en dicho principio, 

el tribunal revisor no sólo puede anular o revocar la decisión de su inferior, sino que, inclusive, tiene 

facultades para corregir y modificar dichos actos y reducirlos al marco legal. Por consiguiente, en el 

supuesto de que se trata, esto es, en el caso de que el tribunal ad quem determina revocar la resolución 

recurrida emitida por el Juez de primera instancia, en ese momento reasume totalmente la jurisdicción 

y, por tanto, se encuentra facultado y obligado a estudiar de oficio los presupuestos procesales, las 

condiciones o los requisitos de procedencia de la acción, y superados éstos, sus elementos, así como 

las excepciones y las pruebas rendidas para estas dos últimas cuestiones, y no dejar inaudita a la 

contraparte que obtuvo sentencia favorable; en tanto que el recurso de apelación adhesiva previsto en 

el artículo 690 del código en comento que sólo tiene por objeto fortalecer o mejorar las consideraciones 

vertidas por el Juez en la resolución de primera instancia, esto es, no existe medio de impugnación para 

combatir las consideraciones que no se vieron reflejadas en el punto resolutivo del fallo de primera 

instancia. 
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DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

NULIDAD RELATIVA DEL CONTRATO. CARECE DE ACCIÓN PARA DEMANDARLA, EL 
ENAJENANTE QUE ADUCE QUE CON QUIEN SE PACTÓ NO CONTABA CON CAPACIDAD LEGAL 
PARA HACERLO, SI ACEPTÓ SU CELEBRACIÓN Y SE BENEFICIÓ DE ÉL, EN ATENCIÓN AL 
PRINCIPIO DE BUENA FE CONTRACTUAL. 

 

Doctrinalmente, diversos autores han defendido el aludido principio, el cual fue retomado por el 

legislador en los artículos 1796 y 1797 del Código Civil Federal, al establecer que desde que los 

contratos se perfeccionan, éstos obligan a los contratantes no sólo al cumplimiento de lo expresamente 

pactado, sino también a las consecuencias que, según su naturaleza, son conforme a la buena fe, al 

uso o a la ley y, su validez y observancia no pueden dejarse al arbitrio de alguno de ellos, incluso, así 

se infiere del contenido de los diversos numerales 2140 y 2143 de dicho ordenamiento, que exoneran 

al enajenante de responder por evicción -entre otros- cuando el adquirente conocía de los vicios del 

bien. Así, conforme a dicho postulado, una persona no puede alegar la nulidad relativa de un contrato 

que celebró y aceptó en su momento, considerándolo válido y del que se benefició por años, aduciendo 

que el sujeto con el que pactó no contaba con capacidad legal para hacerlo, como se advierte del 

precepto 1799 de la legislación sustantiva civil en cita, en el que se señala que la incapacidad de una 

de las partes contratantes no puede ser invocada por la otra en provecho propio. En esa medida, carece 

de acción el actor que pretende alegar esos vicios como fundamento de la nulidad de un contrato con 

el que se vio beneficiado en su momento, en acatamiento al invocado principio de buena fe que debe 

imperar respecto de sus propios actos, habida cuenta que fue él quien otorgó su consentimiento para 

su celebración en esas condiciones. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 

REGIÓN. 
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LEGADOS DE COSA ESPECÍFICA Y DETERMINADA. SITUACIÓN DE LOS LEGATARIOS EN CASO 
DE QUE LA HERENCIA SE DISTRIBUYA EN LEGADOS (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). 

 

Para fijar el correcto alcance del artículo 1286 del Código Civil para el Distrito Federal, que establece 

que cuando toda la herencia se distribuya en legados los legatarios serán considerados como 

herederos, es preciso atender a los diversos artículos 1285 y 1411 del mismo ordenamiento, que prevén, 

respectivamente, que el legatario adquiere a título particular y no tiene más cargas que las que 

expresamente le imponga el testador, sin perjuicio de su responsabilidad subsidiaria con los herederos, 

y que si toda la herencia se distribuye en legados se prorratearán las deudas y gravámenes de ella entre 

todos los partícipes, en proporción de sus cuotas. Conforme a lo anterior, debe entenderse que aunque 

la primera de las indicadas disposiciones considera a los legatarios como herederos, cuando toda la 

herencia se ha distribuido en legados, ello sólo quiere decir que a diferencia de la situación en que 

concurren herederos y legatarios, en la que estos últimos no asumen la responsabilidad del pasivo 

hereditario, que recae en los herederos, para el caso de no existir estos últimos, sino únicamente 

legatarios, y a fin de que se responda de las deudas de la herencia, se equipara a tales legatarios con 

los herederos, lo cual no significa que los legados, siendo de cosa específica y determinada, pierdan en 

dicha situación su naturaleza para convertirse en legados de cosa indeterminada, con la consecuencia 

de requerir de una partición que los individualice y de la representación de un albacea que defienda los 

bienes legados, como si se tratase de un estado de indivisión de los bienes hereditarios, cosa que 

carece de justificación. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

LEGADO DE LA PARTE ALÍCUOTA DE UN INMUEBLE. ES DE COSA ESPECÍFICA Y 
DETERMINADA. 
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De acuerdo con los artículos 1285, 1415, 1429 y 1430 del Código Civil para el Distrito Federal, 

tratándose de cosa específica, determinada y propia del testador, la propiedad de la cosa legada debe 

estimarse en favor del legatario desde la muerte del autor de la herencia, sin que para el reconocimiento 

de tal derecho sea necesaria la división y partición de los bienes, porque si bien ésta es la que fija la 

porción de bienes hereditarios que corresponde a cada uno de los herederos, el legado de cosa 

específica y determinada constituye un acto por virtud del cual el testador dispone de la misma en favor 

del legatario, adquiriéndola éste en propiedad a la muerte del autor de la sucesión, a título particular, de 

suerte que no puede confundirse con el caudal hereditario, porque se trata de un bien determinado que 

pertenece al legatario y no a los herederos; en cambio, el heredero en una herencia indivisa no es el 

dueño exclusivo de los bienes que la forman, sino en la parte proporcional que después llegue a 

corresponderle. Ahora bien, el legado de un porcentaje, de un inmueble perfectamente identificado, sí 

es de cosa específica y determinada, no obstante tratarse de la parte alícuota del inmueble. En efecto, 

no debe confundirse la copropiedad hereditaria con la copropiedad inmobiliaria, ya que si bien la 

herencia engendra una copropiedad entre los herederos desde la muerte del de cujus, por lo que cada 

heredero tiene una parte alícuota en la masa hereditaria, proporcional al monto de sus derechos, 

creándose así un patrimonio común, que es precisamente la copropiedad hereditaria, debe tenerse en 

cuenta que un legado con las características apuntadas no forma parte de esa masa, al recaer sobre 

un bien que es cierto y determinado, en la medida en que resulta innecesaria la partición de la herencia 

para su individualización, independientemente de que por tratarse de la parte alícuota de un inmueble, 

traiga el legado como consecuencia una copropiedad, no respecto de la herencia sino en relación con 

el propio inmueble y, por ende, la necesidad o conveniencia de que, en su caso, se proceda después a 

la división de esa copropiedad, lo que en nada disminuye la calidad de específico y determinado que 

corresponde al legado, en cuanto recayó sobre un bien de la herencia individualizado. Para corroborar 

lo anterior, es pertinente hacer referencia a la distinción entre el legado que la doctrina más generalizada 

denomina como "legado de cuota", y el legado de la parte alícuota de un inmueble, pues el primero tiene 

la característica especial de que el testador lega una cuota-parte de todos los bienes que la ley le permite 

disponer, tal como una mitad, un tercio, o todos sus inmuebles, o todos sus muebles, o una cuota fija 
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de todos sus inmuebles o de todo su mobiliario, en cuyo caso la porción determinada de los bienes tiene 

por base necesaria el conjunto total, como la fracción a la unidad y, por tanto, no transmite el dominio 

ni la posesión al legatario sino hasta que las cosas se hacen ciertas y determinadas y se hace la 

partición, porque hasta entonces se habrá individualizado la cuota en uno u otro bien que antes no había 

sido identificado; situación que no se presenta en el legado de la parte alícuota de un inmueble, por las 

razones ya expuestas.  

 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

TRANSMISIÓN DE CRÉDITOS HIPOTECARIOS. SUS REQUISITOS DE EFICACIA VARÍAN SEGÚN 
EL TIPO DE OPERACIÓN DE QUE SE TRATE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). 

 

Conforme a los artículos 3096, 3097 y 3108 del Código Civil para el Estado de Quintana Roo, las 

transmisiones de créditos hipotecarios exigen distintos requisitos de forma, inscripción y notificación, 

según sea el tipo de operación de que se trate, a saber: a) Por regla general, la cesión debe otorgarse 

en escritura pública o en escrito privado suscrito ante dos testigos y ratificado ante un Juez o notario 

público; asimismo, la cesión debe notificarse al deudor e inscribirse en el Registro Público de la 

Propiedad; b) Si el crédito ha sido otorgado por un particular (ajeno al sistema financiero) para la 

adquisición de un inmueble de interés social, podrá cederse mediante escrito privado, sin necesidad de 

testigos ni ratificación; pero la cesión deberá notificarse al deudor e inscribirse en el Registro Público de 

la Propiedad; c) Si el cedente es una institución del sistema bancario mexicano; otra entidad financiera; 

un instituto de seguridad social; o una autoridad u organismo descentralizado que haya vendido un 

inmueble de interés social o uno destinado a personas de escasos o medianos recursos para la 

constitución del patrimonio familiar o vivienda, la cesión podrá otorgarse sin necesidad de escritura 

pública, de inscripción ni de notificación al deudor, siempre que el cedente conserve la administración 
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del crédito; d) En el caso anterior, si el cedente deja de administrar el crédito, éste podrá cederse sin 

necesidad de escritura pública ni de inscripción, pero deberá notificarse al deudor; e) Si la hipoteca se 

ha constituido para garantizar obligaciones a la orden, el crédito se transmitirá por endoso del título, sin 

necesidad de registro ni de notificación al deudor; y, f) Si la hipoteca se ha constituido para garantizar 

obligaciones al portador, el crédito se transmitirá por la simple entrega del título, sin ningún otro requisito. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FAMILIARES. ES POSIBLE LA COMISIÓN DE DICHO 
DELITO, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 232 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA, 
CONTRA UN ACREEDOR ALIMENTARIO MAYOR DE EDAD, SI ÉSTE ESTUDIA DE FORMA 
ININTERRUMPIDA UNA CARRERA TÉCNICA O SUPERIOR HASTA EL TÉRMINO NORMAL 
NECESARIO PARA CONCLUIRLA. 

 

El artículo 232 del Código Penal para el Estado de Sonora, al tipificar el ilícito de referencia, no exige 

cualidad específica alguna en el sujeto pasivo de la conducta, pues para su configuración sólo requiere 

que alguien, sin causa justificada, deje de cumplir con la obligación de ministrar alimentos a quienes 

legalmente deba darlos. Por otra parte, en cuanto al elemento normativo de dicho ilícito, relativo a 

"alimentos" así como a los sujetos que legalmente están obligados a otorgarlos, el artículo 513 del 

Código de Familia para la entidad establece que aquéllos comprenden la comida, el vestido, la 

habitación, el sano esparcimiento y la asistencia en caso de enfermedad, los cuales deberán ser 

proporcionados a los menores de edad, discapacitados o declarados incapaces, y que la obligación de 

proporcionarlos se prorroga hasta la mayoría de edad si los acreedores alimentarios estudian de forma 

ininterrumpida una carrera técnica o superior hasta el término normal necesario para concluirla. De esta 

manera, si conforme a la normativa civil aplicable incumple con sus obligaciones familiares quien, entre 

otros supuestos, deje de ministrar alimentos a un hijo mayor de edad que realiza sus estudios, 

ininterrumpidamente, durante el término normal necesario para concluirlos, se concluye que el delito de 
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que se trata puede cometerse contra acreedores alimentarios que hubieren cumplido dieciocho años, si 

después de alcanzada la mayoría de edad continúan cursando el tipo de estudios mencionado. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 

CIRCUITO. 

 

DERECHO DE PROPIEDAD. LA RESTRICCIÓN QUE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 45, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE FRACCIONAMIENTOS Y ACCIONES URBANÍSTICAS DEL ESTADO DE 
PUEBLA SE PRODUCE A DICHA PRERROGATIVA FUNDAMENTAL EN EL CASO DE 
DESARROLLOS EN RÉGIMEN DE PROPIEDAD Y CONDOMINIO, ES DIVERSA A LA AFECTACIÓN 
QUE EXPERIMENTA EN EL CASO DE FRACCIONAMIENTOS. 

 

De una interpretación sistemática de la mencionada porción normativa, en relación con los diversos 

artículos 65, fracción II y 66 a 70 de la propia ley, se colige que el gobernado que ejecuta un proyecto 

de desarrollo en régimen de propiedad y condominio, al estar obligado a destinar una superficie para 

área ecológica y de equipamiento urbano, no experimenta en su derecho de propiedad un acto privativo, 

sino, en su caso, una modalidad que lo restringe. Lo anterior es así, porque dicha superficie no es objeto 

de donación a favor del Ayuntamiento, como sí acontece en el caso de los fraccionamientos, y el destino 

que debe darse a aquélla, exclusivamente constituye una obligación a cargo del particular que ejecuta 

el proyecto urbanístico en cuestión, pero el área continuará como parte o elemento común del 

condominio, ya que conforme a la definición legal que el propio ordenamiento detalla corresponderá, 

por una parte, a un espacio abierto, dentro o fuera del desarrollo, destinado de manera permanente a 

la recreación, como son los parques, jardines, áreas de juegos o canchas deportivas (zona ecológica) 

y, por otra, al conjunto de inmuebles, instalaciones y construcciones utilizadas para prestar a la 

población los servicios urbanos y desarrollar actividades diversas, entre ellas, económicas, culturales, 

educativas, de esparcimiento, deportivas, asistenciales, etcétera (equipamiento urbano). 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

COMPRAVENTA CON RESERVA DE DOMINIO. LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DEL PAGO AL 
QUE ESTABA SUJETA AQUÉLLA, NO TIENE EL ALCANCE DE TRANSMITIR LA PROPIEDAD NI 
LIBERA EL DOMINIO AL COMPRADOR. 

 

Cuando en un contrato de compraventa se pacta la reserva de dominio del bien inmueble, supeditada 

al cumplimiento de un pago posterior del comprador, la propiedad permanece en el vendedor y el único 

medio para que aquélla se transmita al nuevo adquirente, es justamente cubriendo ese adeudo, lo que 

no puede equipararse a la prescripción extintiva de la obligación del pago a la que estaba sujeta esa 

reserva de dominio, pues la consecuencia que ésta produce es que el vendedor ya no podrá ejercer el 

derecho a su cobro coactivo, pero no hace las veces de pago ni tiene el alcance de hacer que se 

transmita la propiedad o dominio al comprador, ya que éstos permanecen intactos en favor del vendedor 

y solamente los puede perder por usucapión legalmente declarada. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 

REGIÓN. 

 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. PARA QUE OPERE LA CAUSAL DE 
EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 12 DEL CONVENIO DE LA HAYA ES INDISPENSABLE 
QUE HAYA TRANSCURRIDO MÁS DE UN AÑO ENTRE LA SUSTRACCIÓN Y LA SOLICITUD DE 
RESTITUCIÓN. 

 

Esta Primera Sala advierte que el artículo 12 del Convenio de La Haya es una de las piezas 

fundamentales de dicho instrumento internacional, pues dentro del mismo se contienen las 

circunstancias que deben presentarse para determinar en última instancia la restitución inmediata del 

menor. En este sentido, el mencionado artículo distingue dos hipótesis para la procedencia de la 
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excepción relativa a la integración a un nuevo ambiente: la primera, relativa a que la solicitud de 

restitución hubiera sido presentada dentro del año siguiente contado a partir de la sustracción; y la 

segunda, que hubiera sido presentada después de dicho periodo de tiempo. El establecimiento del 

mencionado plazo de un año constituye una abstracción que atiende a las dificultades que pueden 

encontrarse para localizar al menor. Así, la solución finalmente adoptada por la Conferencia de La Haya 

de Derecho Internacional Privado, amplía la ejecución de su objetivo primario -la restitución del menor- 

a un periodo indefinido, pues en cualquier tiempo se deberá restituir al menor, con la condición de que 

si ha pasado más de un año dicha restitución ya no será inmediata, sino que estará sujeta a un examen 

de ponderación para determinar la adaptación del menor a su nuevo ambiente. Lo anterior, pues el ideal 

del Convenio de La Haya es evitar las dilaciones indebidas, las cuales resultan sumamente perjudiciales 

para el menor involucrado, mediante un mandato de restitución inmediata. Sin embargo, en atención al 

propio principio de interés superior del menor, los Estados contratantes reconocieron la posibilidad de 

que si el menor se encuentra durante un largo periodo de tiempo con el progenitor sustractor -a 

consideración de la Conferencia de La Haya más de un año-, se deberá determinar qué resulta más 

benéfico para el menor y evitar que sufra una nueva quiebra en su ambiente familiar que pueda significar 

un peligro para su correcto desarrollo psicológico. No obstante lo anteriormente expuesto, esta Primera 

Sala considera que el mero hecho de que las dilaciones en el procedimiento de restitución provoquen 

un retraso de la misma, por un plazo mayor a un año, no permite a las autoridades del Estado receptor 

considerar la integración del mismo como una causa para negar la restitución. Ello es así, pues son 

muchos los casos en los que la actividad procesal de las partes tiene por finalidad justamente la dilación 

del procedimiento, a fin de poder argumentar la integración del menor; o en los que el sustractor 

permanece oculto con la finalidad de que transcurra el plazo de un año para legalizar su actuación 

irregular. Por otra parte, esta Primera Sala observa que los informes explicativos de la Conferencia de 

La Haya de Derecho Internacional Privado señalan que la intención de los Estados contratantes fue que 

dicho plazo se contara no hasta que la autoridad judicial o administrativa correspondiente recibiera la 

solicitud, sino desde el momento mismo de la presentación de la demanda. Lo anterior es así, en tanto 
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que el posible retraso en la acción de las autoridades competentes no debe perjudicar los intereses de 

las partes amparadas por el Convenio. 

 

PRIMERA SALA 

 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. LAS EXCEPCIONES PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 13 DEL CONVENIO DE LA HAYA NO SE ENCUENTRAN SUJETAS A NINGUNA 
CONDICIÓN TEMPORAL, PERO CORRESPONDE AL PADRE SUSTRACTOR PROBAR 
PLENAMENTE SU ACTUALIZACIÓN. 

 

Un grupo de excepciones extraordinarias a la regla general de restitución inmediata podemos 

encontrarlo en el artículo 13 del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 

Menores, en donde se establecen las siguientes hipótesis, a saber: (i) si la persona que se opone a la 

restitución demuestra que la persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo del menor no 

ejercía de modo efectivo el derecho de custodia o posteriormente aceptó el traslado o retención; (ii) si 

la persona que se opone a la restitución demuestra que existe un grave riesgo de que la restitución del 

menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o lo ponga en una situación intolerable; o (iii) si se 

comprueba que el propio menor se opone a la restitución. Al respecto, se considera importante destacar 

que, a diferencia de aquella establecida en el artículo 12, estas excepciones no se encuentran sujetas 

a una condición temporal de ningún tipo, por lo que pueden ser alegadas en cualquier momento del 

procedimiento de restitución. Sin embargo, al igual que sucede con la causal relativa a la integración al 

nuevo ambiente, esta Primera Sala considera que se trata de excepciones claramente extraordinarias 

y que la carga de la prueba para demostrar plenamente su actualización recae exclusivamente en quien 

se opone a la restitución del menor, pues existe una presunción de que el interés superior del menor es 

protegido mediante la restitución a su lugar de origen. 
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PRIMERA SALA 

 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. LAS EXCEPCIONES A LA RESTITUCIÓN 
INMEDIATA PREVISTAS EN EL CONVENIO DE LA HAYA DEBEN SER INTERPRETADAS DE 
MANERA ESTRICTA Y APLICADAS DE FORMA EXTRAORDINARIA. 

 

No obstante que la restitución inmediata del menor constituye la regla general para la protección de los 

menores sustraídos, esta Primera Sala advierte que todo el sistema previsto por el Convenio de La Haya 

tiene como eje rector el principio del interés superior del menor, por lo que resultó necesario admitir que 

el traslado de un niño puede en ocasiones estar justificado por razones objetivas relacionadas con su 

persona o con el entorno que le era más próximo. Por tanto, el propio Convenio reconoce ciertas 

excepciones extraordinarias a la obligación general asumida por los Estados contratantes de garantizar 

el retorno inmediato de los menores trasladados o retenidos de forma ilícita. Sin embargo, el margen de 

discrecionalidad que corresponde a la autoridad competente del Estado receptor para resolver la 

solicitud de sustracción debe quedar reducido a su mínima expresión debido a la obligación que sobre 

ella recae en la labor de determinación del interés superior del menor. Así, se ha dicho que el interés 

superior del menor debe girar en principio en torno a su inmediata restitución, a menos que quede 

plenamente demostrada alguna de las excepciones extraordinarias que se señalan en el propio 

Convenio, las cuales deben ser interpretadas por los operadores jurídicos de la forma más restringida 

para garantizar su correcta aplicación y no hacer nugatorios los objetivos del Convenio. 

 

PRIMERA SALA 

 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. LAS AUTORIDADES QUE INTERVENGAN EN 
UNA SOLICITUD DE RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DEBEN ACTUAR CON LA MAYOR 



 

 

 

 

 

Página 16 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

CELERIDAD PARA ASEGURAR LA RESTITUCIÓN INMEDIATA DE LOS MENORES 
INVOLUCRADOS. 

 

Como se desprende del artículo 6 del Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 

Internacional de Menores, cada uno de los Estados contratantes se comprometió a designar una 

Autoridad Central, encargada de dar cumplimiento a las obligaciones expresadas en el mismo. En este 

sentido, como se advierte del artículo 7 del Convenio, las Autoridades Centrales se encuentran 

obligadas a colaborar entre sí y promover la coadyuvancia entre las autoridades competentes en sus 

respectivos Estados, con el fin de garantizar la restitución inmediata de los menores y conseguir el resto 

de los objetivos del Convenio. Por tanto, como expresamente se señala en su artículo 2, es claro que 

los Estados contratantes del Convenio de La Haya, a través de estas Autoridades Centrales, adquirieron 

por voluntad propia la obligación de tomar todas las medidas necesarias para conseguir la restitución 

inmediata del menor de la forma más breve y ágil posible, para lo cual podrán auxiliarse de las 

autoridades judiciales o administrativas competentes que inicien procedimientos de urgencia 

disponibles. De lo anterior se desprende que el Convenio de La Haya dota al factor tiempo de una suma 

importancia, pues se entiende que las autoridades del Estado receptor deben actuar con la mayor 

celeridad posible a fin de evitar el arraigo del menor en el país al que fue trasladado o retenido. Dicha 

obligación la podemos encontrar explícitamente plasmada en el artículo 11 del Convenio, en donde 

inclusive se señala que si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera llegado a una 

decisión en el plazo de seis semanas a partir de la fecha de iniciación de los procedimientos, el 

solicitante o la Autoridad Central del Estado requerido tendrán derecho a pedir una declaración sobre 

las razones de la demora. 

 

PRIMERA SALA 

 



 

 

 

 

 

Página 17 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

PROVIDENCIA PRECAUTORIA. EL DERECHO A RECLAMARLA POR EL AFECTADO NO ESTÁ 
CONDICIONADO A QUE LA DILIGENCIA SE ENTIENDA CON OTRA PERSONA. 

 

La interpretación gramatical y sistemática del artículo 1187 del Código de Comercio, vigente hasta el 10 

de enero de 2014, en relación con los diversos 1168, 1172 y 1181 del mismo ordenamiento, conduce a 

determinar que el primer precepto legitima para reclamar una providencia precautoria a la persona 

contra la cual se dictó, sin condicionar ese derecho a la circunstancia de que la diligencia no se haya 

entendido con su persona o con su representante legítimo, pues la expresión "caso de no haberse 

ejecutado con su persona o con su representante legítimo" se refiere al supuesto en el cual debe 

notificarse al legitimado la providencia precautoria, a fin de que se encuentre en condiciones de 

reclamarla. Lo anterior, si se toma en cuenta que este tipo de medidas se pueden ejecutar sin 

conocimiento previo del afectado con el fin de preservar la materia del juicio y posibilitar la ejecución de 

una eventual sentencia condenatoria, de suerte que el afectado conoce de la medida precautoria cuando 

la diligencia se entiende con él o con su representante legítimo, pero cuando aquélla se entiende con 

otra persona, no se tiene certeza acerca de que la medida haya llegado a conocimiento del afectado y 

es por eso que el legislador dispuso la exigencia de notificársela en ese supuesto. Bajo ese 

entendimiento, la norma tiene sentido dentro del sistema regulador de las providencias precautorias en 

el Código de Comercio, sin afectación al derecho fundamental de igualdad. 

 

PRIMERA SALA 

 

JUSTICIA COMPLETA. EL ARTÍCULO 29 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 
ESTADO DE JALISCO QUE PREVÉ LA PROHIBICIÓN DE MODIFICAR O ALTERAR LA ACCIÓN 
DESPUÉS DE FIJADOS LOS PUNTOS CUESTIONADOS, NO CONTRAVIENE AQUEL DERECHO. 

 

El precepto citado, al establecer que la acción no puede modificarse ni alterarse una vez que se intenta 

y quedan fijados los puntos cuestionados, salvo en los casos en que la ley lo permita, recoge el principio 
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de inalterabilidad de la materia litigiosa o mutatio libelli, conforme al cual, debe determinarse el objeto 

del litigio como base sobre la cual se desarrollarán las etapas del proceso, especialmente las de 

pruebas, alegatos y sentencia; por lo que se vincula con los principios de preclusión y de congruencia 

de las sentencias, ya que con el ejercicio de la acción se agota el derecho, y una vez clausurada la 

etapa postulatoria, es inadmisible volver a ésta durante el desarrollo de las subsecuentes, salvo causa 

justificada permitida por la ley, además de que es necesaria la correspondencia entre la demanda y la 

sentencia, pues el juez debe resolver sobre todas las cuestiones litigiosas sometidas a su conocimiento 

sin comprender otras, respecto de las cuales se haya ejercido el derecho de prueba y el de alegatos. 

Por tanto, dicho numeral no sólo encuentra justificación en el derecho de seguridad o certeza jurídica 

sobre la materia del litigio, sino también en el respeto al derecho de contradicción de la parte demandada 

como parte del debido proceso, ya que una ampliación o modificación a la demanda, salvo causa 

justificada permitida por la ley, trastocaría el orden de las etapas al volver sobre las que ya fueron 

clausuradas, cuando dicho orden fue establecido para conseguir que la situación inicial del objeto 

litigioso se mantuviera durante la pendencia del proceso, con la posibilidad de que el demandado no 

tenga oportunidad de probar, si el periodo probatorio transcurrió o, por lo menos, no disponga de éste 

en su totalidad, como formalidad esencial del procedimiento. En esas condiciones, el acceso a la justicia 

pretendido con la ampliación de la demanda después de fijada la litis, tendría lugar a costa del sacrificio 

de los derechos de contradicción de un tercero, lo cual es inadmisible, si se toma en cuenta que todo 

derecho fundamental encuentra su límite en los derechos de otro. De ahí que el artículo 29 del Código 

de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco no contraviene el derecho a la justicia completa. 

 

PRIMERA SALA 

 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. EL ARTÍCULO 573 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
JALISCO NO VULNERA LOS ARTÍCULOS 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 12 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO. 
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El precepto 573 citado prevé que cuando se vaya a tomar una determinación relacionada con los 

intereses del menor, deberá oírsele y considerarse su opinión, la cual se habrá de valorar en función de 

su edad y madurez. Por su parte, el numeral 12 de la convención referida establece que los Estados 

Partes garantizarán al niño que esté "en condiciones de formarse un juicio propio", el derecho a expresar 

su opinión libremente en todos los asuntos que lo afecten. Ahora, si bien es cierto que el referido artículo 

573 no contiene la expresión "deberá oírse a los niños que estén en condiciones de formarse un juicio 

propio", como lo establece el numeral 12 aludido, también lo es que tal precisión no es limitante, pues 

constituye una obligación del Estado (del juzgador) evaluar la capacidad del niño de formarse una 

opinión autónoma, considerando en cada caso, la pertinencia de la escucha de acuerdo a la madurez, 

estado emocional, así como cualquier otra condición específica del niño que permita evaluar su 

capacidad para formarse una opinión autónoma, todo ello, en virtud del principio del interés superior del 

menor, pues sería incongruente observar el derecho a la escucha del niño, en detrimento de su 

integridad intelectual y emocional, desarrollo y bienestar. De ahí que el artículo 573 del Código Civil del 

Estado de Jalisco no vulnera los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, ya que la aplicación del principio citado 

debe realizarse en relación con lo establecido en esos preceptos sin que pueda estimarse su 

inconvencionalidad o inconstitucionalidad por no establecer expresamente su observancia. 

 

PRIMERA SALA 

 

IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES. EL ARTÍCULO 29 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO, QUE PREVÉ LA PROHIBICIÓN DE MODIFICAR O ALTERAR 
LA ACCIÓN DESPUÉS DE FIJADOS LOS PUNTOS CUESTIONADOS, NO CONTRAVIENE AQUEL 
PRINCIPIO. 

 

El precepto citado, al establecer que la acción no puede modificarse ni alterarse una vez que se intenta 

y quedan fijados los puntos cuestionados, salvo en los casos en que la ley lo permita, no contraviene la 
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igualdad procesal de las partes, pues recoge el principio de inalterabilidad de la materia litigiosa o 

mutatio libelli, conforme al cual debe determinarse el objeto del litigio como base sobre la que se 

desarrollarán las etapas del proceso, especialmente las de pruebas, alegatos y sentencia; de ahí que 

se impongan al actor las cargas de expresar con claridad los hechos en que funda su causa de pedir, 

así como la de ejercer en una sola demanda todas las acciones que tenga contra una misma persona, 

respecto de una misma cosa y provengan de la misma causa. Así, la circunstancia de que se imponga 

esa restricción al ejercicio de la acción y, en cambio, al demandado sí se le permita oponer excepciones 

fundadas en hechos supervenientes, tiene plena justificación en la situación diferente en que se 

encuentra cada una de las partes para satisfacer las cargas que les corresponden en la determinación 

de la materia litigiosa, pues para presentar su demanda, el actor cuenta con un tiempo considerable, 

limitado únicamente por los plazos de prescripción o caducidad que ordinariamente se cuentan por 

meses o años, en el cual puede reflexionar con detenimiento sobre los hechos relevantes o que mejor 

pueden sustentar su pretensión, para discernir y sopesar sobre las acciones procedentes, así como el 

material probatorio del cual puede disponer para demostrar los hechos, mediante la reunión, selección, 

valoración y perfeccionamiento de tales medios de prueba, así como para redactar su demanda y 

presentarla. En cambio, el demandado cuenta con un tiempo reducido, de sólo días, para contestar la 

demanda mediante una labor equivalente a la efectuada por el actor al presentar su demanda, ya que 

debe determinar las excepciones o defensas procedentes, los hechos en los cuales debe fundarlas y 

los medios probatorios de los cuales puede disponer para acreditarlas, así como redactar y presentar 

su escrito de contestación. Ante esas circunstancias, el demandado se encuentra en desventaja 

respecto a la posición del actor, por lo cual, para lograr un equilibrio entre las partes, la ley permite al 

demandado la posibilidad de oponer excepciones fundadas en hechos supervenientes, pues él corre 

mayor riesgo de no tener noticia de hechos importantes para su defensa en el periodo reducido en que 

debe producir su contestación. En ese sentido, no puede hablarse de desigualdad entre las partes por 

la diferencia de trato, sino, por el contrario, éste resulta obligado para lograr el equilibrio o igualdad de 

las partes. 
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PRIMERA SALA 

 

RESPONSABILIDAD CIVIL POR DAÑOS PROPIOS. LA PRETENSIÓN RESARCITORIA RELATIVA 
NO PUEDE SUSTENTARSE EN HECHOS DELICTUOSOS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 87 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO). 

 

La acción de responsabilidad civil por daños propios prevista en el artículo citado persigue el pago de 

la indemnización por los daños y perjuicios imputables al demandado por virtud de un hecho ilícito o 

riesgo creado (fuente extracontractual) que no esté previsto en las leyes penales como delito. Ahora 

bien, si en términos de la legislación aplicable, los elementos constitutivos de la responsabilidad civil por 

daños propios son: (i) la demostración de la existencia de un ilícito por comisión u omisión ejecutado 

con dolo, imprudencia, negligencia, falta de previsión o de cuidado, que no sea catalogado como delito; 

(ii) que sea imputable al demandado; y, (iii) que resulte dañoso para el demandante; entonces, se colige 

que el hecho fundatorio o constitutivo en que se sustente presupone la descripción de una conducta 

ilícita no delictuosa, toda vez que los ilícitos penales son incompatibles con el correcto ejercicio de la 

referida acción, y su naturaleza deberá apreciarse por el Juez para los efectos exclusivamente civiles; 

esto es, analizará la ilicitud que guarden o no los hechos que motivaron su ejercicio y que éstos no sean 

descritos como delitos por las leyes penales, sin que esté condicionado su arbitrio a la eventual 

determinación o calificativa que respecto a dicha conducta pudieran adoptar autoridades administrativas 

o jurisdiccionales del orden penal. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

PRUEBA ILÍCITA. SI EN UNA MISMA DILIGENCIA SE FUSIONAN DOS DISTINTOS MEDIOS 
PROBATORIOS QUE EXIGEN PARA SU VALIDEZ EL CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS 
PREVISTOS EN ARTÍCULOS DIFERENTES SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL AL 
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DEBIDO PROCESO Y, POR ELLO, ES LEGAL QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL HAGA UNA 
VALORACIÓN DEL PRINCIPIO DE PROHIBICIÓN O EXCLUSIÓN DE AQUÉLLA. 

 

El derecho fundamental al debido proceso, involucra la prerrogativa consistente en no ser juzgado a 

partir de pruebas cuya obtención se encuentra al margen de las exigencias constitucionales y legales 

(artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), que denota normativamente 

el imperativo de buscar la verdad, de que se investigue o, en su caso, se demuestre la veracidad de 

todo argumento o hecho que llegue al proceso para que adquiera validez. Por ello, es indispensable 

que se respeten los lineamientos postulados en la Constitución que sean acordes con la finalidad del 

debido proceso, traducida en el derecho subjetivo de acceder a los órganos jurisdiccionales para hacerlo 

valer de manera efectiva y obtener una resolución que dirima la cuestión efectivamente debatida, 

basada en la inclusión de pruebas lícitas que demuestren la pretensión, respetando las reglas 

valuadoras de cada probanza de conformidad con la normatividad adjetiva respectiva. Así, satisfechas 

las condiciones y requisitos establecidos en la ley, se fijará su alcance probatorio, para determinar si 

han de tomarse en consideración para enlazarlas o confrontarlas, según corresponda; lo anterior, con 

la finalidad de llegar a la verdad legal. En efecto, si en una misma diligencia, se conjugan para su 

recepción, desahogo y ponderación dos distintos medios de prueba (la ampliación de declaración y la 

confrontación), que exigen para su validez, el cumplimiento de requisitos contemplados en artículos 

diferentes, al contener características y ser de naturaleza distintas; fusionarlos, implica la 

despersonalización de la prueba, pues alguna se nulificará al recepcionarse en contravención a la ley, 

ya que la diligencia de origen, colmará las exigencias legales individual y no conjuntamente, resultando 

evidente la vulneración al derecho fundamental al debido proceso. Consecuentemente, es legal que el 

Juez de la causa o el tribunal de apelación, lleve a cabo una valoración del principio de prohibición o 

exclusión de la prueba ilícita, que implica que los medios de prueba que deriven de la vulneración de 

derechos fundamentales no deben tener eficacia probatoria. De concedérsela, se trastocarían los 

derechos de legalidad y seguridad jurídica; así indefectiblemente, las pruebas que sustenten la 
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determinación asumida, deben haber sido obtenidas de manera lícita, lo contrario, implica la ignorancia 

de las garantías propias al proceso. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

ARRENDAMIENTO. LA OBLIGACIÓN DEL ARRENDADOR DE ENTREGAR EL BIEN RAÍZ URBANO 
DESTINADO A USO COMERCIAL EN "ESTADO DE SERVIR", NO SE SATISFACE CON EL 
CONOCIMIENTO QUE SE LE HAGA AL ARRENDATARIO DE LA CARENCIA DEL SERVICIO 
PÚBLICO PRIMARIO (TOMA DE AGUA) NI DEBE CONFUNDIRSE CON EL PACTO CONTRACTUAL 
DE ACONDICIONAR EL BIEN CON CARGO A LAS RENTAS, PARA PODER DESEMPEÑAR EL 
GIRO DEL NEGOCIO. 

 

El artículo 2412, fracción I, del Código Civil para el Distrito Federal establece que aunque no haya pacto 

expreso el arrendador está obligado a entregar el inmueble objeto del arrendamiento en un "estado de 

servir", es decir, en un estado físico apto y funcional para el uso perseguido por el arrendatario; de lo 

que se sigue que el arrendador no cumple con su obligación ni cesan sus deberes por el hecho de que 

el arrendatario tenga conocimiento de la carencia del servicio público primario (toma de agua) para 

considerarlo en estado de servir; sino que está obligado a entregar la finca en términos que realmente 

sirva para el uso convenido. Por tanto, el solo hecho de que el arrendatario tenga conocimiento de la 

inexistencia del servicio público primario, no puede dejar demostrada la utilidad de la finca y la 

satisfacción de todas las obligaciones inherentes al arrendador, inclusive, si con posterioridad a la 

entrega se descubre que el inmueble no reúne los requisitos necesarios para su fin perseguido. Por otro 

lado, si bien las partes pueden convenir que el arrendatario invierta en construcciones o instalaciones 

que resulten convenientes para la operación de su negocio con cargo a determinado número de rentas, 

lo cierto es que ese pacto únicamente implica el acondicionamiento del bien objeto del arrendamiento 

con cargo a las rentas, para estar en aptitud de desempeñar el giro del negocio, pero no debe 

confundirse con la obligación de entregar el bien raíz urbano en estado de servir, pues lo primero 

constituye una convención entre las partes que no necesariamente debe contener el contrato de 



 

 

 

 

 

Página 24 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

arrendamiento destinado al uso comercial, mientras que lo segundo es una obligación para el 

arrendador que la ley prevé de forma expresa; máxime que la ley no autoriza trasladarla al arrendatario. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

ARRENDAMIENTO. EL "ESTADO DE SERVIR" DE LOS BIENES RAÍCES URBANOS, OBJETO DEL 
CONTRATO RELATIVO, DESTINADOS AL USO COMERCIAL, EXIGE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
PRIMARIOS, ENTRE ELLOS, EL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE POR RED (TOMA DE AGUA), 
SALVO PACTO EN CONTRARIO. 

 

El artículo 2412, fracción I, del Código Civil para el Distrito Federal establece la obligación del arrendador 

de entregar el inmueble objeto del arrendamiento en un estado "físico de servir" para el uso perseguido 

por el arrendatario. Las máximas de la experiencia y la sana crítica revelan como un hecho que se erige 

como regla o verdad de sentido común que en nuestro medio social, los bienes que se otorgan en 

arrendamiento para el uso comercial, ubicados en el radio urbano de la ciudad e incluso de la zona 

metropolitana deben reunir, cuando menos, condiciones mínimas de funcionalidad, o sea, los servicios 

públicos primarios, puesto que éstos son los que permiten resolver las necesidades básicas de todo ser 

humano y, precisamente, se encuentran disponibles en las zonas urbanas. Dentro de los servicios 

públicos primarios que deberían reunir los bienes raíces urbanos dados en arrendamiento, se encuentra 

la provisión de agua potable por red, al constituir una exigencia mínima de habitabilidad de un bien raíz 

urbano y que proporcione higiene y seguridad; máxime porque la ausencia de aquéllos, no implica una 

simple reparación por el arrendador, sino la imposibilidad absoluta de usar la cosa. En consecuencia, 

cuando dicho numeral establece que el arrendador debe entregar el inmueble objeto del arrendamiento 

en un estado de servir para el uso perseguido por el arrendatario, debe entenderse que el bien raíz 

urbano arrendado debe contener como mínimo los servicios públicos primarios, entre ellos, el suministro 

de agua potable por red (toma de agua), salvo pacto en contrario. 
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DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

ARRENDAMIENTO. CONFORME AL SIGNIFICADO GRAMATICAL Y LA FINALIDAD DEL 
CONTRATO RELATIVO, EL "ESTADO DE SERVIR" DE LA COSA ARRENDADA IMPLICA UN 
ESTADO FÍSICO APTO Y FUNCIONAL PARA EL USO PERSEGUIDO POR EL ARRENDATARIO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 2412, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL). 

 

El artículo 2412, fracción I, del Código Civil para el Distrito Federal establece la obligación del arrendador 

de entregar el inmueble arrendado con todas sus pertenencias y en "estado de servir" para el uso 

convenido y si no hubo convenio expreso, para aquel a que por su misma naturaleza estuviere 

destinado; pero no determina cuándo un inmueble se halla en "estado de servir". Por consiguiente, para 

establecer el alcance de dicha expresión, en principio conviene atender al significado gramatical de los 

conceptos que la integran. El significado de la palabra "estado", nos indica que es la situación o modo 

de estar de una cosa, específicamente la situación temporal de la cosa cuya condición está sujeta a 

cambios; por otro lado, el concepto "servir" significa que una cosa es apta o útil para el fin que se expresa 

y por "uso" ha de entenderse el derecho que legitima para tener y utilizar una cosa. De acuerdo con lo 

anterior, la frase "estado de servir", consiste en que la situación temporal del inmueble arrendado resulte 

apta o útil para el uso convenido por las partes legitimadas. Por otra parte, tomando en consideración 

que el fin del arrendamiento es proporcionar al arrendatario el goce efectivo de la cosa arrendada y que 

éste no puede obtenerse si no se encuentra en óptimas condiciones, entonces, el estado de servir 

implica que el arrendador proporcione al arrendatario un goce efectivo de aquélla para el fin perseguido. 

En consecuencia, conforme a la expresión gramatical y la finalidad del contrato de arrendamiento, el 

"estado de servir" a que se refiere el precepto legal invocado implica necesariamente un estado físico 

apto y funcional de la cosa arrendada, por tanto, el arrendador incumplirá con esa obligación, sólo de 

existir imposibilidad absoluta para el uso perseguido de la cosa. 
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DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EXISTE UNA PRESUNCIÓN DE QUE EL 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SUSTRAÍDO SE VE MAYORMENTE PROTEGIDO CON SU 
RESTITUCIÓN INMEDIATA AL PAÍS DE ORIGEN. 

 

Como se desprende del preámbulo del propio Convenio de La Haya, el principio de interés superior del 

menor tiene una "importancia primordial" en todas las cuestiones relativas a la custodia, y entre las 

manifestaciones más objetivas de lo que constituye este interés superior del menor, se encuentra su 

derecho a no ser trasladado o retenido ilícitamente en perjuicio de su integridad física y psicológica. En 

consecuencia, es claro que es el principio de interés superior del menor el que inspira toda la regulación 

de sustracción de menores y constituye un parámetro para su aplicación. Tomando esto en 

consideración, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el principio 

general previsto por el Convenio de La Haya, en el sentido de que las autoridades del Estado receptor 

deben asegurar la restitución inmediata del menor sustraído, es acorde con el principio de interés 

superior del menor previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y en diversos tratados internacionales firmados y ratificados por nuestro país. Lo anterior, 

pues existe una presunción de que este interés superior de los menores involucrados se ve mayormente 

protegido y beneficiado mediante el restablecimiento de la situación previa al acto de sustracción, es 

decir, mediante la restitución inmediata del menor en cuestión, salvo que quede plenamente demostrada 

-por parte de la persona que se opone a la restitución- una de las causales extraordinarias señaladas 

en los artículos 12, 13 y 20 del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 

Menores, en cuyo caso es evidente que el derecho de un menor a no ser desplazado de su residencia 

habitual deberá ceder frente a su derecho a no ser sujeto a mayores afectaciones en su integridad física 

y psicológica, en atención al propio principio de interés superior del menor. 

 

PRIMERA SALA 
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SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL SISTEMA PREVISTO POR EL CONVENIO DE 
LA HAYA BUSCA PROTEGER AL MENOR DE LOS EFECTOS PERJUDICIALES QUE GENERA 
ESTE TIPO DE CONDUCTAS. 

 

El Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores fue 

adoptado el 25 de octubre de 1980, en el marco de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 

Privado, y constituye un importante esfuerzo de la comunidad internacional para la protección de los 

menores de edad, de los efectos perjudiciales que puede ocasionar un traslado o retención ilícita en el 

plano internacional, al establecer procedimientos que permiten garantizar su restitución inmediata al 

Estado en el que tengan su residencia habitual. Así, es claro que el mencionado Convenio se erige 

como un instrumento para garantizar la tutela del interés del menor y el ejercicio efectivo del derecho 

de custodia. En este sentido, los Estados que participaron en la creación del Convenio advirtieron que 

aquellas personas que cometen esta acción de trasladar o retener ilícitamente a un menor, 

generalmente buscan que su acción sea legalizada por las autoridades competentes del Estado en el 

que se refugian, por lo que consideraron que un medio eficaz para disuadirlos consistía en que sus 

acciones se vieran privadas de toda consecuencia práctica y jurídica. En consecuencia, como se 

desprende de la redacción de su artículo 1, el Convenio de La Haya consagra entre sus objetivos el 

restablecimiento del statu quo, mediante la restitución inmediata de los menores trasladados o retenidos 

de forma ilícita al país en donde residían; es decir, regresándolos a su entorno habitual donde se deberá 

decidir respecto a los derechos de custodia, en términos de lo establecido en el artículo 8 del Convenio. 

 

PRIMERA SALA 

 

DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. SU TRÁMITE Y AUTORIZACIÓN NO VULNERAN EL 
DERECHO HUMANO A UNA JUSTICIA IMPARCIAL. 
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En el divorcio sin expresión de causa, la voluntad del individuo de no seguir vinculado con su cónyuge 

es preponderante y no está supeditada a explicación alguna, pues con la manifestación de dicha 

voluntad se ejerce el derecho al libre desarrollo de la personalidad, ya que decidir no continuar casado 

y cambiar de estado civil, constituye el modo en que el individuo desea proyectarse y vivir su vida, es 

decir, la forma en que éste decide de manera libre y autónoma su proyecto de vida. Así, la base del 

procedimiento respectivo es la autonomía de la voluntad, lo que implica una decisión libre de no 

continuar con el vínculo matrimonial, ya que si no existe la voluntad de uno solo de los cónyuges para 

continuar con el matrimonio, éste debe autorizarse, sin que ello implique una vulneración al derecho 

humano a una justicia imparcial, máxime que la resolución de divorcio sólo es de carácter declarativo, 

pues se limita a evidenciar una situación jurídica determinada como es el rompimiento de facto de las 

relaciones afectivas entre los cónyuges. 

 

PRIMERA SALA 

 

DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. LA DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL 
DERIVADO DE AQUÉL, SÓLO CONSTITUYE EL RECONOCIMIENTO DEL ESTADO DE UNA 
SITUACIÓN DE HECHO RESPECTO DE LA DESVINCULACIÓN DE LOS CÓNYUGES. 

 

Considerando que en el divorcio sin expresión de causa es suficiente la solicitud unilateral de la 

disolución del matrimonio para que el juez la decrete, donde incluso no importa la posible oposición del 

diverso consorte, pues la voluntad del individuo de no seguir vinculado con su cónyuge es 

preponderante, no está supeditada a explicación alguna, sino exclusivamente a su deseo de ya no 

continuar casado. Así, la disolución del vínculo matrimonial por parte del Estado constituye sólo el 

reconocimiento de éste de una situación de hecho respecto de la desvinculación de los cónyuges, donde 

la voluntad de uno solo de ellos, de no permanecer en matrimonio atiende al derecho al libre desarrollo 

de la personalidad. 



 

 

 

 

 

Página 29 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

 

PRIMERA SALA 

 

DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EL ARTÍCULO 582 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA 
EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, IMPONE UNA RESTRICCIÓN A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO, ATENDIENDO A UNA FINALIDAD 
CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA. 

 

Del mencionado artículo 582, que establece el procedimiento de divorcio sin expresión de causa, se 

advierte que la resolución respectiva se emite sin considerar la conformidad o no del cónyuge que no lo 

pidió, esto es, se decreta la disolución del vínculo matrimonial sin escuchar y darle oportunidad de 

defensa al cónyuge que no lo solicitó, pues si bien se le otorga un plazo de nueve días, éste sólo es 

para el efecto de que manifieste su conformidad con el convenio exhibido por la solicitante, no así con 

la disolución del vínculo. En esas circunstancias, si bien pudiera estimarse que la disolución del vínculo 

matrimonial tiene como consecuencia que al cónyuge que no solicitó el divorcio se le prive de diversos 

derechos, entre los que se encuentran su estado civil, su derecho a heredar, a percibir alimentos y a la 

seguridad social, sin haber sido oído y vencido en juicio, lo cierto es que ello se trata de una restricción 

constitucionalmente admisible. Considerando que ningún derecho fundamental es absoluto, que los 

mismos admiten restricciones, siempre y cuando no sean arbitrarias, resulta que la restricción al derecho 

fundamental de audiencia y debido proceso que contiene el artículo 582 del Código Procesal Civil para 

el Estado de Coahuila de Zaragoza, tiene una finalidad constitucionalmente válida; es razonable y 

proporcional, pues atiende al derecho superior a la dignidad humana y al libre desarrollo de la 

personalidad. Así, la restricción al derecho de audiencia y debido proceso, resulta idónea y justamente 

necesaria para garantizar el derecho a la dignidad humana en su vertiente de libre desarrollo de la 

personalidad. 

 

PRIMERA SALA 
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DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. CONSTITUYE UNA FORMA DE EJERCER EL DERECHO 
AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. 

 

En el divorcio sin expresión de causa, es suficiente la solicitud unilateral de la disolución del matrimonio 

para que el juez la decrete aun sin causa para ello, donde incluso no importa la posible oposición del 

diverso consorte, pues la voluntad del individuo de no seguir vinculado con su cónyuge es 

preponderante, la cual no está supeditada a explicación alguna, sino simplemente a su deseo de ya no 

continuar casado, por lo que la sola manifestación de voluntad de no querer continuar con el matrimonio 

es suficiente. Así, dicha manifestación constituye una forma de ejercer el derecho al libre desarrollo de 

la personalidad, pues decidir no continuar casado y cambiar de estado civil, constituye la forma en que 

el individuo desea proyectarse y vivir su vida; es decir, el modo en que decide de manera libre y 

autónoma su proyecto de vida. 

 

PRIMERA SALA 

 

DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. AL ESTABLECERLO EN LA LEY, EL LEGISLADOR DEL 
ESTADO DE COAHUILA ATIENDE A LA OBLIGACIÓN QUE TIENEN TODAS LAS AUTORIDADES 
DEL ESTADO MEXICANO, PREVISTA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 1o. 
CONSTITUCIONAL. 

 

Si bien es cierto que antes de que se estableciera en la legislación familiar del Estado de Coahuila de 

Zaragoza el divorcio sin expresión de causa, ya se contemplaban diversas formas de disolución 

matrimonial (divorcio voluntario o divorcio necesario), también lo es que el legislador de ese Estado, al 

incorporar tal figura en los artículos 362 y 365 del código adjetivo, y 582 del sustantivo, de la entidad, 

atendió a la obligación que tienen todas las autoridades del Estado Mexicano de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos, establecida en el artículo 1o., párrafo tercero, de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, considerando que con la simple manifestación 

de voluntad de uno solo de los cónyuges de no seguir casado, se ejerce el derecho al libre desarrollo 

de la personalidad. 

 

PRIMERA SALA 

 

VÍA ORDINARIA CIVIL. ES LA PROCEDENTE Y NO LA MERCANTIL, CUANDO EL INSTITUTO DEL 
FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES DEMANDA LA RESCISIÓN DE 
UN CONTRATO DE CRÉDITO, GARANTIZADO CON HIPOTECA, YA QUE SUS FINES NO SON 
ESPECULATIVOS, SINO DE INTERÉS SOCIAL. 

 

Todo lo relacionado con el otorgamiento de créditos por el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 

para los Trabajadores, se regula por su ley especial; por lo que si se demanda la rescisión de un contrato 

de crédito para el otorgamiento de vivienda, garantizado con hipoteca, se suscita un litigio entre 

particulares, originando una acción personal de carácter civil, pues dicho instituto contrata como 

particular y, por ello, la vía procedente es la ordinaria civil y no la mercantil, porque sus actos no se rigen 

por los artículos 291 y 301 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, pues el citado instituto 

no tiene el carácter de comerciante, y sus fines no son especulativos, sino de interés social, para el 

establecimiento y operación de un sistema de financiamiento que permita a los trabajadores obtener 

una vivienda digna, a través de un crédito barato y suficiente para ello, de conformidad con los artículos 

2o. y 3o. de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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CONVENIO DE DIVORCIO. SU APROBACIÓN NO PUEDE QUEDAR SUJETA A QUE LAS PARTES 
ACREDITEN LA PROPIEDAD DE LOS BIENES QUE INTEGRAN LA SOCIEDAD CONYUGAL. 

 

De conformidad con los artículos 267 y 287 del Código Civil para el Distrito Federal, cuando las partes 

están de acuerdo con la manera en que se liquidará la sociedad conyugal establecida en el convenio y 

éste reúne los requisitos legales, el Juez lo aprobará, sin que para ello aquéllas deban quedar sujetas 

a acreditar la propiedad o exhibir la escritura de los bienes cedidos, dado que al existir su expresión 

manifiesta de sujetarse a dicho acuerdo, se debe efectuar el pronunciamiento correspondiente y no 

dejarse para la vía incidental. Además, no existe ninguna razón jurídica por la cual el valor económico 

que representa un bien adquirido por una de las partes, cuya titularidad no se refuta por ninguna de 

ellas, deba quedar fuera de la sociedad conyugal, pues resulta claro que el contrato exhibido produce 

derechos en favor de las partes firmantes y si esos derechos son cedidos por el titular, dicha cesión no 

genera ninguna ilegalidad. Luego, las partes están en aptitud de proponer la forma de partir el valor de 

los bienes que conforman la sociedad conyugal, en vista de su propia naturaleza, ya que la liquidación 

no implica la inobservancia de las disposiciones que concurran para ejecutar los compromisos que 

asuman al respecto. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONDOMINIO. NO ES NECESARIO QUE EL ADMINISTRADOR CONVOQUE A LA ASAMBLEA 
CADA VEZ QUE SE TENGA QUE INICIAR JUICIO EN CONTRA DEL CONDÓMINO INCUMPLIDO, 
CUANDO ESA FACULTAD LE FUE CONFERIDA EN SU REGLAMENTO INTERNO. 

 

Son facultades de la asamblea general la aprobación o reforma del reglamento interno del condominio, 

así como nombrar a su administrador y precisar sus obligaciones y facultades, entre las que se 

encuentra la de iniciar los procedimientos administrativos o judiciales que procedan contra el condómino 

que incumpla con sus obligaciones. Así, el administrador tiene facultades para iniciar procedimiento 
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judicial en representación del condominio y en contra de los condóminos, cuando en el reglamento 

interno se le faculte de forma general y abstracta para ello; por lo cual no requiere de una asamblea 

especial que le otorgue la facultad para demandar a uno de los condóminos en específico porque, 

además de impráctico, envolvería el desconocimiento de un acuerdo de la propia asamblea, que es 

quien aprueba y modifica el reglamento interno y, por tanto, obligatorio para todos los ocupantes del 

edificio en condominio, en términos de los artículos 32, fracción IV y 33, fracción I, de la Ley de 

Propiedad en Condominio de Inmuebles para el Distrito Federal. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO). 

 

Del precepto citado deriva que la suplencia de la queja deficiente operará en las materias civil y 

administrativa cuando el tribunal de amparo advierta que ha habido contra el quejoso o recurrente una 

violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa, por afectar sus derechos humanos 

reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 

internacionales de que el Estado Mexicano sea parte. Ahora bien, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al pronunciarse sobre el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo abrogada, de 

redacción similar al 79 de la vigente, estimó que la frase "lo haya dejado sin defensa" no debe 

interpretarse literalmente, sino que debe entenderse en el sentido de que la autoridad responsable 

infringió determinadas normas, de forma que afectó sustancialmente al quejoso en su defensa. 

Asimismo, sostuvo que una "violación manifiesta de la ley" es la que se advierte obvia, que es innegable 

e indiscutible, y cuya existencia no puede derivarse de una serie de razonamientos y planteamientos 

cuestionables. Por otra parte, esta Primera Sala sostuvo que por "violación manifiesta de la ley que deje 

sin defensa", se entiende aquella actuación que haga notoria e indiscutible la vulneración a los derechos 
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del quejoso, ya sea en forma directa, o bien, indirecta, mediante la transgresión a las normas 

procedimentales y sustantivas, y que rigen el acto reclamado; de ahí que dicha interpretación es 

aplicable al artículo 79 de la Ley de Amparo, ya que no se le opone, sino que es concordante. Conforme 

a lo anterior, los tribunales de amparo sólo están obligados a suplir la queja deficiente en las materias 

civil y administrativa cuando adviertan una violación evidente, esto es, clara, innegable, que afecte 

sustancialmente al quejoso en su defensa. 

 

PRIMERA SALA 

 

RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONAR ALIMENTOS NACE 
A PARTIR DEL VÍNCULO PATERNO-MATERNO-FILIAL. 

 

La obligación de los progenitores de prestar alimentos a sus hijos queda integrada en la relación de 

patria potestad, pero la fuente no es la patria potestad sino la paternidad y/o maternidad en los casos 

de los alimentos que derivan del reconocimiento de paternidad, de tal manera que esa situación 

comienza para el menor desde el instante que marca el inicio de su vida, es decir, el origen es el vínculo 

paterno-materno-filial. Así pues, tomando en cuenta que los alimentos tienen su fundamento en razón 

de la generación, la única condición para la existencia de la deuda alimenticia -en los casos de los 

alimentos que derivan del reconocimiento de paternidad- reside en que exista el lazo o vínculo entre 

padres e hijos derivado de la procreación. Por tanto, en dichos supuestos, la existencia del nexo 

biológico es el fundamento del derecho alimentario y no el reclamo judicial. Sentado lo anterior, queda 

de manifiesto que la sentencia que admite el estado de hijo es declarativa de estado: sólo reconoce una 

situación jurídica anteriormente existente y, por lo tanto, su efecto propio es la retroactividad al momento 

en que quedó constituida la relación o situación jurídica a la cual se refiere; es decir, la adjudicación de 

la paternidad es un requisito previo para el cumplimiento del deber alimentario, pero no crea la 

obligación. 
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PRIMERA SALA 

 

PRUEBA TESTIMONIAL. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 1.334 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE MÉXICO, CON EL DERECHO DE ACCESO A 
LA JUSTICIA. 

 

Conforme a la fracción V, último párrafo del precepto citado, la falta de exhibición del interrogatorio y 

sus copias al momento de ofrecer la prueba testimonial es suficiente para tenerla por no admitida. Ahora 

bien, la probanza indicada requiere de preparación, pues en respeto al principio de equidad procesal, 

quien la ofrece debe presentar con anticipación el interrogatorio para que su contraparte pueda conocer 

su contenido y formular las repreguntas que considere pertinentes. Sin embargo, el principio de equidad 

procesal no sólo se respeta si el interrogatorio y sus copias se presentan al ofrecerse la prueba, pues 

para ello es suficiente que se presente con la oportunidad suficiente para dar vista a la contraparte, y 

que ésta tenga un plazo razonable para prepararla; de manera que resulta excesivo que se deseche en 

automático, por el hecho de no haberse cumplido con un requisito formal, como lo es la exhibición del 

interrogatorio al anunciar la prueba, o incluso, no haber acompañado sus copias en ese momento, ya 

que existen mecanismos menos restrictivos de derechos fundamentales para cumplir con el principio de 

equidad procesal. En ese tenor, una interpretación y aplicación literal del precepto conllevarían a 

declarar su inconstitucionalidad, toda vez que no hay correspondencia entre la importancia del fin 

buscado -el respeto del principio de equidad procesal- y los efectos perjudiciales que produce en el 

oferente de la prueba -tenerle por no admitida la probanza-, ya que en aras del equilibrio procesal entre 

las partes se afecta en forma innecesaria y desmedida su derecho de acceso a la justicia. De ahí que 

tener por no admitida la prueba, no obstante que se ofreció en tiempo y con oportunidad de respetar el 

principio de equidad procesal, se traduce en una vulneración al derecho de acceso a la justicia, salvo 

en el caso de que el juzgador le prevenga concediéndole un plazo breve para subsanar la falta, bajo el 

apercibimiento de tener por no admitida la prueba en caso contrario. En ese tenor, para que el artículo 
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1.334, fracción V y párrafo último, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México sea 

acorde con el derecho de acceso a la justicia, debe interpretarse en el sentido de que el desechamiento 

o no admisión de la prueba testimonial sólo puede tener lugar previa prevención que realice el juzgador, 

para que el oferente pueda subsanar la presentación del interrogatorio o de las copias que hicieron falta. 

 

PRIMERA SALA 

 

PROMOCIONES Y ESCRITOS. BASTA LA FIRMA DEL ABOGADO PATRONO O LA DE LA PARTE 
INTERESADA, EN SU CASO, PARA QUE SE DÉ CURSO A LOS ESCRITOS PRESENTADOS 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 1.94 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES DEL ESTADO DE MÉXICO CON EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA 
JUSTICIA). 

 

La primera parte del artículo citado, en su texto anterior a la reforma publicada en la Gaceta del Gobierno 

del Estado de México el 10 de julio de 2014, señala: "Los Licenciados en Derecho autorizarán con su 

firma toda promoción escrita o verbal de sus clientes. Sin ese requisito, no se les dará curso". Ahora, 

esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte que el precepto indicado es 

susceptible de dos interpretaciones: (1) que la firma requerida para dar curso a los escritos es sólo la 

del abogado patrono; y (2) que se requiere tanto la firma del abogado patrono como la de la parte 

interesada para dar curso a los escritos. La primera interpretación se colige del texto literal, pues los 

abogados patronos no actúan por su propio derecho, ni defienden o deben defender intereses 

personales en los juicios en los que patrocinan a sus clientes; por ende, los escritos que autorizan 

necesariamente son de sus clientes, ya que son la parte interesada en el juicio, sin que de la literalidad 

del precepto se advierta que los escritos deben contener también la firma de los clientes; tan es así, que 

el propio texto se refiere a promociones "verbales" de sus clientes; de ahí que no sea lógico esperar 

que una promoción "verbal" deba estar firmada por el cliente. La segunda interpretación es la que se le 

ha dado al precepto, en el sentido de que requiere forzosamente que en todos los escritos presentados 
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en el juicio consten dos firmas, la de la parte interesada y la del abogado patrono, a quien dicha parte 

autorizó para que le patrocinara el juicio. Ahora bien, la jurisprudencia de este alto tribunal ha admitido, 

en términos generales, dos tipos de representación procesal: a) el contrato de mandato, que 

normalmente requiere de formalidades, como lo es la escritura pública; y, b) lo que se conoce como un 

"autorizado en términos amplios", que tiene lugar cuando la parte interesada, en su primer escrito, 

designa a un abogado no sólo para oír notificaciones, sino para que actúe en su nombre, acuda a las 

audiencias, presente todos aquellos escritos y participe en todas las diligencias y actos judiciales que 

puedan estimarse necesarios para la defensa de sus derechos. Esta forma de representación judicial 

tiene por objeto facilitar a la parte interesada su participación en el juicio, pues pareciera innecesario 

que la parte interesada tenga que estar firmando todos los escritos y participando en todas las 

diligencias, cuando ya autorizó en el juicio a una persona que acreditó contar con el título de licenciado 

en derecho y con la cédula profesional que le permiten ejercer la profesión, para que la represente o 

actúe en su nombre. Sin que pase desapercibido que, de forma excepcional, se requiere de la firma o 

participación personal de la parte interesada para el desahogo de algunas actuaciones o la promoción 

de algunos escritos. Con base en lo anterior, esta Primera Sala estima que el hecho de requerir 

forzosamente la firma de la parte interesada en todos los escritos, además de la del abogado patrono, 

resulta excesivo en tanto implica que no pueda moverse del lugar del juicio en ningún momento porque 

no puede saber con anticipación en qué momento tendrán que presentarse todos los escritos y, por 

tanto, se traduce en una traba u obstáculo innecesario en el derecho de acceso a la justicia, toda vez 

que debe entenderse que la autorización que da la parte interesada para actuar en su nombre 

permanece vigente en tanto no sea modificada, ya que ésta puede, en todo momento, presentar un 

nuevo escrito al tribunal revocando la autorización del abogado patrono que había designado para 

cambiarlo por otro, de manera que es inexacto que forzosamente se requiera la firma de la parte 

interesada en cada escrito para que el tribunal y su contraparte puedan tener la certeza de que es la 

parte interesada quien promueve, pues para ello basta con corroborar que quien lo hace es la persona 

que fue autorizada por ella. Por lo anterior, esta Primera Sala considera que atendiendo al principio de 

interpretación de la ley conforme a la Constitución, y al principio pro persona, el artículo 1.94 del Código 
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de Procedimientos Civiles para el Estado de México debe interpretarse en el sentido de que basta la 

firma del abogado patrono o de la parte interesada, en su caso, para que deba darse curso a los escritos 

presentados. 

 

PRIMERA SALA 

 

PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN EN LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS 
DEL NIÑO. 

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la igualdad jurídica 

debe traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio o privarse de un beneficio desigual 

e injustificado, pues el valor superior que persigue este principio consiste en evitar la existencia de 

normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho produzcan, por su 

aplicación, la ruptura de esa igualdad, al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, o 

bien, propicien efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones dispares, lo que 

se traduce en desigualdad jurídica. Ahora bien, en particular, los menores tienen derecho a la no 

discriminación, lo cual implica que, sin excepción, deben disfrutar de su derecho a la protección eficaz, 

esto es, que ninguno sea víctima de actos discriminatorios por motivos de raza, religión, color de piel, 

idioma, nacionalidad, origen étnico o social, condición económica, discapacidad o de cualquiera otra 

índole. En ese sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño -específicamente en su artículo 2- 

retoma el principio de igualdad y no discriminación, y establece para los Estados la obligación de 

garantizar todos los derechos para las niñas y los niños sin distinción alguna, principio general que, 

junto al del interés superior del menor (artículo 3), deben considerarse para interpretar, aplicar y hacer 

respetar todos los demás derechos de la propia convención. Así, la convención referida reafirma el 

principio general de no discriminación, el cual se proyecta en dos ámbitos: la no discriminación por 

cualidades de los menores y de sus padres, aspectos que implican la obligación de los Estados de evitar 
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prácticas discriminatorias dirigidas hacia niños o niñas y, entre otras, las que pretendan fundamentarse 

en las características de sus padres o tutores. 

 

PRIMERA SALA 

 

NEGLIGENCIA MÉDICA. EL HECHO DE QUE LOS DAÑOS CAUSADOS NO HAYAN CESADO, NO 
IMPLICA QUE EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN CORRESPONDIENTE SEA IMPRESCRIPTIBLE, 
PUES EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN INICIA UNA VEZ QUE 
EL DAÑO SEA CONOCIDO. 

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que no es correcto sostener que 

por el hecho de que los daños causados por negligencia médica "no hayan cesado", siga expedito el 

plazo para demandar el pago de una indemnización por responsabilidad civil, pues ello ocasionaría que, 

en los casos en los que el daño sea permanente, la acción de responsabilidad civil sea imprescriptible; 

además, porque la razón de ser de la prescripción es establecer un plazo límite que sea razonable para 

el ejercicio de las acciones, de forma que la posibilidad de ejercerlas no quede abierta de forma 

indefinida, pues ocasionaría inseguridad jurídica. En ese sentido, al resolver la contradicción de tesis 

319/2010, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 113/2011 (9a.) (1), consideró que el término de la 

prescripción para el ejercicio de la acción debe empezar a correr una vez que el daño sea conocido, 

porque a partir de ese instante, no hay una justificación para dejar de contar el plazo o dejarlo abierto 

indefinidamente. 

 

PRIMERA SALA 

 

NEGLIGENCIA MÉDICA. CONOCIMIENTO DEL DAÑO DE TIPO NEUROLÓGICO. 
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Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 

319/2010, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 113/2011 (9a.) (1), determinó que el término de la 

prescripción para el ejercicio de la acción de responsabilidad por negligencia médica debe empezar a 

correr una vez que el daño sea conocido; sin embargo, debe considerarse que el conocimiento cierto 

del daño no se adquiere, en todos los casos, en un solo momento, pues ello depende del tipo de daño 

ocasionado. Así, la existencia de un "daño neurológico" no puede determinarse en toda su magnitud ni 

en sus implicaciones, al nacer un bebé, o durante sus primeros meses o años de vida, pues los alcances 

del daño se manifiestan a medida que el menor crece y se desarrolla. Esto es, antes de alcanzar la edad 

en la que un menor normalmente empieza a hablar, a caminar y a desarrollar las diferentes etapas 

cognoscitivas y de motricidad, es difícil evaluarlo y determinar con certeza las deficiencias que presenta, 

ya que para ello se requiere, además, de una participación más activa del menor, de una comparación 

entre las diversas habilidades que deberían estar presentes en las distintas etapas de su desarrollo, lo 

cual no es posible evaluar con un grado razonable de certeza a una edad muy temprana. Por ello, si se 

determina la presencia de trastornos neurológicos a una edad muy temprana, vinculando dicha 

condición al sufrimiento fetal de que fue objeto al nacer, ello puede no ser suficiente para considerar 

que los padres tenían un conocimiento cierto de los daños causados, pues los de tipo neurológico 

pueden tener diversos alcances y, para valorar sus consecuencias y secuelas, se requiere de mayores 

elementos obtenidos de la práctica de diversas evaluaciones que no pueden hacerse a una edad muy 

temprana. 

 

PRIMERA SALA 

 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. CONSTITUYE UN PRINCIPIO RECTOR DE TODAS LAS 
ACTUACIONES DE LOS PODERES PÚBLICOS RELACIONADOS CON MENORES. 
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Además de su carácter tuitivo, el principio de interés superior del menor constituye un elemento 

hermenéutico de primer orden para delimitar el contenido y alcance de los derechos humanos de los 

menores y los coloca como sujetos prevalentes de derechos. Se trata entonces de considerar la especial 

situación en que se encuentran ciertos derechos humanos cuando el titular es un menor, atendiendo a 

que el derecho básico de los menores de edad es el de ser atendidos con pleno respeto a sus derechos 

fundamentales. Desde esta óptica, los menores son destinatarios de un trato preferente, por su carácter 

jurídico de sujeto de especial protección, lo que implica que son titulares de un conjunto de derechos 

que deben valorarse de acuerdo con sus circunstancias específicas. De ahí que el interés superior del 

menor constituye un principio rector de todas las actuaciones de los poderes públicos relacionados con 

menores. 

 

PRIMERA SALA 

 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR COMO ELEMENTO DE INTERPRETACIÓN EN EL ÁMBITO 
JURISDICCIONAL. 

 

El interés superior del menor tiene un contenido de naturaleza real y relacional, que demanda una 

verificación y especial atención de los elementos concretos y específicos que identifican a los menores, 

por lo que el escrutinio que debe realizarse en controversias que afecten dicho interés, de forma directa 

o indirecta, es más estricto que el de otros casos de protección a derechos fundamentales. 

Particularmente, en el ámbito jurisdiccional el interés superior del menor es tanto un principio orientador 

como una clave heurística de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que 

deba aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar sus intereses. Así, el interés superior 

del menor ordena la realización de una interpretación sistemática que considere los deberes de 

protección de los menores y los derechos especiales de éstos previstos en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales y en las leyes de protección de la niñez; 
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de este modo, el principio del interés superior del menor se consagra como criterio orientador 

fundamental de la actuación judicial; de ahí que conlleva ineludiblemente a que el juzgador tome en 

cuenta, al emitir sus resoluciones, algunos aspectos que le permitan determinar con precisión el ámbito 

de protección requerida, tales como la opinión del menor, sus necesidades físicas, afectivas y 

educativas; el efecto sobre él de un cambio; su edad, sexo y personalidad; los males que ha padecido 

o en que puede incurrir, y la posibilidad de que cada uno de sus padres responda a sus posibilidades. 

En suma, el principio del interés superior del menor debe informar todos los ámbitos de la actividad 

estatal que estén relacionados directa o indirectamente con los menores, lo que necesariamente implica 

que la protección de los derechos del niño se realice a través de medidas reforzadas o agravadas, ya 

que los intereses de los niños deben protegerse siempre con una mayor intensidad. 

 

PRIMERA SALA 

 

ALIMENTOS. SU OTORGAMIENTO DEBE REALIZARSE CON BASE EN UNA PERSPECTIVA DE 
GÉNERO. 

 

Esta Suprema Corte ha sostenido que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una 

perspectiva de género, aun cuando las partes no lo soliciten; de tal manera que el juzgador debe verificar 

si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir 

justicia de manera completa e igualitaria. Tomando en cuenta lo anterior, el juzgador debe ponderar la 

especial situación de vulnerabilidad de una madre soltera y el contexto social discriminatorio que 

habitualmente rodea tanto a la mujer como al menor cuyo nacimiento es extramatrimonial. En esos 

términos, no es posible obviar al valorar cada caso que, precisamente, la defección total o parcial del 

padre pone en cabeza de la madre una doble carga: la prestación de servicios para el cuidado personal 

del hijo y la búsqueda de los recursos económicos para su manutención; de manera que al recaer sobre 

la mujer ambas exigencias se produce un deterioro en el bienestar personal de la madre y se lesiona 
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su derecho a la igualdad de oportunidades y al libre desarrollo de su persona, obstaculizando sus planes 

de vida. Además, el menor solamente obtuvo una satisfacción parcializada de lo que le hubiera 

correspondido y aún le corresponde, pues no puede admitirse que la madre haya aportado por ambos 

y, desde luego, no puede cargarse sobre la madre unilateralmente el deber de manutención, pues el 

cuidado conjunto no sólo significa incremento de la calidad de posibilidades de los hijos, sino la igualdad 

de oportunidades entre los padres, de modo que el incumplimiento del padre respecto de su obligación, 

reduce el caudal alimentario del hijo, perjudicando sus posibilidades de desarrollo y crianza. A través de 

la conducta del padre renuente queda patentizado un menoscabo en aspectos sustantivos y en el 

proyecto de vida del menor, no pudiendo exigirse que la madre, además del esfuerzo individual que 

importa la crianza de un hijo, asuma como propio un deber inexcusable y personalísimo del padre. Al 

mismo tiempo, en la mayoría de los casos se priva a los menores del cuidado personal a cargo de la 

madre, quien ante esta omisión paterna se halla conminada a redoblar esfuerzos a través del despliegue 

de diversas estrategias de supervivencia para obtener los recursos mínimos que todo menor necesita. 

 

PRIMERA SALA 

 

ALIMENTOS. LA PENSIÓN ALIMENTICIA DERIVADA DE UNA SENTENCIA DE RECONOCIMIENTO 
DE PATERNIDAD DEBE SER RETROACTIVA AL MOMENTO DEL NACIMIENTO DEL MENOR. 

 

Bajo la premisa del interés superior del menor y del principio de igualdad y no discriminación, el derecho 

de alimentos, como derecho humano del menor contenido en los artículos 4o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño, no admite 

distingos en cuanto al origen de la filiación de los menores. Es por eso que la deuda alimenticia es 

debida a un menor desde su nacimiento, con independencia del origen de su filiación, esto es, el derecho 

a los alimentos de los hijos nacidos fuera de matrimonio es el mismo que el de los nacidos dentro de él, 

pues es del hecho de la paternidad o la maternidad, y no del matrimonio, de donde deriva la obligación 
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alimentaria de los progenitores. Desde esta perspectiva, el reconocimiento de paternidad es declarativo, 

no atributivo, esto es, no crea la obligación alimentaria, sino que la hace ostensible. Ahora bien, si no 

se admitiera que los alimentos le son debidos al hijo nacido fuera de matrimonio desde el instante de 

su nacimiento, se atentaría contra el principio del interés superior del menor en relación con el principio 

de igualdad y no discriminación; de ahí que debe reconocerse una presunción iuris tantum a favor de 

que el derecho de alimentos debe retrotraerse al comienzo de la obligación. Así, esta Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la pensión alimenticia derivada de una sentencia 

de reconocimiento de paternidad debe retrotraerse al instante en que nació la obligación misma, esto 

es, al en que se generó el vínculo y que es precisamente el nacimiento del menor, porque la sentencia 

únicamente declara un hecho que tuvo su origen con el nacimiento del menor y, por tanto, esta premisa 

debe tenerla en cuenta el juzgador al determinar el momento a partir del cual se deben los alimentos 

derivado del reconocimiento judicial de la paternidad. 

 

PRIMERA SALA 

 

ALIMENTOS. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SONORA. 

 

Si bien es cierto que el precepto citado determina que en las acciones de condena los efectos de las 

sentencias se retrotraen al día de la demanda, también lo es que su propia fracción II establece una 

salvedad, al señalar que ello será así, salvo rectificaciones impuestas por situaciones particulares; esto 

es, no siempre ni en todo momento los efectos de las sentencias en las que se condena al pago de algo 

se retrotraen indefectiblemente al momento de la demanda, sino que dicha regla admite excepciones 

impuestas por determinadas condiciones que deben interpretarse a la luz de los principios 

constitucionales. Así, una materialización de esta interpretación sería en el caso de los alimentos, ya 

que dicho derecho nace en razón del vínculo paterno-materno-filial, esto es, la deuda alimenticia no se 
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genera con la presentación de la demanda de reconocimiento de paternidad; retrotraer los alimentos al 

momento del nacimiento del menor es la única interpretación compatible con su interés superior y el 

principio de igualdad y no discriminación y, en definitiva, con la naturaleza del derecho alimentario de 

los menores establecido en el texto constitucional y en la Convención sobre los Derechos del Niño, 

actualizando plenamente la salvedad consagrada en el precepto citado. 

 

PRIMERA SALA 

Época: Décima Época  

Registro: 2008541  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 27 de febrero de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. XC/2015 (10a.)  

 

ALIMENTOS. ELEMENTOS QUE EL JUZGADOR DEBE CONSIDERAR PARA CALCULAR EL 

QUÁNTUM DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA CUANDO LA OBLIGACIÓN DEBA RETROTRAERSE AL 

MOMENTO DEL NACIMIENTO DEL MENOR. 

 

En los casos en que se ventile el pago de alimentos derivado del reconocimiento de paternidad, el 

juzgador debe valorar y ponderar ciertos elementos a la luz del interés superior del menor y del principio 

de igualdad y no discriminación para verificar su pertinencia y, en caso de que se advierta su 
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actualización, debe considerarlos al dictar su resolución para modular el monto retroactivo de la pensión 

alimenticia, de tal forma que sea razonable y no llegue a ser abusivo, tales como: i) si existió o no 

conocimiento previo de su obligación; y, ii) la buena o mala fe del deudor alimentario. Por lo que se 

refiere al conocimiento previo, el juzgador debe ponderar si el deudor alimentario tuvo o no conocimiento 

del embarazo o del nacimiento del menor, ya que el conocimiento del hecho generador es una condición 

esencial al ponderar el quántum, en tanto que si el padre no tuvo conocimiento de la existencia del 

menor, y ese desconocimiento no es atribuible a él, no podrá asumirse que quiso incumplir con las 

obligaciones alimentarias, sino que, al desconocer su existencia, no podía cumplir con una obligación 

que ignoraba. Dicho de otro modo, el juez debe tomar en cuenta si el embarazo y/o nacimiento del 

menor no le fueron ocultados, restringiéndose con ello los derechos tanto del menor como del padre y 

así, una vez delimitado si existió o no conocimiento previo, el juzgador debe considerar la actuación del 

deudor alimentario en el transcurso del proceso para determinar la filiación y los alimentos, y si ha 

actuado con buena o mala fe durante la tramitación del proceso; si siempre se ha mostrado coadyuvante 

y con afán de esclarecer la situación o si, por el contrario, se ha desempeñado negligentemente o se ha 

valido de artimañas con el objeto de obstaculizar el conocimiento de la verdad. Como se advierte, la 

mala fe alude a la actuación del deudor alimentario, es decir, a la valoración que se realice del hecho 

de que por causas imputables a él no puede definirse la paternidad; o bien, si por el contrario, existe 

buena fe de su parte y, por ejemplo, se presta a colaborar en el proceso con la finalidad de esclarecer 

la paternidad del menor. En este sentido, el juez debe tomar en cuenta que no le basta al demandado 

con adoptar una actitud de simple negación, sino que hay un deber de colaborar dentro del proceso en 

atención a su posición privilegiada o destacada en relación con el material probatorio, pues se encuentra 

en mejor condición para revelar la verdad y su deber de colaboración se acentúa al punto de atribuirle 

una carga probatoria que en principio no tenía o, mejor dicho, se le atribuyen las consecuencias de la 

omisión probatoria. Así, no puede aceptarse que el padre resulte beneficiado como consecuencia de 

mantener una conducta disfuncional y opuesta a derecho. De ahí que sea en el padre en quien recae la 

carga de probar la existencia de razones justificadas por las que deba relevarse de la obligación de 

contribuir al sostenimiento del menor a partir de la fecha de nacimiento del niño o la niña; es decir, 
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corresponde al padre la prueba de que tuvo como causa un motivo objetivo y razonable, ajeno a toda 

discriminación y, por tanto, esos motivos deben considerarse al determinar el quántum de la obligación 

alimentaria. 

 

PRIMERA SALA 
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Laboral  

Jurisprudencias 

 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL AMPARO. OPERA EN FAVOR DE JUBILADOS Y 
PENSIONADOS, CONFORME AL MARCO DE DERECHOS HUMANOS PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y AL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VII, DE LA LEY 
DE LA MATERIA, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. 

 

El artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos exige que 

las normas relativas a derechos humanos se interpreten de conformidad con la propia Norma 

Fundamental y con los tratados internacionales de los que México es parte, de forma que se favorezca 

ampliamente a las personas. En ese sentido, el legislador reformó el juicio de amparo con la intención 

de convertirlo en un mecanismo más eficaz para evitar o corregir los abusos del poder público que 
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lesionan o vulneran los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Federal, para beneficiar 

notoriamente a determinados sectores de la población que pudieran estar en situación de desventaja o 

vulnerabilidad social. De ahí que el artículo 79, fracción VII, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 

de abril de 2013, que autoriza la suplencia de la queja deficiente en favor de quienes por sus condiciones 

de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para su defensa en el juicio, opere 

respecto de jubilados y pensionados, derivado de la evidente desventaja económica y física que tienen 

para defenderse, por lo que no es dable otorgarles condiciones de igualdad dentro de un procedimiento 

judicial, pues sería injusto darles el mismo trato que a quienes poseen recursos económicos suficientes 

para defenderse por sí mismos, ya que por la carencia de éstos o la imposibilidad física para trasladarse 

no pueden autodefenderse o pagar una defensa adecuada, tomando en consideración que las 

cantidades que reciben por concepto de jubilación o pensión, en muchas ocasiones no corresponden al 

salario que percibían cuando laboraban. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

ACCIÓN EN MATERIA LABORAL. REQUISITOS QUE LA JUNTA DEBE CUMPLIR PARA EL 
ANÁLISIS DE SU PROCEDENCIA AL DICTAR EL LAUDO. 

 

De los artículos 841 y 842 de la Ley Federal del Trabajo, vigente al 30 de noviembre de 2012, se colige 

que las Juntas de Conciliación y Arbitraje tienen la obligación de examinar la acción deducida en la 

demanda. Lo anterior, con independencia de que ésta se hubiera tenido por contestada en sentido 

afirmativo, o bien, se tuvieran por admitidos los hechos de ésta sobre los que no se suscitó controversia, 

así como de las excepciones opuestas por la contraparte. En ese tenor, para cumplir con dicho examen, 

tratándose de prestaciones legales, las Juntas deben: 1. Analizar el contenido de las normas jurídicas 

que regulan las prestaciones; 2. Con base en lo anterior, determinar los presupuestos legales para 
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obtenerlas; y, 3. Dilucidar si esos presupuestos se encuentran satisfechos, para lo cual tomarán en 

consideración si: i) el actor en su demanda expuso los hechos necesarios y suficientes para respaldar 

los presupuestos de la acción; ii) los hechos resultan congruentes, verosímiles y acordes con la lógica 

o la razón, derivada de la sana crítica y la experiencia; y, iii) solamente se dio la presunción de hechos 

salvo prueba en contrario, verificar si no están desvirtuados. Asimismo, tratándose de prestaciones 

extralegales, como presupuesto de lo señalado, deben estar demostrados la existencia y el contenido 

de la norma que regula el beneficio invocado, pues solamente así el juzgador puede realizar los pasos 

indicados. Por tanto, la omisión o insuficiencia del anterior análisis por la autoridad, implica el dictado 

de un laudo violatorio de los derechos de legalidad y seguridad jurídica, por infracción a los principios 

de congruencia y de fundamentación y motivación, que amerita conceder el amparo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

DERECHO. TIENE ESE CARÁCTER LA CONTRAPRESTACIÓN IMPUESTA EN EL ARTÍCULO 74 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE DESARROLLO URBANO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LA MANIFESTACIÓN DE TERMINACIÓN DE OBRA Y AUTORIZACIÓN DE 
OCUPACIÓN DE USO. 

 

En el artículo 9o. del Código Fiscal del Distrito Federal, se define a los derechos como las 

contraprestaciones por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Distrito Federal, 

con excepción de las concesiones o los permisos, así como por recibir los servicios que presta la entidad 

en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u 

órganos desconcentrados, cuando, en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se 

encuentren previstas como tales en dicho ordenamiento; por su parte, el artículo 74 del Reglamento de 

la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, establece que quien construya un conjunto habitacional, 

de oficinas y comercio o de cualquier otro uso en una superficie de terreno mayor a cinco mil metros 

cuadrados en suelo urbano, debe transmitir, a título gratuito el dominio del diez por ciento del área total 
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del predio, para incorporarlo al patrimonio del Distrito Federal, quedando condicionado el otorgamiento 

de la manifestación de terminación de la obra y autorización de ocupación de uso a la formalización de 

la transmisión del área donada. Así, la contraprestación prevista en el referido artículo 74, se configura 

para el particular como una modalidad a la propiedad, en relación con la superficie total del terreno en 

que pretende construir, pero también como un ingreso fiscal para el Distrito Federal, que tiene la 

naturaleza de un derecho, al tener su origen en la recepción de un servicio público prestado en forma 

individualizada, concreta y determinada a favor de una persona, imponiéndole la carga de donar una 

parte del total del terreno en el que pretende construir, como contraprestación para obtener la 

manifestación de terminación de obra y autorización de ocupación de uso. 

 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO AUXILIAR, EN 
APOYO DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, Y UN TRIBUNAL COLEGIADO DEL MISMO 
CIRCUITO. ES COMPETENTE PARA CONOCER DE AQUÉLLA EL PLENO DE ESE CIRCUITO Y, SI 
NO EXISTE, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

 

Los Tribunales Colegiados de Circuito Auxiliares tienen jurisdicción en todo el territorio de la República 

Mexicana y, sin modificar su sede territorial, brindan apoyo a los Tribunales Colegiados de Circuito 

durante un determinado periodo, concluido el cual pueden auxiliar a otros, por lo que su competencia 

se modifica en razón del órgano jurisdiccional al que auxilie, así como de los expedientes y el lapso en 

el que brinden su apoyo. Ahora, aun cuando los Tribunales Auxiliares apoyan a órganos de distintos 

circuitos y cuentan con una competencia restringida, limitada al dictado de la sentencia, al prestar su 

ayuda a determinado Tribunal Colegiado de Circuito asumen la jurisdicción de éste, lo que implica que 
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el Auxiliar tenga que interpretar la normatividad estatal aplicable en dicho circuito. En ese sentido, ya 

que el Constituyente, el legislador ordinario y el Consejo de la Judicatura Federal establecieron una 

regla de competencia para decidir las contradicciones de tesis en las que participen Tribunales 

Colegiados de Circuito Auxiliares, se considera que éstos pertenecen al Circuito del Tribunal Colegiado 

auxiliado; por tanto, si los Tribunales Colegiados contendientes corresponden a un mismo circuito y a 

una misma especialidad, el competente para conocer de las contradicciones de tesis que sustenten será 

el Pleno de Circuito de los Tribunales correspondientes, en el entendido de que si en el circuito de que 

se trate no existe integrado Pleno, en términos del Acuerdo General 14/2013 del Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal, abrogado por el diverso Acuerdo General 11/2014 del propio órgano, quien debe 

conocer de la contradicción es esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues debe asumir la 

competencia para conocer de las contradicciones de tesis en que se actualice el supuesto de referencia, 

a fin de resolver la cuestión planteada, porque así se otorga certeza jurídica para resolver los asuntos 

competencia de los Tribunales Colegiados únicos en un circuito que fueron apoyados en el dictado de 

resoluciones por un Tribunal Colegiado Auxiliar que asumió su jurisdicción. 

 

SEGUNDA SALA 

 

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ALCANCE DEL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL RESPECTO AL MONTO DEL SALARIO DE COTIZACIÓN. 

 

El derecho a la seguridad social de los trabajadores al servicio del Estado, reconocido en el artículo 123, 

apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, también 

se encuentra previsto en los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 

XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 43 del Protocolo de Reformas 

a la Carta de la Organización de los Estados Americanos (Protocolo de Buenos Aires); 9 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales; y 9 del Protocolo Adicional a la 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. Ahora bien, en ellos, al igual que en la norma constitucional, no se precisan los presupuestos 

de acceso al derecho a la seguridad social, en relación con la obtención de una pensión jubilatoria, ni la 

forma de calcular su monto, por lo que es incuestionable que se deja al legislador ordinario la regulación 

de tales aspectos, para que establezca planes sostenibles que permitan lograr que todos tengan acceso 

a las prestaciones de seguridad social en un nivel suficiente, pudiendo establecer reglas para la 

cuantificación mínima y máxima del salario de cotización. No obstante lo anterior, las referidas normas 

reconocen que, cuando un trabajador cotiza a un plan de seguridad social que ofrece prestaciones para 

suplir la falta de ingresos, debe haber relación entre sus ingresos, las cotizaciones abonadas y la cuantía 

de la prestación pertinente. 

 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

ISSSTE. LOS ARTÍCULOS TERCERO Y CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMA LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 31 DE DICIEMBRE DE 1984, NO 
VULNERAN EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. 

 

Los citados transitorios únicamente hicieron extensivo el concepto jurídico de sueldo previsto en el 

artículo 32 de la citada ley burocrática, al ámbito de aplicación de la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007. Así, por 

disposición del artículo tercero transitorio, el monto para el cálculo de la pensión jubilatoria debe 

efectuarse con apoyo en el sueldo tabular adoptado en esa reforma legislativa, y necesariamente resulta 

igual al monto que hubiera correspondido al aplicarse los conceptos de sueldo presupuestal, 
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sobresueldo y compensación previstos en al artículo 15 de este último ordenamiento, por la simple razón 

de que son equivalentes. En ese sentido, tales preceptos transitorios no restringieron la protección al 

derecho a la seguridad social otorgada en la legislación anterior, y por ende no vulneran el principio de 

progresividad en la tutela de los derechos humanos. 

 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

ISSSTE. LOS ARTÍCULOS TERCERO Y CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMA LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 31 DE DICIEMBRE DE 1984, NO 
VULNERAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. 

 

El derecho humano citado a favor de los trabajadores al servicio del Estado está reconocido en el 

artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 

XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 43 del Protocolo de Reformas 

a la Carta de la Organización de los Estados Americanos (Protocolo de Buenos Aires); 9 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales; y 9 del Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. Sin embargo en ellos, al igual que en la norma constitucional, no se precisan los 

presupuestos de acceso al derecho de la seguridad social en relación con la obtención de una pensión 

jubilatoria, ni la forma de calcular su monto, por lo que es incuestionable que se deja al legislador 

ordinario la regulación de tales aspectos, para que establezca planes sostenibles que permitan lograr 

que todos tengan acceso a las prestaciones de seguridad social en un nivel suficiente. Entendido así, 
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una de las manifestaciones del derecho humano a la seguridad social es el establecimiento de 

mecanismos suficientes y necesarios para procurar a las personas una pensión jubilatoria, que cubra la 

contingencia de la inactividad laboral con motivo de los años de servicios, entonces resulta claro que 

los artículos tercero y cuarto transitorios del Decreto por el que se reforma la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre 

de 1984, no contravienen el derecho a la seguridad social previsto en el precepto constitucional indicado 

y en los instrumentos internacionales aludidos; además, porque el monto para el cálculo de la pensión 

jubilatoria, con apoyo en el sueldo tabular a que se refiere el artículo 32 de la ley burocrática 

mencionada, extensivo al ámbito de aplicación de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, por disposición del artículo tercero 

transitorio resulta igual al monto que hubiera correspondido al aplicarse los conceptos de sueldo 

presupuestal, sobresueldo y compensación previstos en el artículo 15 de este último ordenamiento, por 

la simple razón de que son equivalentes. 

 

SEGUNDA SALA 

 

LAUDOS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. CARECEN DE VALIDEZ SI 
SON FIRMADOS POR EL JEFE DE LA UNIDAD TÉCNICA CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 
24 DE SU REGLAMENTO INTERIOR, AL NO TENER DICHO FUNCIONARIO FE PÚBLICA NI HABER 
SIDO DESIGNADO PARA SUPLIR LA AUSENCIA DEL SECRETARIO GENERAL AUXILIAR DE LA 
SALA RESPECTIVA. 

 

El Reglamento Interior del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje tiene por objeto normar su 

organización y funcionamiento; determinar las facultades y atribuciones de sus servidores públicos, así 

como la forma en que pueden ser suplidos en su ausencia. En este sentido, el artículo 24 del citado 

ordenamiento establece que las faltas temporales de los presidentes de las Salas serán cubiertas por 

el secretario general auxiliar y en su ausencia por el jefe de la Unidad Técnica, sin que prevea que este 
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último también supla la ausencia del secretario, y que con su firma autoriza el laudo emitido por la Sala, 

en ejercicio de la fe pública de la que está investido, ya que esa facultad es conferida por la ley. 

Consecuentemente, el hecho de que el jefe de la Unidad Técnica firme el laudo, en ausencia del 

secretario, con fundamento en la citada norma reglamentaria, constituye una violación formal que 

produce su invalidez, porque este funcionario no fue designado para suplir la ausencia del secretario 

general auxiliar y tampoco está dotado de fe pública. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PENSIONES. LA EXCLUSIÓN DE ALGUNAS PRESTACIONES QUE ORDINARIAMENTE PERCIBE 
EL TRABAJADOR EN ACTIVO EN EL SALARIO BASE DE COTIZACIÓN, NO VULNERA POR SÍ 
SOLA EL DERECHO A UNA VIDA DIGNA, A LA SALUD Y A LA ALIMENTACIÓN. 

 

Las normas constitucionales y convencionales que reconocen y protegen el derecho a la seguridad 

social no exigen que la pensión sustituya de manera íntegra y equivalente el ingreso de los trabajadores 

en activo, sino que fijan las bases mínimas para la integración de planes de seguridad social sostenibles 

que permiten prevenir y compensarles por la pérdida o disminución de su capacidad de ganancia, por 

lo que no es exigible que la sustitución del ingreso en esos casos sea plena. Por esa misma razón, las 

disposiciones legales que son acordes al derecho a la seguridad social, de las que deriva la exclusión 

de algunas prestaciones en particular que percibía el trabajador en activo en el salario base para calcular 

la cuota pensionaria no implican, por sí solas, el incumplimiento de la obligación del Estado de garantizar 

un nivel de vida adecuado, correlativo a los derechos humanos a una vida digna, a la salud y a la 

alimentación, reconocidos en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y en los instrumentos internacionales, entre otros, en los artículos 11, numeral 1 y 12, numeral 1, del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como 10, numeral 1 y 12, 

numeral 1, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
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SEGUNDA SALA 

 

PENSIONES. EL HECHO DE QUE EL LEGISLADOR NO INCLUYA TODOS LOS INGRESOS QUE 
ORDINARIAMENTE PERCIBE EL TRABAJADOR EN ACTIVO EN EL SALARIO BASE DE 
COTIZACIÓN, NO CONTRAVIENE EL CONVENIO NÚMERO 102 DE LA ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL TRABAJO. 

 

El citado tratado internacional establece parámetros mínimos para determinar los montos de los pagos 

periódicos de las prestaciones a las que resulte aplicable; sin embargo, el hecho de que, en el diseño 

de los planes de seguridad social, el legislador nacional no incluya todos los ingresos que 

ordinariamente recibía el trabajador en activo, no contraviene tal instrumento internacional -al igual que 

otras normas convencionales en los que se reconoce el derecho a la seguridad social-, máxime si 

respecto a esos ingresos no se efectuaron cotizaciones. 

 

SEGUNDA SALA 

 

ISSSTE. EL ARTÍCULO 15 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, 
NO VIOLA LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO B, FRACCIONES IV Y VI, Y 127, FRACCIÓN I, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

Las normas constitucionales citadas prevén los principios de remuneración, de asignación 

presupuestaria y de no disminución, que en todo momento se deben respetar en favor de los servidores 

públicos que presten un empleo, cargo o comisión; principios que están dirigidos a los servidores 

públicos en activo, al garantizar el derecho a recibir una remuneración proporcional a las 
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responsabilidades que desempeñen, fijada en el presupuesto, y que no podrá ser disminuida. Conforme 

a lo anterior, el artículo 15 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado, vigente hasta el 31 de marzo de 2007, al establecer que el sueldo básico que se tomará en 

cuenta para los efectos de la ley es el sueldo del tabulador regional que para cada puesto se haya 

señalado (acorde con la reforma al artículo 32 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1984); que las cotizaciones 

correspondientes serán hasta por una cantidad que no rebase 10 veces el salario mínimo general; y 

que el sueldo básico, hasta por la suma cotizable, se tomará en cuenta para determinar el monto de los 

seguros, subsidios, pensiones y préstamos que la ley otorgue; no viola los numerales 123, apartado B, 

fracciones IV y VI, y 127, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

contienen los indicados principios, porque éstos se encuentran dirigidos a los servidores públicos en 

activo, calidad que no tienen los que han sido dados de baja para obtener una pensión jubilatoria. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

 

REINSTALACIÓN. NO PROCEDE RESPECTO A SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE 
JALISCO Y SUS MUNICIPIOS, CUYO NOMBRAMIENTO TEMPORAL TERMINÓ, AUNQUE 
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DEMUESTREN HABER PRESTADO SERVICIOS CON POSTERIORIDAD A LA FECHA DE 
CONCLUSIÓN DEL ENCARGO. 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 16, fracción IV, de la Ley para los Servidores Públicos 

del Estado de Jalisco y sus Municipios, en relación con su artículo 3o., las entidades públicas tienen 

facultades para extender nombramientos por tiempo determinado; de modo que si un empleado labora 

algunos días con posterioridad a la conclusión de su nombramiento temporal, tal circunstancia, por sí 

sola, no hace procedente la reinstalación, pues la prerrogativa de la inamovilidad respecto a empleados 

de base, corresponde únicamente a los servidores públicos a quienes se les otorga un nombramiento 

en una plaza de nueva creación o en una vacante definitiva, siempre y cuando hayan laborado por más 

de seis meses sin nota desfavorable en su expediente, así como a aquellos servidores públicos 

supernumerarios que satisfagan algún supuesto de los previstos por el artículo 6 del propio 

ordenamiento; de donde la absolución decretada en el juicio respecto a la reinstalación, cuando no se 

reúnan los requisitos citados, no transgrede derechos fundamentales. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SI EL TRABAJADOR AFIRMA QUE CONTABA CON UNA HORA 
PARA DESCANSAR DENTRO DE LA FUENTE DE TRABAJO, EN UNA JORNADA CONTINUA, Y 
EL PATRÓN NIEGA ESE HECHO OFRECIENDO LA REINSTALACIÓN CON TAN SÓLO LA MEDIA 
HORA DE DESCANSO QUE COMO MÍNIMO ESTABLECE EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO, SIN PROBAR SU DICHO EN CUANTO A LA DURACIÓN DEL PERIODO DE 
DESCANSO, AQUÉL DEBE CONSIDERARSE DE MALA FE. 

 

Si en una contienda laboral se suscita controversia en cuanto al tiempo de descanso con el que contaba 

el trabajador dentro de la jornada continua, reduciendo el patrón el señalado por el actor y ajustándolo 

a la media hora que como mínimo establece el artículo 63 de la Ley Federal del Trabajo, al patrón le 

corresponde probar su dicho en cuanto a la duración del referido periodo de descanso, en términos del 
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artículo 784, fracción VIII, de la invocada legislación, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012 y, si no 

lo hace, el ofrecimiento de trabajo propuesto debe considerarse de mala fe, por constituir una 

modificación a la jornada de trabajo que causa perjuicio al trabajador, ya que al reducir el tiempo de 

descanso, automáticamente se incrementa el tiempo durante el cual éste desempeña sus labores. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO. 

 

 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL PARA EL CONSUMO DE LOS TRABAJADORES. SU 
ORGANIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y OPERACIÓN ADMINISTRATIVA ESTÁN BAJO LA 
SUPERVISIÓN Y REGULACIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. 

 

De conformidad con los artículos 1, 2, 5 y 32 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo 

de los Trabajadores, éste es un organismo público descentralizado de interés social, con personalidad 

jurídica y patrimonio propio, integrante del sistema financiero mexicano, cuyo objeto es promover el 

ahorro de los trabajadores, así como otorgarles financiamiento y garantizar su acceso a créditos para la 

adquisición de bienes y pago de servicios. Por su parte, los preceptos 2 y 3, fracciones I y IV, de la Ley 

de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecen la facultad de ésta para supervisar y regular, 

en el ámbito de su competencia, a las entidades integrantes del sistema financiero, a fin de procurar su 

estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado desarrollo 

de dicho sistema en su conjunto, en protección de los intereses del público. Por tanto, la organización, 

funcionamiento y operación administrativa del instituto mencionado están bajo la supervisión y 

regulación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL PARA EL CONSUMO DE LOS TRABAJADORES. LA 
PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR CARECE DE COMPETENCIA PARA 
SUPERVISAR Y, EN SU CASO, SANCIONAR LAS CONTROVERSIAS QUE SURJAN ENTRE DICHO 
ORGANISMO Y LOS USUARIOS DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS QUE PRESTA. 

 

El Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores es un organismo público 

descentralizado de interés social, integrante del sistema financiero mexicano, cuya organización, 

funcionamiento y operación administrativa están bajo la supervisión y regulación de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores, lo que implica que está fuera del imperio o control de la Procuraduría 

Federal del Consumidor, ya que el artículo 5, párrafo segundo, de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor, establece la exclusión de las disposiciones de dicha ley de los servicios regulados por las 

leyes financieras que presten las instituciones y organizaciones cuya supervisión o vigilancia esté a 

cargo de las Comisiones Nacionales Bancaria y de Valores; de Seguros y Fianzas; del Sistema de 

Ahorro para el Retiro o de cualquier órgano de regulación, de supervisión o de protección y defensa 

dependiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Por tanto, la Procuraduría Federal del 

Consumidor carece de competencia para supervisar y, en su caso, sancionar las controversias que 

surjan entre dicho organismo y los usuarios de los servicios financieros que presta. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE IMPONE UNA 
MULTA A QUIEN LO PROMUEVE, POR HABERSE DECLARADO IMPROCEDENTE, PROCEDE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). 

 

Si bien es cierto que en la jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, 

Tomo 1, junio de 2014, página 39, con número de registro digital 2006589, de título y subtítulo: 

"PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA 
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DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, 

RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A 

PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció 

que de conformidad con el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril 

de 2013, el juicio de amparo indirecto es improcedente contra la resolución que desecha la excepción 

de falta de personalidad sin ulterior recurso; también lo es que cuando en la misma interlocutoria, 

simultáneamente se impone una multa a quien lo promueve por haberse considerado improcedente el 

incidente de falta de personalidad, procede el juicio de amparo indirecto, toda vez que se trata de un 

acto que causa un perjuicio de imposible reparación, pues afecta el derecho sustantivo relativo al 

patrimonio, que no podrá ser subsanado en el amparo directo que se promueva contra el laudo o 

sentencia definitiva. Lo anterior es así, pues el acto no puede analizarse parcialmente, porque se 

dividiría la continencia de la causa; de ahí que debe atenderse a la multa impuesta como consecuencia 

de la improcedencia del aspecto de la personalidad. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

 

AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ESTADO DE 
CHIAPAS. AUN CUANDO HAYA SIDO DESAHOGADA INDEBIDAMENTE, SI AL ESTUDIAR EL 
FONDO DEL ASUNTO SE OBTIENE RESOLUCIÓN FAVORABLE EN CUANTO A LA ACCIÓN 
PRINCIPAL Y ACCESORIAS (AUNQUE ALGUNA DE ÉSTAS SE DESESTIME POR NO SER 
VIOLATORIA DE DERECHOS), ES IMPROCEDENTE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, A 
EFECTO DE SUBSANAR ESE VICIO PROCESAL. 

 

En la jurisprudencia PC.XX. J/2 L (10a.), publicada el viernes 16 de mayo de 2014 a las 11:00 horas en 

el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, 

página 1207, de título y subtítulo: "AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EN EL JUICIO BUROCRÁTICO 

LABORAL. SU OMISIÓN O DESAHOGO EN LA DIVERSA DE PRUEBAS, ALEGATOS Y 

RESOLUCIÓN, POR UN FUNCIONARIO NO FACULTADO POR LA LEY, ACTUALIZA UNA 
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VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS).", el 

Pleno del Vigésimo Circuito estableció que si el Tribunal del Trabajo Burocrático del Poder Judicial del 

Estado de Chiapas omite desahogar la etapa de conciliación o la realiza conjuntamente con la audiencia 

de pruebas, alegatos y resolución, por un funcionario no facultado por la ley, se actualiza una violación 

a las leyes del procedimiento que afecta las defensas de las partes y trasciende al resultado del fallo, 

pues dicha violación implica que aquella diligencia sea inexistente y no produzca efectos jurídicos, al 

haberse practicado en forma distinta a la prevista en la ley. Así, determinó que la concesión de la 

protección de la Justicia Federal que llegue a otorgarse, será para que la autoridad responsable deje 

insubsistente el laudo reclamado y ordene la reposición del procedimiento, para subsanar solamente 

ese aspecto afectado. Por otra parte, de los artículos 79, fracción V, 174, 182 y 189 de la Ley de Amparo, 

se colige que en los asuntos donde figure como quejoso el trabajador, en atención al principio jurídico 

de mayor beneficio, en suplencia de la queja deficiente, el Tribunal Colegiado de Circuito deberá verificar 

preferentemente el fondo de los asuntos puestos a su conocimiento, procurando evitar, en lo posible, la 

prolongación de la controversia, para lo cual debe privilegiarse el estudio de los conceptos de violación 

de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden redunde en un 

mayor beneficio para el quejoso. Ahora bien, interpretados los citados preceptos, de conformidad con 

los numerales 1o., 17 y 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, de los cuales se advierte la obligación de impartir una justicia pronta y expedita, maximizando 

así la efectividad del juicio de amparo para remediar violaciones a derechos humanos; se concluye que, 

aun cuando exista el vicio procesal de mérito, si del estudio de los conceptos de violación se advierte 

que el quejoso obtendría resolución favorable en cuanto a la acción principal y accesorias, aunque 

alguna secundaria se desestime por no ser violatoria de derechos humanos, no procede reponer el 

procedimiento, ya que así se resolvería integralmente el asunto y se evitaría prolongar la controversia, 

por lo que este supuesto constituye una excepción a la aplicación de la referida jurisprudencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 
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TERCERÍA EXCLUYENTE DE PREFERENCIA. ES NECESARIO PRESENTAR EL LAUDO QUE 
DECRETE LA CONDENA A FAVOR DE LOS TRABAJADORES. 

 

Del análisis del artículo 2989 del Código Civil para el Distrito Federal, se obtiene que para que sean 

pagados los créditos por salarios devengados y por indemnizaciones a favor de los trabajadores, basta 

que exista un laudo que reconozca ese crédito en beneficio de los terceristas y en contra del demandado 

en el juicio civil, para que se les dé preferencia en el pago, ya que no es necesario entrar a concurso de 

acreedores. En consecuencia, no basta que se instaure una demanda laboral, puesto que esa 

pretensión todavía está sujeta a que los empleados acrediten su acción y, en caso de no hacerlo, se 

decretaría un laudo absolutorio y, por tanto, no se cumpliría el requisito de que exista un crédito cierto 

y líquido que deba pagarse en forma preferente en el juicio civil. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

SALARIOS VENCIDOS. EL ARTÍCULO 48, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, QUE PREVÉ SU PAGO A UN PERIODO MÁXIMO DE 12 MESES EN CASO DE DESPIDO 
INJUSTIFICADO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE DICIEMBRE 
DE 2012). 

 

El artículo 48, párrafo segundo, de la Ley Federal del Trabajo, reformado mediante decreto publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, no transgrede el principio de 

progresividad previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

pues si bien su redacción antes de la citada reforma establecía el pago de salarios caídos hasta la fecha 

en que se cumpliera el laudo, lo cierto es que la finalidad de la prerrogativa contenida en la norma es el 

derecho a una indemnización, que se sigue garantizando en el artículo reformado; y, la circunstancia de 

que se limite su pago a un periodo máximo de 12 meses, no obedece a la regresividad de un derecho, 
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sino a su interdependencia frente al interés colectivo de conservar las fuentes de trabajo, máxime que 

con esa medida se privilegia la pronta impartición de justicia prevista en el artículo 17 constitucional. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO. 

 

 

RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 849 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE RESUELVE UNA TERCERÍA, AL NO 
SER UN ACTO EMITIDO POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA, NI UN ACTO DE EJECUCIÓN. 

 

Del análisis sistemático de los artículos 848, 849 y 850 de la Ley Federal del Trabajo (el último vigente 

al 30 de noviembre de 2012) se concluye que contra la resolución que resuelve una tercería, es 

improcedente el recurso de revisión a que se refiere el precepto citado en segundo término -dada la 

naturaleza de juicio que jurisprudencialmente tiene-, circunstancia que deriva de las hipótesis previstas 

en los preceptos señalados, en las que se determina que la revisión sólo procede contra los actos de 

ejecución de los laudos, convenios, de las resoluciones que ponen fin a las tercerías y de los dictados 

en las providencias cautelares, que sean dictados por los presidentes, actuarios o funcionarios 

legalmente habilitados; luego, la interlocutoria que decide una tercería, además de no ser un acto 

emitido por el presidente de la Junta de Conciliación y Arbitraje, tampoco constituye un acto de 

ejecución, sino que resuelve la acción de tercería hecha valer; pensar lo contrario, conduciría al absurdo 

de que los laudos también pueden ser revisados a través del recurso de revisión. Consecuentemente, 

al constituir dicha interlocutoria una resolución que pone fin al juicio, sin que la citada ley prevea algún 

medio de defensa ordinario que la modifique y así agotar el principio de definitividad, en su contra 

procede el juicio de amparo directo, en términos de la jurisprudencia 2a./J. 126/2005, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, octubre de 2005, página 952, de rubro: 

"TERCERÍAS EXCLUYENTES DE DOMINIO O DE PREFERENCIA DE CRÉDITO EN MATERIA 
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LABORAL. TIENEN NATURALEZA DE JUICIO Y NO DE INCIDENTE, POR LO QUE LA SENTENCIA 

QUE LAS RESUELVE ES IMPUGNABLE EN AMPARO DIRECTO." 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO 

 

 

PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ESTADO DE MÉXICO. 
EL ARTÍCULO 220 M, FRACCIÓN II, DE LA LEY RELATIVA, AL OBLIGAR AL OFERENTE A 
DEMOSTRAR EN EL JUICIO LA IMPOSIBILIDAD PARA PRESENTAR A LOS TESTIGOS, VULNERA 
EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

El artículo 220 M, fracción II, de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios 

del Estado de México, establece los requisitos para ofrecer la prueba testimonial y dispone que cuando 

exista impedimento para presentar directamente a los testigos, podrá solicitarse al tribunal o a la Sala 

que los cite, siempre que se manifieste y se acredite la causa o motivo que impida presentarlos, so pena 

de declararla desierta. En ese contexto, dicho precepto vulnera las formalidades esenciales del 

procedimiento previstas en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en su vertiente relacionada con la posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas, pues sin justificación 

obliga al oferente a demostrar en el juicio la imposibilidad para presentar a los testigos, cuando es 

precisamente esa imposibilidad la que motiva la petición de intervención del tribunal o la Sala 

correspondiente para que por sus medios cite a los testigos. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 

 

 

ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS. NO PROCEDE LA PRÓRROGA DE LA 
RELACIÓN LABORAL DEMANDADA POR SUS TRABAJADORES, AL FINANCIARSE SU 
OPERACIÓN Y FUNCIONAMIENTO CON DINERO PÚBLICO. 
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De la interpretación sistemática de los artículos 73, fracción X, 116, fracción VI y 123, apartado A, 

fracción XXXI, inciso b), punto 1, y apartado B (en su encabezado), de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, se obtiene que las relaciones laborales de los organismos públicos 

descentralizados con sus trabajadores se rigen por la Ley Federal del Trabajo, en cuyo artículo 39, se 

prevé la figura jurídica de la prórroga de la relación laboral, cuando subsista la materia del trabajo. No 

obstante ello, tomando en consideración que algunos de dichos organismos otorgan a sus empleados 

prestaciones que únicamente se confieren a los de la administración pública centralizada, así como que 

su operación y funcionamiento son financiados con dinero público (a pesar de la autonomía en su 

operación), se concluye que no podría considerarse que sus trabajadores tengan derecho a la prórroga 

de su contratación ya que, de estimarse así, se causaría una afectación al presupuesto de egresos en 

que se les asignan los fondos para su funcionamiento y operación. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN EL JUICIO LABORAL. SI EL DEMANDADO NO SEÑALA 
DOMICILIO EN SU CONTESTACIÓN O EN SU PRIMERA COMPARECENCIA, DEBE HACERSE EN 
EL DESIGNADO POR LA ACTORA EN SU DEMANDA, SI NO SE HA DESCONOCIDO O NO SE 
ESTABLECE SU INEXISTENCIA (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 739 Y 741 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO). 

 

Conforme al primer párrafo del artículo 739 de la Ley Federal del Trabajo, las partes en su primera 

comparecencia o escrito, deberán señalar domicilio dentro del lugar de residencia de la Junta para 

recibir notificaciones; si no lo hacen, las notificaciones personales se harán por boletín o por estrados. 

Sin embargo, dicha disposición no debe interpretarse de forma aislada, sino en conjunto con el artículo 

741 de la citada ley, cuando la demandada, si bien no señaló domicilio en su contestación o en su 

primera comparecencia, tampoco desconoce en el que se le citó a juicio; por lo que la Junta debe 

ordenar la notificación en el que designó la actora al presentar su demanda, por ser el que consta en 

autos; lo que, además, es congruente con la finalidad de la notificación, que es dar certeza a que 

comparezcan las partes a deducir sus derechos. De ahí que resulte ilegal que la Junta de Conciliación 
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y Arbitraje, apoyándose en el citado artículo 739, ordene la notificación por estrados, cuando cita a la 

demandada al desahogo de la prueba confesional, bajo el argumento de que ni en la contestación de la 

demanda, ni con posterioridad a ella, señaló domicilio para oír y recibir notificaciones. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO. 

 

DEMANDA EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO. EL TÉRMINO PARA CONTESTARLA 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 139 DEL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL ESTADO, MUNICIPIO E INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS DE CARÁCTER 
ESTATAL DE NAYARIT SE ESTABLECIÓ POR EL LEGISLADOR CON LIBERTAD DE 
CONFIGURACIÓN LEGISLATIVA. 

 

De los artículos 115, 116, fracción VI, 123, apartado B y 124 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como de su interpretación armónica, se concluye que el término de 3 días que 

prevé el artículo 139 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, Municipios e 

Instituciones Descentralizadas de Carácter Estatal de Nayarit, para contestar la demanda laboral, se 

estableció por el legislador local con libertad de configuración legislativa, por lo que no estaba 

constreñido a considerar el de 5 días previsto en el artículo 130 de la Ley Federal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

CUOTAS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA 
OMISIÓN DE INSCRIBIRLOS ANTE EL ISSSTE DURANTE LA VIGENCIA DE LA RELACIÓN 
LABORAL, CONLLEVA LA OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CUBRIRLAS EN SU INTEGRIDAD 
(INTERPRETACIÓN TELEOLÓGICA DEL ARTÍCULO 21 DE LA LEY QUE RIGE A DICHO 
INSTITUTO). 

 

De acuerdo con los artículos 20 y 21 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado y 2o. a 4o., 6o., 10 y 43, fracción VI, de la Ley Federal de los Trabajadores al 
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Servicio del Estado, todo trabajador que preste un servicio físico o intelectual, o ambos, para una 

dependencia o entidad pública que sea propio de una relación laboral, tiene derecho, entre otras 

prestaciones, a la de seguridad social; por tanto, los titulares de todas las dependencias y entidades 

públicas tienen la obligación de inscribir a los trabajadores ante el Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, para que puedan gozar de los diversos seguros que prevé el 

régimen obligatorio. En consecuencia, ante su incumplimiento, no podrá imponerse a la actora la 

obligación de pagar las aportaciones que, de haberse realizado oportunamente la inscripción, le 

hubieran correspondido, porque conforme al citado artículo 21, ante el incumplimiento de retener las 

cuotas, el patrón sólo podrá hacer al trabajador la retención equivalente a 2 cotizaciones, y el resto de 

las no retenidas será a su cargo; por tanto, cuando la dependencia incumple con la obligación de inscribir 

y retener las cotizaciones que corresponden durante el transcurso de la relación laboral, deberá ser 

condenada a cubrirlas en su integridad, porque el espíritu de la norma indica que, ante la omisión del 

descuento, las consecuencias recaen en el patrón. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

CARTA PODER. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNOS DE LOS APODERADOS DEL TRABAJADOR 
NO IMPLICA QUE CAREZCA DE VALIDEZ, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 134 DE LA LEY 
FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. 

 

Si en la carta poder el trabajador designa a uno o varios apoderados para que en su nombre y 

representación comparezcan en las audiencias; aporten y propongan pruebas; intervengan en su 

desahogo en forma amplia; y, aleguen lo pertinente; y alguno de ellos no firma dicha carta, ese hecho 

no es suficiente para restarle valor o bien para considerar que el indicado representante no está 

legitimado para actuar, ya que el citado documento pese a no contener la firma de ese apoderado tiene 

plena validez, pues por una parte el otorgante ya expresó su consentimiento y firmó para que los 

apoderados lo representaran, lo que es acorde a lo que dispone el artículo 134 de la Ley Federal de los 
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Trabajadores al Servicio del Estado, al establecer que los trabajadores podrán comparecer por sí o por 

representantes acreditados mediante simple carta poder, sin mayor formalidad ni requisitos, es decir, 

no exige que esté firmada por el apoderado que designe el otorgante y, por otra, si el mencionado 

apoderado se apersona a juicio ostentándose como representante del actor, asiste con ese carácter a 

las audiencias y se notifica del contenido de los acuerdos, su conducta deja entrever la aceptación a la 

representación conferida y purga cualquier vicio formal que pretenda descalificar su designación, 

aspecto que incluso puede ser avalado por la autoridad laboral al reconocerle plenamente su 

personalidad; lo anterior, aunado a que el ejercicio del mandamiento otorgado, se traduce en la 

representación voluntaria de actuar a nombre de otro, cuya aceptación puede ser, incluso, de forma 

tácita, ya que, considerar lo contrario, implicaría anular los efectos del mandato concedido. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. NO OPERA CUANDO SU CONTINUACIÓN 
DEPENDE DE QUE LA AUTORIDAD PROVEA SOBRE LA ADMISIÓN DE PRUEBAS (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE PUEBLA). 

 

El artículo 96 de la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado de Puebla regula de manera 

incompleta la figura de la caducidad en aspectos relacionados con la inactividad procesal de la autoridad 

laboral, como sí lo hace el artículo 140 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

que establece que se tendrá por desistida de la acción y de la demanda intentada, a toda persona que 

no haga promoción alguna en el término de tres meses, siempre que sea necesaria para la continuación 

del procedimiento. Por su parte, el artículo 771 de la Ley Federal del Trabajo, vigente al 30 de noviembre 

de 2012, prevé que es de la estricta responsabilidad de las autoridades laborales cuidar que los juicios 

no queden inactivos; de tal suerte que si el tribunal burocrático del Estado de Puebla, con fundamento 

en el citado artículo 96, declara la caducidad del procedimiento cuando su continuación no depende del 

impulso de las partes, sino del acuerdo de reserva que emitió sobre la admisión de pruebas ofrecidas, 
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esa determinación es ilegal, ya que en aplicación supletoria de las mencionadas disposiciones -atento 

a lo que establecen los artículos 115, fracción VIII y 116, fracción VI, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que las Legislaturas de los Estados deben emitir sus leyes 

laborales con base en el artículo 123 de la propia Constitución- se encontraba obligada al impulso 

oficioso, sin promoción alguna, bajo los principios inquisitorio y de participación activa de las autoridades 

laborales en el desarrollo del proceso para cuidar que los juicios no queden inactivos, conforme al 

artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO 

 

PROCEDIMIENTO ARBITRAL. EL PLAZO PARA CONTESTAR LA DEMANDA, PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 139 DEL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO, MUNICIPIOS E INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS DE CARÁCTER ESTATAL DE 
NAYARIT, NO CONTRAVIENE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ADECUADA DEFENSA Y 
ACCESO A LA JUSTICIA. 

 

De los artículos 134, 136, 138 y 139 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, 

Municipios e Instituciones Descentralizadas de Carácter Estatal de Nayarit, se colige que en el 

procedimiento laboral, el tribunal, tan pronto como reciba la demanda, debe citar a las partes a una 

audiencia de conciliación, que deberá llevarse a cabo dentro del término de 3 días contados a partir de 

la fecha de la citación y, si no se avienen, remitirá el expediente a la Secretaría de Acuerdos del tribunal 

para que se proceda al arbitraje. En esta etapa, la demandada tiene 3 días para formular la contestación 

de la demanda, a partir del día siguiente al en que se notifique el acuerdo que dé inicio al procedimiento 

contencioso. Término que se considera razonable y proporcional, al permitir al demandado producir una 

defensa adecuada, en la medida en que el conocimiento de lo que se le reclama lo tiene, por lo menos, 

desde que se le cita a la audiencia de conciliación y, si no se logra, es hasta que se le emplace 

formalmente que ha de contestar la demanda, lo que hace admisible, equilibrado y aceptable el término 

otorgado; por tanto, el plazo previsto en el citado artículo 139 no es contrario a los derechos 
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fundamentales de adecuada defensa y acceso a la justicia tutelados por los numerales 14 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. AL NO ESTAR PREVISTA EN EL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, MUNICIPIOS E INSTITUCIONES 
DESCENTRALIZADAS DE CARÁCTER ESTATAL DE NAYARIT, SON INAPLICABLES 
SUPLETORIAMENTE LOS ARTÍCULOS 49 Y 947 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 

En atención al principio de libertad de configuración legislativa, el legislador local, en los artículos 6o. y 

63 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, Municipios e Instituciones 

Descentralizadas de Carácter Estatal de Nayarit, garantizó el diverso de estabilidad en el empleo, 

tutelado en la fracción IX del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, al establecer la inamovilidad de los trabajadores y los casos que en la realidad 

pueden llevar a hacer fácticamente imposible la continuación de la relación laboral, sin que esté prevista 

la insumisión al arbitraje como excepción al aludido principio -estabilidad en el empleo-, pues ésta 

implica la posibilidad de que el patrón se niegue a someter sus diferencias al arbitraje o a aceptar un 

laudo, eximiéndolo de la obligación de reinstalar al trabajador en casos expresamente señalados en la 

ley, mediante el pago de las indemnizaciones correspondientes. En consecuencia, son inaplicables 

supletoriamente los artículos 49 y 947 de la Ley Federal del Trabajo, que prevén la insumisión al arbitraje 

respecto de las relaciones de trabajo que regula, contempladas en el apartado A del referido artículo 

123. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 
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EMBARGO SOLICITADO POR EL TRABAJADOR EN EL JUICIO LABORAL PARA GARANTIZAR 
UNA POSIBLE CONDENA CONTRA EL PATRÓN. SU NEGATIVA CONSTITUYE UN ACTO DE 
IMPOSIBLE REPARACIÓN QUE AFECTA EL DERECHO SUSTANTIVO A LA PERCEPCIÓN DEL 
SALARIO, POR LO QUE EN SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO, EN TÉRMINOS DE 
LO DISPUESTO POR LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY DE LA MATERIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL 2013). 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), 

publicada el viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y 

en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 39, de título y subtítulo: 

"PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA 

DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, 

RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A 

PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", estableció que, en términos de la fracción V del artículo 107 de 

la Ley de Amparo en vigor, para calificar la procedencia del juicio de amparo indirecto (en contrapartida 

con la legislación abrogada) respecto de aquellos actos de "imposible reparación", debe atenderse a los 

efectos o consecuencias que éstos produzcan, es decir, a si la naturaleza de la violación afecta o no 

materialmente un derecho sustantivo protegido por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. Bajo esa premisa, 

se colige que la negativa a decretar la medida cautelar consistente en el embargo solicitado por el 

trabajador dentro del juicio laboral para garantizar la posible condena que se llegare a dictar contra el 

patrón, resulta ser un acto de "imposible reparación", pues su rechazo no podría ser reparado con la 

sola emisión del laudo en sentido favorable a los intereses de la parte actora ya que, precisamente, lo 

que se busca con dicha providencia es garantizar el pago de la eventual condena correlativa y así evitar 

que la patronal se ubique en un estado de insolvencia que impida, en un momento dado, su ejecución 

material. Además, se considera que ese acto afecta un derecho sustantivo, puesto que tiene injerencia 

directa en el derecho humano a recibir un salario y demás prestaciones económicas con motivo del 

trabajo, reconocido y protegido en el artículo 123, apartado A, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, por lo que en su contra procede el juicio de amparo indirecto; sobre todo, porque las 
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medidas cautelares previstas en la Ley Federal del Trabajo buscan impedir que se vulneren los derechos 

laborales del trabajador en caso de obtener un laudo condenatorio. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

DESCANSO DE MEDIA HORA EN UNA JORNADA CONTINUA. AL NO ESTAR PREVISTA EN LA 
LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE CHIAPAS, ES INAPLICABLE 
SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 64 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 

Para que proceda la aplicación supletoria de la Ley Federal del Trabajo tratándose de normas 

burocráticas locales, es necesario que éstas prevean la institución respecto de la cual se pretende su 

aplicación y que aquélla no esté reglamentada, o bien, que su reglamentación sea deficiente, de manera 

que, la falta de uno de estos requisitos provoca la inaplicabilidad supletoria de la norma a la que se 

acude. Por tanto, si la Ley del Servicio Civil del Estado y los Municipios de Chiapas no prevé expresa ni 

implícitamente la figura de media hora de descanso en una jornada continua, se entiende que la 

intención del legislador fue que los trabajadores al servicio del Estado no contaran con esa prerrogativa; 

además, si bien es verdad que conforme al artículo noveno transitorio de la citada ley burocrática, en lo 

no previsto será supletoria la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, también lo es que 

en ésta tampoco se prevé el descanso de media hora en una jornada continua; de ahí que resulta 

inaplicable supletoriamente el artículo 64 de la Ley Federal del Trabajo, que señala: "Cuando el 

trabajador no pueda salir del lugar donde presta sus servicios durante las horas de reposo o de comidas, 

el tiempo correspondiente le será computado como tiempo efectivo de la jornada de trabajo.", porque 

se estaría introduciendo una institución no incluida por el legislador local, en ejercicio de las facultades 

que le otorga el artículo 116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

máxime que en el artículo 123 constitucional se hace una clara distinción entre el trabajo ordinario y el 

burocrático, de donde se obtiene la intención del Constituyente de establecer una diferencia entre uno 

y otro, ya que la labor del primero (trabajador ordinario) está enfocada a los factores de la producción, 
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pues sus servicios se prestan ordinariamente a empresas encaminadas a la creación de productos para 

el consumo social, donde sí existen mayores situaciones de riesgo, para lo cual, debe evitarse la fatiga 

excesiva del trabajador en sus labores a efecto de que no se incremente el peligro de accidentes de 

trabajo; por su parte, los trabajadores burocráticos son funcionarios que participan en la administración 

pública, generalmente realizando actividades que requieren de menor riesgo que los ordinarios. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

 

Fiscal y Administrativo  

Jurisprudencias 

 

ORDEN ESCRITA Y ACTA DE INSPECCIÓN PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 105 A 116 DEL 
CÓDIGO DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MICHOACÁN, EMITIDAS POR 
AUTORIDADES MUNICIPALES. SON ACTOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO ADMINISTRATIVO. 

 

En el juicio administrativo regulado por el Código de Justicia Administrativa del Estado de Michoacán, 

por regla general, sólo pueden impugnarse actos o resoluciones definitivas, como lo disponen los 

artículos 3, fracción XXII, 154, primer párrafo y 205, fracción V, de ese ordenamiento. Por otra parte, 

dentro de los diversos tipos de visitas domiciliarias que existen en el sistema jurídico municipal de dicha 

entidad para que las autoridades administrativas se cercioren del cumplimiento de los reglamentos 

sanitarios y de policía, pueden ubicarse dos supuestos: uno, en el que, al concluir el desahogo de la 

diligencia se conmina al particular a acudir a las oficinas correspondientes, únicamente con el objeto de 

que le sea calificada la infracción, lo que implica que esa decisión sea un acto firme, pues sólo falta 

determinar el monto de la sanción; y, otro, en el cual, al término de la inspección se le otorga la 

oportunidad para que alegue lo que a su derecho corresponda y ofrezca pruebas en un plazo de tres 

días posteriores. En este último supuesto, si la orden escrita y el acta de inspección previstas en los 
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artículos 105 a 116 del código mencionado, emitidas por autoridades municipales, por sí, pueden 

transgredir diferentes derechos sustantivos por la intromisión en el domicilio del particular, al ser actos 

de molestia no sólo a su domicilio sino, además, a su persona, familia, papeles y posesiones, así como 

a su privacidad e intimidad, es indudable que son actos de autoridad para efectos de la procedencia del 

juicio administrativo, al ser éste un recurso efectivo que puede dar respuesta a las violaciones de los 

derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o en la ley, y un medio de control de aquéllos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

TABLAS DE VALORES UNITARIOS DE ZAPOPAN, JALISCO. EL DECRETO 23733/LIX/11, 
PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO DE JALISCO EL 13 DE DICIEMBRE DE 
2011 QUE LAS CONTIENE, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 

 

De los artículos 13, fracción IX, 54, 55, 56 y 57 de la Ley de Catastro Municipal del Estado de Jalisco, 

se advierte que la autoridad catastral municipal, al elaborar los proyectos de las tablas de valores 

unitarios, sólo tomará en cuenta los elementos mencionados en el numeral 56 (servicios municipales 

existentes; vías de comunicación; vecindad con zonas comerciales o centros de abasto; el uso, destino 

y reserva determinados para el suelo conforme a su zonificación, y cualquier otra característica que 

pueda influir en los valores de mercado o reales de los éstos) para su estudio, análisis y aprobación por 

los Consejos Técnicos de Catastro Municipal y del Estado, respectivamente, pero sin que constituyan 

elementos que deban reflejarse en las tablas de valores unitarios y mapas de las zonas catastrales. Lo 

anterior lo corrobora el artículo 35 del Reglamento de la ley citada, el cual establece que para el estudio 

de valores de terreno urbano se atenderá a lo dispuesto en el referido artículo 56, para lo cual se 

realizará un croquis o plano general de la población, delegación o zona en estudio, además de que la 

información sobre los servicios de cada una de las calles podrá obtenerse de las diversas dependencias 
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del Ayuntamiento, a efecto de elaborar diversos planos, como el de red de servicios de agua potable, 

de drenaje, de energía eléctrica, de alumbrado público y de los diferentes tipos de rodamiento y de 

equipamiento social. Pero además, del análisis a dichas tablas se advierte que contienen lo siguiente: 

la tabla de valores de centros de población, en la que se clasifican los poblados, tomando en 

consideración la red de agua potable y alcantarillado, electrificación, alumbrado, telefonía, recolección 

de basura y transporte, entre otros factores, la tabla de valores de plazas comerciales, la tabla de valores 

de parques industriales, los factores unitarios para áreas de reserva urbana, los valores de áreas en 

transición, así como la tabla de deméritos e incrementos; lo que denota que los valores de terreno 

urbano no sólo atienden a la zona catastral y colonia, sino también a otros aspectos para su fijación. 

Por tanto, el indicado decreto no transgrede el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 

31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que para determinar 

las tablas de valores unitarios que consagra, ya se reflejaron en el procedimiento de estudio, por lo que 

es innecesario que se señalen expresamente en dichas tablas. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

REVISIÓN. EL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONER AQUEL RECURSO EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE NIEGA LA SUSPENSIÓN 
DEFINITIVA, CUANDO CONTENGA CONSIDERACIONES DE QUE NO PUEDE EJECUTAR EL 
ACTO POR MANDATO DEL ARTÍCULO 28 CONSTITUCIONAL. 

 

De acuerdo con los artículos 81 y 87 de la Ley de Amparo, la legitimación de la autoridad para interponer 

el recurso de revisión deriva no sólo de la calidad de parte que se ha tenido en el juicio de amparo, sino, 

además, de que la resolución combatida le cause un agravio. En este sentido, la resolución que niega 

la suspensión definitiva de los actos reclamados al Instituto Federal de Telecomunicaciones porque de 

concederse se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, 

cuando contenga consideraciones de que en términos del artículo 28 constitucional la autoridad debe 
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suspender la ejecución de los actos reclamados dejan subsistente el criterio que sus decisiones pueden 

llegar a ser suspendidas mediante el incidente respectivo, lo que otorga legitimación a dicha autoridad 

para impugnarla a través del recurso de revisión, en tanto que tales afirmaciones no son accesorias, 

marginales o expuestas a mayor abundamiento, sino que imponen expresamente a la autoridad una 

obligación de "no hacer" vinculada con la restricción de sus facultades para emitir algún acto de 

ejecución que guardara relación con la resolución reclamada, pues ante el mandato constitucional de 

impartición de justicia completa, debe optarse por la decisión más garantista a fin de otorgar seguridad 

jurídica a la autoridad encargada de implementar las medidas pertinentes para hacer efectiva la 

resolución reclamada. 

 

PLENO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA 
ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 

 

 

ÓRDENES DE VISITA DOMICILIARIA PARA CORROBORAR EL CUMPLIMIENTO DE 
OBLIGACIONES EN MATERIA DE IMPUESTOS FEDERALES. EL DIRECTOR DE AUDITORÍA 
FISCAL DE LA ENTONCES SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
JALISCO, TIENE LA ATRIBUCIÓN DE DESIGNAR A LOS VISITADORES QUE DEBEN 
EJECUTARLAS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 22 DE DICIEMBRE DE 2012). 

 

De la interpretación sistemática de los artículos 26, fracciones I y XIX, y último párrafo, y 19, fracción LI, 

inciso 1), del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, 

publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el seis de marzo de 2007, se advierte que la 

Dirección de Auditoría Fiscal de la entonces Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, 

se encuentra facultada expresamente para ordenar y practicar visitas domiciliarias, auditorías, 

inspecciones, actos de vigilancia, verificaciones y demás actos que establezcan las disposiciones 

fiscales y aduaneras. Ahora bien, dicha atribución lleva implícita la de designar a los visitadores que las 

practicarán materialmente, en términos del último párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos pues de lo contrario, se haría nugatoria la facultad fiscalizadora 
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consistente en emitir la orden de visita domiciliaria, ya que uno de los requisitos que ésta debe cumplir 

es, precisamente, que contenga el nombre del o los visitadores que la ejecutarán materialmente en el 

domicilio del gobernado; de no ser así se contravendría el principio administrativo de eficiencia y eficacia 

que deben cumplir los titulares de los órganos de la administración pública, pues tendrían que realizar 

directamente todos los actos para los cuales están facultados y no tendría ningún sentido la existencia 

de los supervisores, auditores, inspectores y verificadores adscritos a la referida Dirección de Auditoría 

Fiscal. 

 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

INTERESES. PROCEDE SU PAGO CUANDO LA AUTORIDAD NO DEVUELVA EL SALDO A FAVOR 
POR CONCEPTO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO EN EL PLAZO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 6, FRACCIÓN IX, DEL DECRETO PARA EL FOMENTO DE LA INDUSTRIA 
MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS DE EXPORTACIÓN PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2006. 

 

El artículo citado concede el derecho a las empresas certificadas que exportan mercancías, de que 

cuando presenten solicitudes de devolución de saldos a favor por impuesto al valor agregado, las 

autoridades las resuelvan en un plazo que no excederá de 5 días hábiles, siempre y cuando cumplan 

con las reglas correspondientes; de lo que se infiere que el derecho mencionado trae aparejada la 

obligación, a cargo de la autoridad fiscal, de devolver dichas cantidades en el plazo establecido, pues 

de no cumplir con ello, haciendo una interpretación sistemática, resulta aplicable la sanción prevista en 

el artículo 22-A del Código Fiscal de la Federación, consistente en el pago de intereses a partir del día 

siguiente al del vencimiento de la obligación, lo que es acorde con el ordenamiento jurídico, ya que los 

intereses constituyen una indemnización del fisco federal y trata de regular que éste no decida a su 

arbitrio el momento de llevarla a cabo, sin compensar al contribuyente la depreciación que sufre el dinero 

con motivo del transcurso del tiempo; máxime que en el caso se trata de beneficiar a las empresas 

certificadas que exporten mercancías con el pago de la devolución en 5 días, y de considerar que el 
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artículo 6, fracción IX, del decreto en estudio no tiene sanción, podría provocar que no se cumpla con 

su objetivo. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

  

 

DERECHOS. EL ARTÍCULO 74 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE DESARROLLO URBANO DEL 
DISTRITO FEDERAL QUE PREVÉ UNA CONTRAPRESTACIÓN DE ESA NATURALEZA, PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LA MANIFESTACIÓN DE TERMINACIÓN DE OBRA Y AUTORIZACIÓN DE 
OCUPACIÓN DE USO, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y 
PROPORCIONALIDAD. 

 

El precepto citado, al establecer como contraprestación para el otorgamiento de la manifestación de 

terminación de obra y autorización de ocupación de uso para la construcción de un conjunto 

habitacional, de oficinas y comercio o de cualquier otro uso en una superficie de terreno mayor a cinco 

mil metros cuadrados en suelo urbano, la transmisión, a título gratuito, del dominio del diez por ciento 

del área total del predio, para incorporarlo al patrimonio del Distrito Federal, transgrede los principios 

tributarios de equidad y proporcionalidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, al variar injustificadamente su determinación en función de 

un elemento ajeno a la actividad técnica realizada por la autoridad para la expedición de otorgamiento 

de la manifestación de terminación de obra y autorización de ocupación de uso, como lo es el número 

de metros del terreno, lo que, además, incide en un tratamiento desigual a quienes reciben un servicio 

igual. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA APLICACIÓN 
DE LOS ARTÍCULOS 17 K Y 28, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). 

 

El análisis del proceso legislativo que culminó con la adición y modificación de los anteriores preceptos 

por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013 y atendiendo a lo 

dispuesto por el artículo 128 de la Ley de Amparo, permite establecer que procede conceder la 

suspensión en contra de su aplicación, al no contravenirse disposiciones de orden público ni afectarse 

el interés social, ya que las obligaciones que se imponen a los contribuyentes, consistentes en emplear 

el buzón tributario como medio de comunicación electrónica con la autoridad hacendaria y enviar de 

manera mensual su información contable mediante la página de Internet del Servicio de Administración 

Tributaria, si bien forman parte de las medidas implementadas a fin de agilizar los procesos de 

recaudación y fiscalización, lo cierto es que la concesión de la medida cautelar no impide que el 

contribuyente cumpla con sus obligaciones fiscales de presentar promociones, solicitudes y avisos e 

incluso desahogar los requerimientos que la autoridad hacendaria le formule en forma directa, ya sea 

mediante documento impreso o a través de otros medios electrónicos en documento digital, ni tampoco 

que la autoridad hacendaria ejerza sus facultades de comprobación; habida cuenta que ésta puede 

notificar a los contribuyentes los actos y resoluciones que emita a través de los mecanismos ordinarios 

previstos para tal efecto, solicitando la información contable para verificar el cumplimiento de las 

obligaciones a través de los procedimientos de fiscalización, como son la revisión de gabinete y la visita 

domiciliaria. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

RENTA. EL ARTÍCULO 189 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2004). 
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El precepto citado, al ordenar que los comprobantes fiscales expedidos por los contribuyentes que 

obtengan ingresos por arrendamiento y, en general, por otorgar el uso o goce temporal de bienes 

inmuebles, deben reunir los requisitos establecidos en el artículo 29-A del Código Fiscal de la 

Federación, así como señalar el número de cuenta predial del inmueble de que se trate o, en su caso, 

los datos de identificación del certificado de participación inmobiliaria no amortizable y firmarse por el 

contribuyente o su representante, no viola el principio de subordinación jerárquica que rige la facultad 

reglamentaria prevista en el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, pues si bien impone la obligación de cumplir con requerimientos adicionales, lo cierto es 

que no contraría, modifica o excede lo dispuesto en el artículo 145, fracción III, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, sino por el contrario, detalla y complementa los datos que deben contener los 

documentos a que se refiere aquel numeral, a efecto de que cumplan con la función comprobatoria para 

la que fueron implementados, habida cuenta que atiende a los lineamientos del artículo 29-A 

mencionado, en específico a su fracción V, que indica el deber de asentar la cantidad y clase de 

mercancías o descripción del servicio que amparen, pues aquellos datos sirven para identificar el bien 

inmueble por el cual el causante obtiene ingresos por otorgar su uso o goce temporal; de ahí que los 

comprobantes fiscales que expidan por las contraprestaciones que reciban con motivo de dicha 

actividad, debe cumplir los requisitos aludidos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA PREVISTA EN LOS CÓDIGOS PROCESALES CIVILES DE LOS 
ESTADOS DE JALISCO, CHIAPAS Y NUEVO LEÓN. ES APLICABLE DE MANERA SUPLETORIA A 
LAS LEYES DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE REGLAMENTAN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. 

 

Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 34/2013 

(10a.) (*), ha establecido que la supletoriedad de un ordenamiento legal sólo opera cuando se reúnen 
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los siguientes requisitos: a) El ordenamiento legal a suplir establezca expresamente esa posibilidad, 

indicando la ley o normas que pueden aplicarse supletoriamente, o que un ordenamiento prevea que 

aplica, total o parcialmente, de manera supletoria a otros ordenamientos; asimismo, cuando el legislador 

disponga en una ley que determinado ordenamiento debe entenderse supletorio de otros 

ordenamientos, ya sea total o parcialmente; b) La ley a suplir no contemple la institución o las cuestiones 

jurídicas que pretenden aplicarse supletoriamente o, aun estableciéndolas, no las desarrolle o las regule 

de manera deficiente; c) La omisión o vacío legislativo haga necesaria la aplicación supletoria de normas 

para solucionar la controversia o el problema jurídico planteado, sin que sea válido atender a cuestiones 

jurídicas que el legislador no tuvo intención de fijar en la ley a suplir; y, d) Las normas aplicables 

supletoriamente no contraríen el ordenamiento legal a suplir, sino que sean congruentes con sus 

principios y con las bases que rigen específicamente la institución de que se trate. En el caso se reúnen 

todos y cada uno de los requisitos necesarios para la supletoriedad de la ley, toda vez que si bien se 

trata de diferentes legislaciones de distintos Estados, como lo son la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, el Código de Procedimientos Civiles de esa entidad; la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Chiapas, el Código de Procedimientos Civiles de esa entidad; y, el Código Procesal del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Nuevo León y el Código de Procedimientos 

Civiles de dicha entidad; lo cierto es que dichas leyes de justicia administrativa local tienen en común 

que permiten expresamente la posibilidad, a falta de disposición expresa, y en cuanto no se oponga a 

lo prescrito en tales leyes, la aplicación supletoria de los respectivos Códigos de Procedimientos Civiles 

de los Estados. Por otra parte, en los términos de la jurisprudencia referida, la aplicación supletoria de 

una norma no puede condicionarse a que proceda sólo en aquellos casos en los que la ley a suplir 

prevea de forma expresa la figura jurídica a suplirse, ya que dicha interpretación puede tener como 

consecuencia delimitar la finalidad que persigue dicha institución, que es auxiliar al juzgador en su 

función aplicadora de la ley para resolver las controversias que se le someten a su consideración. 

 

SEGUNDA SALA 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ES AUTORIDAD 
RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL QUE SE 
CONTROVIERTE EL INCUMPLIMIENTO DE UNA SENTENCIA DE NULIDAD (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). 

 

Al reclamarse en la vía de amparo indirecto el incumplimiento de una sentencia definitiva emitida dentro 

del juicio contencioso administrativo, es inconcuso que en términos del artículo 11 de la Ley de Amparo, 

vigente hasta el 2 de abril de 2013, adquiere el carácter de autoridad responsable el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, pues no sólo debe atenderse al reclamo que se eleva ante la instancia 

constitucional, visto desde una perspectiva simplista, sino que al acudir al juicio constitucional 

reclamándose un acto omisivo, como el incumplimiento de una resolución definitiva, dicho acto, 

indudablemente, es atribuible a la propia autoridad omisa, quien resulta ser el tribunal fiscal, porque 

tiene a su alcance el procedimiento de ejecución respectivo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 52, 57 Y 58 DE LA LEY RELATIVA, ES EFICAZ, 
SENCILLO Y RÁPIDO, A FIN DE HACER CUMPLIR SUS DETERMINACIONES. 

 

El artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 

la independencia y autonomía del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para resolver los 

litigios y dictar sus fallos con base en su ley orgánica, brindando a los Magistrados que lo integran las 

condiciones necesarias para que administren justicia de forma independiente, imparcial y eficaz; sin 

embargo, conviene precisar que la autonomía e independencia del mencionado tribunal, no sólo se hace 

patente en el dictado de sus fallos, sino también en la ejecución para el cumplimiento de sus propias 

determinaciones, toda vez que para lograr lo anterior, tiene a su alcance un procedimiento específico 
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para la ejecución de sentencias, previsto en los artículos 52, 57 y 58 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. En tal virtud, el tribunal fiscal se encuentra constreñido a realizar todas las 

gestiones necesarias a fin de lograr el cumplimiento del fallo que, en su caso, hubiere dictado, a través 

del procedimiento de ejecución, consistente en la imposición de una multa a la autoridad demandada y 

a su superior; dar vista a la contraloría interna correspondiente de los hechos, a fin de que ésta 

determine la responsabilidad del funcionario causante del incumplimiento y el seguimiento a ese 

procedimiento; el que es eficaz, sencillo y rápido, a fin de hacer cumplir sus determinaciones. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE DECLAREN 
LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN DE UNA VISITA DOMICILIARIA, CUANDO POR VICIOS DE 
FORMA DE LA ÚLTIMA ACTA PARCIAL, LA SALA FISCAL LA DECLARE INEXISTENTE Y, COMO 
EFECTO, INEXISTENTES TAMBIÉN LOS HECHOS SUSTENTO DEL CRÉDITO (INAPLICABILIDAD 
DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 150/2010 Y 2a/J. 88/2011). 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias citadas, sostuvo 

que el recurso de revisión fiscal es improcedente cuando se interpone contra sentencias que decreten 

la nulidad del acto administrativo impugnado por vicios formales y por no colmar los requisitos de 

importancia y trascendencia, pues en esos supuestos no se emite una resolución de fondo, al no 

declararse un derecho ni exigirse una obligación, al margen de la materia y de la cuantía del asunto. 

Ahora bien, dichos criterios que no cobran aplicación cuando la nulidad lisa y llana de la resolución 

determinante de un procedimiento de visita domiciliaria, obedece a que en su sentencia la Sala Fiscal 

considera que la indebida fundamentación de la última acta parcial produce como efecto tener por 

inexistente ese acto y, por ende, los hechos ahí consignados que sustentan el crédito, estimando que 

se actualiza la causa de nulidad prevista en fracción IV del artículo 51 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo; supuesto en el cual sí se satisface el requisito de 

excepcionalidad previsto en el artículo 63 del ordenamiento indicado y resulta procedente el recurso de 

revisión fiscal, pues la nulidad en realidad deriva de un vicio de fondo que resuelve el contenido material 



 

 

 

 

 

Página 86 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

de la pretensión planteada en el juicio contencioso y declara un derecho a favor del particular, así que 

la autoridad puede acudir al recurso a hacer valer agravios vinculados con temas de fondo, aunque no 

contra el vicio formal de deficiente fundamentación de la última acta parcial, pues serían inoperantes, 

atento a la jurisprudencia 2a./J. 37/2014 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 

 

REVISIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA 
SENTENCIAS QUE NO FUERON DICTADAS CON LIBERTAD DE JURISDICCIÓN, SINO EN 
CUMPLIMIENTO A LO RESUELTO EN UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 

 

La sentencia dictada en un juicio de nulidad, en acatamiento a lo resuelto en un amparo directo en que 

no se dejó a la Sala libertad de jurisdicción, no puede ser revisada a través del recurso que prevé el 

artículo 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues ello 

equivaldría a examinar las consideraciones vertidas en el fallo protector en que se resolvió en definitiva 

la controversia planteada en el juicio contencioso administrativo, lo cual constituye cosa juzgada, en 

tanto que esta institución jurídica tiene su fundamento en los artículos 14, segundo párrafo y 17, sexto 

párrafo, constitucionales, e implica que lo decidido en un juicio que ha concluido en todas sus instancias 

ya no es susceptible de discutirse judicialmente en un nuevo proceso. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

ACUERDO DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE SEPARACIÓN DE LA POLICÍA FEDERAL. PARA 
RESPETAR LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO DEBE HACERSE CONSTAR 
EN ESE DOCUMENTO, CUÁLES SON LOS HECHOS O CONDUCTAS QUE DAN ORIGEN AL 
PROCEDIMIENTO, ESTO ES, LOS EXÁMENES DE CONTROL DE CONFIANZA NO APROBADOS. 
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De la interpretación sistemática de los artículos 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 31 de la Ley de la Policía Federal; 125, 142 y 143 del Manual del Consejo Federal de 

Desarrollo Policial de la Policía Federal, se advierte que para respetar los derechos de audiencia y 

debido proceso no basta que, formalmente, el ordenamiento objetivo establezca un plazo para que el 

interesado plantee su defensa; que contenga la posibilidad de ofrecer y desahogar medios de 

convicción, o bien, que en el propio acto de inicio se le autorice a consultar el expediente administrativo 

respectivo, sino que es necesario que en el acto que se notifica, es decir, en el acuerdo de inicio del 

procedimiento, se den a conocer y se precisen los hechos o conductas infractoras que se atribuyan, a 

fin de que el gobernado esté en posibilidad de realizar una adecuada y oportuna defensa de sus 

intereses. Por tanto, en los casos en que el procedimiento administrativo de separación se instruya con 

motivo de la no aprobación de los exámenes de control de confianza, es necesario que la autoridad 

informe con toda precisión los hechos o conductas que den origen a tal procedimiento, esto es, los 

exámenes que no aprobó, sin que baste que informe que el servidor público resultó no apto en el proceso 

de evaluación. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

NULIDAD DE RESOLUCIONES O ACTOS DERIVADOS DEL EJERCICIO DE FACULTADES 
DISCRECIONALES. LA DECRETADA POR VICIOS DE FORMA DEBE SER PARA EFECTOS. 

 

De lo dispuesto en los artículos 51, 52 y 57 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, derivan las causas que dan lugar a la ilegalidad de la resolución impugnada, así como 

el tipo de nulidad que origina cada una de ellas y los actos que la autoridad debe realizar en 

cumplimiento de la sentencia anulatoria. En este marco se observa que cuando la resolución o acto 

materia del juicio deriva de un procedimiento oficioso iniciado con motivo del ejercicio de facultades 

discrecionales y se decrete su ilegalidad por vicios de forma, no puede decretarse su nulidad lisa y llana, 

ni simple o discrecional, sino que ésta debe ser para efectos, los cuales se traducen en que la autoridad 
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determine dictar una nueva resolución o bien, decida no hacerlo, en el entendido de que si decide actuar 

deberá sujetarse al plazo de cuatro meses con los que cuenta para cumplir con el fallo y a subsanar los 

vicios formales de que adolecía el acto declarado nulo, en los términos expresamente señalados en la 

sentencia que se cumplimente. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

 

VIOLACIÓN PROCESAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO 
EL ACTOR SEA UN PENSIONADO, NO ESTÁ OBLIGADO A IMPUGNAR, MEDIANTE EL RECURSO 
DE RECLAMACIÓN, LA RELATIVA AL DESECHAMIENTO DE PRUEBAS O A LA OMISIÓN DE 
REQUERIR LAS QUE OFRECIÓ A CARGO DE LA DEMANDADA, PARA PODER RECLAMARLA EN 
EL AMPARO DIRECTO JUNTO CON LA SENTENCIA DEFINITIVA. 

 

De los artículos 171, 172, fracción III y 174 de la Ley de Amparo, así como 59 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se advierte que cuando se reclame una sentencia definitiva, 

laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del 

procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, 

mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva y la violación 

procesal trascienda al resultado del fallo, pero que este requisito no será exigible en amparos contra 

actos que afecten derechos, entre otros, de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se 

encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio; que se considerarán violadas las leyes 
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del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, cuando 

se desechen pruebas legalmente ofrecidas, y que el recurso de reclamación procederá contra las 

resoluciones del Magistrado instructor que, entre otras cosas, desechen alguna prueba. 

Consecuentemente, la excepción a la regla inicialmente descrita se actualiza cuando en el juicio 

contencioso administrativo federal el actor sea un pensionado, por lo que si durante su trámite se le 

desechan pruebas o se omite requerir las que ofreció a cargo de la demandada y no agota el recurso 

respectivo, en el juicio de amparo directo puede reclamar dicha violación procesal junto con la sentencia 

definitiva. Lo anterior, porque se considera que un pensionado, por su condición económica, se 

encuentra en clara desventaja social para emprender un juicio de amparo, de modo que no está obligado 

a promover el recurso de reclamación contra la resolución que, expresa o implícitamente, desechó sus 

pruebas. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

REVISIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA. ES PROCEDENTE ESE MEDIO DE DEFENSA 
CUANDO LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO SE APOYÓ EN LA FALTA DE VIGENCIA DE LA 
NORMA POR CUYA INFRACCIÓN SE SANCIONÓ A UN SERVIDOR PÚBLICO, AL TRATARSE DE 
UN VICIO DE FONDO, NO FORMAL. 

 

Es procedente el recurso interpuesto contra la sentencia que declaró la nulidad del acto controvertido 

por estimar que la norma por cuya transgresión fue sancionado el actor carece de vigencia. Lo anterior 

es así, pues tomando en cuenta que el acto controvertido lo constituye la resolución sancionadora y no 

la norma, las causas de anulación que pueden considerarse atinentes al fondo del asunto son, por 

ejemplo: 1) Que el servidor público no es destinatario de las disposiciones quebrantadas; 2) Que no 

cometió la conducta; o, 3) Que, habiéndola cometido, no constituye una infracción. En esas condiciones, 

la determinación en el sentido de que la regla de derecho cuyo incumplimiento se atribuyó al promovente 

no estaba en vigor, implica que no cometió alguna irregularidad, toda vez que no puede exigírsele una 
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actuación cuyo sustento es una regla insubsistente. Por ende, en el caso descrito, el estudio del tribunal 

de lo contencioso versó sobre el fondo de la controversia, en el sentido de que, si bien existió el hecho 

atribuido, éste no constituye infracción sancionable, ya que la conducta que se esperaba del servidor 

público deriva de un ordenamiento no vigente, lo que equivale a que se le fincó responsabilidad por un 

acto u omisión que en ese momento no podía considerarse antijurídico. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

MULTA IMPUESTA POR LA PRESENTACIÓN EXTEMPORÁNEA DE DECLARACIONES OMITIDAS 
A REQUERIMIENTO DE LA AUTORIDAD FISCAL. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS 
ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN I Y 82, FRACCIÓN I, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. 

 

Del texto del artículo 81, fracción I, del código tributario federal, se desprende que constituye infracción 

fiscal, entre otras, que el contribuyente presente sus declaraciones omitidas a requerimiento de las 

autoridades fiscales. Por su parte, el artículo 82, fracción I, inciso a), del propio código, dispone que 

serán sancionadas con multa por la cantidad que oscila entre las ahí precisadas, las infracciones 

relacionadas con la obligación de presentar declaraciones a que se refiere el artículo 81, en cuyo párrafo 

primero, fracción I, se tipifica como infracción relacionada con la obligación de pago de las 

contribuciones, cuando las declaraciones se presenten a requerimiento de las autoridades fiscales. En 

este sentido, el análisis sistemático de ambos preceptos permite advertir que sí se establecen la 

infracción referida y su respectiva sanción, para el caso en que el contribuyente, a requerimiento de la 

autoridad fiscal, presente sus declaraciones fuera del plazo legal; sin que ello implique una interpretación 

analógica, sino sistemática, porque ambos artículos constituyen una unidad, al prever la infracción y 

sanción correspondientes. Por lo que si el cumplimiento de la obligación fiscal ocurre a requerimiento 

de la autoridad hacendaria, ello hace procedente la imposición de la multa con apoyo en los numerales 

mencionados. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

 

DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO, EN LOS QUE SE HAGA VALER LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS FISCALES CON MOTIVO DE SU APLICACIÓN, 
DERIVADO DE LA SOLICITUD RELATIVA, SI INVOLUCRAN EL IMPUESTO PAGADO CON 
ANTERIORIDAD A QUE ÉSTA SE FORMULÓ, AL NO PODER CONCRETARSE LOS EFECTOS DE 
UNA EVENTUAL CONCESIÓN DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, DADO QUE ÉSTOS 
ÚNICAMENTE TRASCENDERÍAN A ESE ACTO Y HACIA EL FUTURO. 

 

El amparo contra normas generales tiene ciertas diferencias dependiendo de si se tramita en la vía 

indirecta o en la directa; la principal es la relativa a los efectos del pronunciamiento sobre la 

inconstitucionalidad de aquéllas, pues en el amparo directo son que se deje insubsistente la sentencia 

que en ellas se funda y se emita otra en la cual no se apliquen, pero si su aplicación se realizó en el 

acto originalmente impugnado ante la autoridad jurisdiccional, el efecto será dejarlo insubsistente para 

que se emita uno nuevo apegado a la ejecutoria de amparo. En cambio, en el juicio tramitado en la vía 

indirecta, la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma tiene como efecto dejar insubsistente el 

acto de aplicación y que en lo futuro no pueda volverse a aplicar al quejoso. Ahora bien, la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que la concesión de la protección de la 

Justicia Federal solicitada tiene efectos restitutorios, por tanto, trascenderá en ese acto de aplicación y 

hacia el futuro, pero no podrá tener efectos retroactivos en la esfera de derechos del quejoso, es decir, 

sobre actos de aplicación pasados y distintos de los que motivaron la demanda en el juicio origen del 

amparo directo. Bajo esta perspectiva, precisó, si una solicitud de devolución de pago de lo indebido se 

realizó con motivo de un impuesto cuya constitucionalidad a la postre se cuestiona en amparo directo, 

de llegarse a considerar inconstitucionales las normas en que se sustenta esa promoción, la concesión 

de la protección aplicaría a partir de esa fecha y hacia adelante, por lo cual no alcanzaría a los actos de 

aplicación de las disposiciones reclamadas, realizados en el pasado, distintos de los que motivaron la 

demanda de amparo, como son los pagos del impuesto hechos en fecha anterior a la solicitud de 

devolución controvertida en el juicio contencioso administrativo. Tales consideraciones fueron 
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acuñadas, por motivos similares, al resolver los amparos directos en revisión 556/2007, 2832/2011, 

81/2012, 2976/2012 y 1118/2013, en sesiones de 23 de mayo de 2007, 18 de enero y 25 de abril de 

2012, 10 de abril y 5 de junio de 2013, respectivamente, por unanimidad de cinco votos, con excepción 

del tercero de ellos, decidido por unanimidad de cuatro votos y, del último, por mayoría de cuatro. 

Asimismo, conviene mencionar que sobre el tema, la Primera Sala del Alto Tribunal, en la tesis 1a. 

CCCI/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de agosto de 

2014 a las 9:33 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 9, Tomo I, agosto de 2014, página 523, de 

título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO EN EL QUE SE IMPUGNEN NORMAS DE CARÁCTER 

GENERAL. LOS EFECTOS DE LA PROTECCIÓN FEDERAL DECRETADA CONTRA UNA 

SENTENCIA DICTADA POR UN TRIBUNAL, AL CONSIDERARSE INCONSTITUCIONAL UNA 

NORMA TRIBUTARIA APLICADA AL DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE 

CONTRIBUCIONES, NO DA, EN AUTOMÁTICO, DERECHO A LA ENTREGA DE LAS CANTIDADES 

PAGADAS CON MOTIVO DE ESA NORMA FISCAL.", recordó, en coincidencia con la Segunda Sala, 

que la protección constitucional que llegare a otorgarse en amparo directo únicamente puede tener 

como efecto la declaración de inconstitucionalidad de la sentencia reclamada, a efecto de que el quejoso 

obtenga una resolución favorable del tribunal de lo contencioso administrativo en relación con la 

pretensión principal que hizo valer en el juicio respectivo, es decir, la protección constitucional no puede 

otorgar más derechos de los que se ventilan en el juicio natural, por lo que la declaratoria de 

inconstitucionalidad de la ley fiscal no tiene ni puede tener los mismos efectos que se producen en los 

juicios de amparo indirecto en los que el acto destacado es la propia norma tributaria. Así, estableció 

que en ese tipo de resoluciones anulatorias por razones de legalidad, pero sustentadas en la 

declaratoria de inconstitucionalidad decretada en un juicio de amparo directo, no pueden incluirse 

también, como parte del beneficio del contribuyente, los hechos que se hubieran realizado con 

anterioridad, aun cuando le hayan ocasionado una afectación en su esfera jurídica, pues al haberse 

realizado en cumplimiento de una norma vigente y de observancia obligatoria, solamente podrían 

haberse subsanado mediante la protección constitucional obtenida en un juicio de amparo indirecto, 

toda vez que en el directo no pueden otorgarse más derechos de los que se ventilan en el juicio natural. 
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Por tanto, son inoperantes los conceptos de violación en el amparo directo, en los que se haga valer la 

inconstitucionalidad de normas fiscales con motivo de su aplicación, derivado de una solicitud de 

devolución de pago de lo indebido, si involucran el impuesto pagado con anterioridad a que ésta se 

formuló, al no poder concretarse los efectos de la eventual concesión de amparo que, como se señaló, 

únicamente trascenderían a ese acto de aplicación (solicitud de devolución) y hacia el futuro, por lo que 

no podrían abarcar el pago realizado con anterioridad a la petición cuya respuesta se impugnó en el 

juicio contencioso administrativo. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 

 

 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DE LA COMISIÓN RELATIVA EN EL PROCEDIMIENTO DE INCONFORMIDAD 
PREVISTO EN LA LEY DE LA MATERIA, PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
PREVIO AL AMPARO. 

 

La resolución emitida por la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de Nuevo 

León en el procedimiento de inconformidad establecido en la ley de la materia, es impugnable, por 

afinidad, mediante el juicio contencioso administrativo local, porque en términos de los artículos 8o. de 

la Constitución Política, vigente hasta el 28 de septiembre de 2007; 6 del mismo ordenamiento, a partir 

de su reforma publicada en esa fecha y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, todos 

de la propia entidad, dicha comisión es un órgano constitucionalmente autónomo, especializado e 

imparcial, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía presupuestaria, operativa, de 

decisión y de gestión, encargado de promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la 

información, la protección de datos y resolver sobre el procedimiento de inconformidad en esta materia; 

de donde deriva que no se trata de un órgano creado a instancia del titular del Poder Ejecutivo local ni 

para el auxilio de éste en actividades que correspondan a sus facultades o para ejercer las que le haya 

delegado y que, además, conocerá del procedimiento de inconformidad en los supuestos a que alude 
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el artículo 125 del ordenamiento citado en último término, el que podrá sobreseer o desechar por 

improcedente y confirmar, revocar o modificar la respuesta o resolución del sujeto obligado. En estas 

condiciones, la comisión referida emite actos materialmente jurisdiccionales en sede administrativa, 

como son las resoluciones recaídas a los procedimientos de inconformidad, por lo que, a la par de su 

autonomía de los Poderes del Estado, desde el punto de vista de la actividad que materialmente 

desarrolla, se vincula con la prestación de un servicio de interés público que es inherente a sus funciones 

y que, por conveniencia, le ha sido atribuido de modo exclusivo y con autonomía presupuestaria, 

operativa, de decisión y de gestión; ubicándose, sin embargo, en un plano de operación equiparable, 

en sus demás características, a una dependencia de la administración pública paraestatal o 

descentralizada, que se define por gozar de personalidad jurídica propia y autonomía operativa y 

presupuestaria. Por ende, contra las resoluciones señaladas procede el juicio contencioso 

administrativo local, previo al amparo, considerando que la ley de transparencia estatal no prevé su 

inimpugnabilidad, lo que lleva a considerar que no existe la intención de excluir un control sobre su 

legalidad y, por ende, esa autonomía no puede entenderse como una inmunidad al referido control 

jurisdiccional; sumado a que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado goza de autonomía en el 

dictado de sus resoluciones, derivada de las normas constitucionales federal y local, y el juicio respectivo 

fue instituido para impugnar los actos o resoluciones dictados, ordenados, ejecutados o que se 

pretendan ejecutar, por autoridades administrativas, fiscales o entidades de la administración pública 

paraestatal o de los Municipios del Estado de Nuevo León, en la inteligencia de que la resolución 

indicada es una determinación que pudiera causar un agravio distinto a los precisados en las fracciones 

I a III del artículo 17 de la Ley de Justicia Administrativa; es un acto de una autoridad administrativa 

estatal fuera del procedimiento de ejecución fiscal, e incluso, se trata de una resolución emitida en un 

recurso establecido también por una ley estatal, por lo que, indudablemente, es el medio localizado en 

el orden jurídico local más afín para ello, aunado a que mediante ese medio ordinario de defensa es 

factible modificar, revocar o nulificar la resolución que se impugne y obtener la suspensión del acto 

impugnado con la sola presentación de la demanda y la solicitud expresa, con los mismos alcances que 

los previstos en la Ley de Amparo, sin que se exijan mayores requisitos que los ahí señalados para 
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conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el establecido para obtener la suspensión 

provisional. En consecuencia, si no se agota el referido medio ordinario de defensa previo al juicio 

constitucional, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley 

de Amparo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

 

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD. EL ARTÍCULO 49 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, QUE PERMITE EL DICTADO DE ESA 
RESOLUCIÓN SIN HABERSE CERRADO LA INSTRUCCIÓN, ES INAPLICABLE EN EL CASO DE 
QUE EL ACTOR MANIFIESTE QUE NO LE FUE NOTIFICADA LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y LA 
AUTORIDAD, AL CONTESTAR LA DEMANDA, LA EXHIBA JUNTO CON LAS CONSTANCIAS DE 
SU NOTIFICACIÓN. 

 

El artículo 49, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que prevé 

que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa pueden dictar la resolución de 

sobreseimiento en el juicio de nulidad por alguna de las causas previstas en el numeral 9o. del propio 

ordenamiento, sin haberse cerrado la instrucción, es inaplicable en el caso de que el actor manifieste 

que no le fue notificada la resolución impugnada y la autoridad, al contestar la demanda, no sólo haga 

valer causas de improcedencia, sino que, en cumplimiento de su fatiga procesal, la exhiba junto con las 

constancias de su notificación, pues, en esta hipótesis, no es posible dictar resolución sin que 

previamente se den a conocer éstas al promovente, para darle la oportunidad de ampliar su demanda, 

en términos de los artículos 16, fracción II y 17 de dicha ley, pues de lo contrario, se actualiza una 

violación a las leyes del procedimiento que amerita su reposición. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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SEGURIDAD JURÍDICA. EL ARTÍCULO 45, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
FRACCIONAMIENTOS Y ACCIONES URBANÍSTICAS DEL ESTADO DE PUEBLA RESPETA DICHA 
PRERROGATIVA FUNDAMENTAL, AL DISPONER QUE SE PODRÁ DETERMINAR QUE SE 
DESTINE "HASTA" EL VEINTE POR CIENTO DEL ÁREA NETA DE UN DESARROLLO EN 
RÉGIMEN DE PROPIEDAD Y CONDOMINIO PARA ZONA ECOLÓGICA Y DE EQUIPAMIENTO 
URBANO, PUES EL ANÁLISIS RELATIVO DEBE EFECTUARSE PARTIENDO DE LA 
REPERCUSIÓN ESPECÍFICA QUE ESA NORMA TIENE EN EL DERECHO DE PROPIEDAD DEL 
GOBERNADO QUE EJECUTA ESA CLASE DE DESARROLLOS. 

 

De una interpretación sistemática de la mencionada porción normativa, en relación con los diversos 

artículos 65, fracción II y 66 a 70 de la propia ley, se colige que el gobernado que ejecuta un proyecto 

de desarrollo en régimen de propiedad y condominio, al estar obligado a destinar una superficie para 

área ecológica y de equipamiento urbano, no experimenta en su derecho de propiedad un acto privativo, 

sino, en su caso, una modalidad que lo restringe. En esas condiciones, la porción normativa aludida 

respeta la prerrogativa fundamental de seguridad jurídica al establecer un límite a la actuación de la 

autoridad, señalándose expresamente que ésta podrá determinar que se destine con dichos fines 

"hasta" el veinte por ciento del área neta. Ello es así, porque el particular sabe con certeza cuál es el 

porcentaje de superficie máxima que puede exigirle la autoridad que se destine al objeto señalado, y 

que más allá de esa cantidad, no le será exigible otra para tales efectos. Asimismo, en el análisis de la 

prerrogativa indicada también debe ser ponderado que los desarrollos inmobiliarios a que nos referimos 

están destinados a su futura adquisición, entre otros casos, por particulares también titulares de 

derechos fundamentales, y que con la disposición en análisis tienen la certeza de que en los desarrollos 

en régimen de propiedad y condominio, en virtud de la obligación contenida en la porción normativa de 

referencia, se destinará un área específica para zona ecológica y de equipamiento urbano, que no será 

propiedad del Ayuntamiento, sino un elemento o parte común del desarrollo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. DIFERENCIAS ENTRE LA POLÍTICA Y 
LA ADMINISTRATIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN). 

 

Las fracciones I y III del artículo 107 de la Constitución Política del Estado de Michoacán establecen, 

respectivamente, dos tipos de responsabilidad: i) en el ámbito político; y, ii) de naturaleza administrativa. 

En el primero se condiciona la sustanciación del juicio político para aplicar las sanciones indicadas en 

el diverso numeral 108 del mismo ordenamiento, a que se trate de los servidores públicos que podrán 

ser sujetos de éste; las sanciones consistirán en la suspensión, destitución o inhabilitación para 

desempeñar las funciones, empleos, cargos o comisiones, y el procedimiento correspondiente se 

reglamenta en los preceptos 291 a 304 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del 

Estado. En complemento, los artículos 44, fracción XXVI, segundo párrafo y 110, primer párrafo, de la 

propia Constitución disponen, respectivamente, que: es facultad del Congreso conocer de las 

imputaciones que se hagan a los servidores públicos y erigirse en jurado de sentencia para conocer de 

las faltas u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen 

despacho; el procedimiento sólo podrá iniciarse durante el periodo en el que el servidor público 

desempeñe su cargo y dentro de un año después; y, las sanciones correspondientes se aplicarán en un 

lapso no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento. En cuanto a la responsabilidad 

administrativa, ésta aplica, en principio, a "todos los servidores públicos", por los actos u omisiones que 

afecten la lealtad institucional por la falta de legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia que deban 

observar en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos o comisiones; la que, según texto expreso 

del artículo 109, primer párrafo, de la Constitución estatal, es determinada por las obligaciones insertas 

en las leyes en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, las cuales 

regularán los procedimientos y autoridades para aplicarlas; dicho precepto prevé, además, que las 

sanciones aplicables en este ámbito, consistirán en la suspensión, destitución, inhabilitación y en las 

económicas, además de las que señalen las leyes secundarias. En estas condiciones, mientras la 

responsabilidad política sólo se limita a los servidores públicos expresamente mencionados en el 

artículo 108 citado, la administrativa opera respecto de todos, de lo que se concluye que ambos tipos 

están encaminados a salvaguardar bienes jurídicos diversos, incluso, se rigen por procedimientos 
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distintos y conocen de ellos autoridades diferentes; además de que son autónomos, conforme al 

segundo párrafo del numeral 107 mencionado. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS MAGISTRADOS Y JUECES DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN. EL EXAMEN DE LA "NOTORIA INEPTITUD", COMO 
CAUSA RELATIVA, TIENE QUE MOSTRAR QUE ACTUARON CON UNA FRANCA E INNEGABLE 
DESVIACIÓN DE LA LEGALIDAD. 

 

La Constitución Política del Estado de Michoacán, en sus artículos 68, 104, 107, fracción III, párrafo 

primero, encuentra correspondencia con la directriz impuesta tanto por el orden jurídico internacional 

como por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su precepto 113, al reconocer lo 

relevante que es para una adecuada función jurisdiccional, que los juzgadores del Poder Judicial de 

dicha entidad encuentren garantías que preserven su independencia, y sujetar sus actuaciones a los 

principios de legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia; para lo cual, en aras de preservarlos, en su 

artículo 67 dotó al Consejo del Poder Judicial de las obligaciones de "administración, vigilancia y 

disciplina", lo cual reglamenta el numeral 77, fracción XXV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado, en cuanto establece como atribución de ese consejo, sancionar a los Jueces y demás servidores 

públicos del Poder Judicial. Lo anterior deriva de la evidente necesidad de mantener un equilibrio entre 

la independencia que es preciso garantizar a los juzgadores, y la necesidad de que éstos ajusten sus 

actos a los principios mencionados, so pena de responsabilidad administrativa -incluso de otra índole, 

como puede ser la penal, civil o política- en que puedan incurrir. Esto es, sin desconocer que necesitan 

verse libres de cualquier injerencia extraña al derecho, tampoco puede dejar de observarse la necesidad 

de examinar que desenvuelvan su función dentro de las exigencias que impone el propio marco 

constitucional (federal y local). En consecuencia, la causa de responsabilidad establecida en el artículo 

152, fracción VII, de la ley orgánica citada, referente a tener una notoria ineptitud en el desempeño de 

las funciones o labores que deba realizar un Magistrado o Juez, debe entenderse en el sentido de que 
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el examen relativo debe mostrar que el servidor público actuó con una franca e innegable desviación de 

la legalidad, y no que emitió una consideración de criterio o arbitrio debatible u opinable, a efecto de no 

vulnerar la independencia jurisdiccional. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. SU RESTRICCIÓN 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY FEDERAL DE LOS DERECHOS DEL 
CONTRIBUYENTE SÓLO ES APLICABLE A LAS ÓRDENES DE VISITA DOMICILIARIA, NO A LA 
REVISIÓN DE GABINETE. 

 

El artículo 19 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente prevé que cuando las autoridades 

fiscales determinen contribuciones omitidas, no pueden llevar a cabo determinaciones adicionales con 

base en los mismos hechos conocidos en una revisión, pero sí lo podrán hacer cuando se comprueben 

hechos diferentes, con sustento en información, datos o documentos de terceros o en la revisión de 

conceptos específicos que no se hayan analizado con anterioridad y, en este último supuesto, la orden 

por la que se ejerzan las facultades de comprobación, que debe estar debidamente motivada con la 

expresión de los nuevos conceptos a fiscalizar, sólo es aplicable para las visitas domiciliarias y no para 

la revisión de gabinete o escritorio, porque su contenido se asemeja al último párrafo del artículo 46 del 

Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, en tanto señala que una vez 

concluida la visita domiciliaria, para iniciar otra, se requerirá nueva orden y, tratándose del ejercicio de 

las facultades de comprobación respecto de las mismas contribuciones, aprovechamientos y ejercicio 

fiscal, podrá efectuarse la nueva sólo cuando se comprueben hechos diferentes a los ya revisados. En 

estas condiciones, ambas disposiciones comparten la tutela de un derecho fundamental contenido en 

el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, la inviolabilidad del 

domicilio del contribuyente, porque para que la autoridad hacendaria pueda ejercer nuevamente sus 

facultades de comprobación mediante la emisión de una nueva orden, cuando se trate de contribuciones 
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o aprovechamientos y periodos revisados (Código Fiscal) o las autoridades tributarias determinen 

contribuciones omitidas (Ley Federal de los Derechos del Contribuyente), la verificación debe partir de 

la comprobación de hechos diferentes a los revisados; esto es, en ambos preceptos el legislador 

restringió la facultad ilimitada que anteriormente tenía la autoridad hacendaria para introducirse 

constantemente al domicilio del contribuyente a constatar, incluso, las mismas contribuciones o 

aprovechamientos y periodos fiscalizados. Por tanto, lo dispuesto en el artículo 19 citado sólo es 

aplicable a las órdenes de visita domiciliaria, no a la revisión de gabinete, dado que la norma está 

confeccionada para salvaguardar el derecho fundamental a la no introducción al domicilio del 

contribuyente y la seguridad jurídica que pretende proteger con la restricción impuesta, a diferencia de 

la revisión de gabinete que se lleva a cabo en las oficinas de la autoridad hacendaria. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

CONSEJO DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN. NO ESTÁ IMPEDIDO PARA 
SANCIONAR CON LA DESTITUCIÓN DE SU ENCARGO A UN SECRETARIO DE ACUERDOS DE 
LAS SALAS DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA A QUIEN DESIGNÓ PARA EJERCER 
PROVISIONALMENTE LAS FUNCIONES DE MAGISTRADO, POR SU ACTUACIÓN COMO 
JUZGADOR DE APELACIÓN. 

 

Del artículo 79, cuarto párrafo, de la Constitución Política y de la interpretación sistemática, teleológica 

y funcional de los preceptos 77, fracción XXV, 149 y 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ambas 

del Estado de Michoacán, se colige que el Consejo del Poder Judicial de la entidad no sólo está 

facultado, sino que debe sancionar a los Magistrados cuando -derivado de la evaluación permanente- 

advierta que incurrieron en causales de responsabilidad, previo procedimiento; pero si la sanción 

procedente es la privación del encargo o la inhabilitación, está impedido para imponerla, por lo que 

deberá comunicar esa circunstancia al Congreso Local, para que sea éste quien resuelva, por ser quien 

los nombra y reelige, en términos de los artículos 44, fracciones XXI y XXII, 77, segundo párrafo y 79, 

primer párrafo, de la Constitución estatal. De lo anterior se sigue que ésta, por virtud de su jerarquía, 
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habrá de imperar sobre la normativa secundaria que pueda disponer lo contrario, dado que, al ser 

producto de la actividad legislativa ordinaria, debe ajustarse a aquélla, máxime que el artículo 151, 

primer párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado así lo prevé. En estas condiciones, la 

imposibilidad del Consejo del Poder Judicial para aplicar a los Magistrados las sanciones indicadas, sólo 

opera para quienes fueron electos o reelectos constitucionalmente por el Congreso. Por tanto, si un 

secretario de Acuerdos de las Salas del Supremo Tribunal de Justicia fue designado por el propio 

consejo para ejercer provisionalmente las funciones de Magistrado, dicho órgano no está impedido para 

someterlo al procedimiento administrativo de responsabilidades y, en su caso, imponerle como sanción 

la destitución de su encargo por su actuación como juzgador de apelación, dado que se ubica en el 

renglón amplio de los demás funcionarios judiciales a que se refiere el artículo 150 de la ley orgánica 

aludida. Lo anterior es así, porque la razón que subyace en términos teleológicos para que el Congreso 

del Estado sea el único facultado para destituir a un Magistrado, obedece al sistema de mutuo equilibrio 

que se busca entre los tres poderes constitucionales, doctrinalmente conocido como de "pesos y 

contrapesos", en el que uno goza de ciertos deberes de control sobre los otros, pues sólo en esa medida 

se torna comprensible que, por disposición de la norma constitucional local, el Legislativo sea el 

facultado para elegir, reelegir y privar de su encargo a los titulares de un diverso poder, lo cual cobra 

consistencia jurídica a la luz del aforismo jurídico que establece que quien puede lo más, puede lo 

menos, cuya aplicación se encuentra permitida por el artículo 14 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA UNA NORMA 
FISCAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO CON MOTIVO DE SU PRIMER ACTO DE APLICACIÓN, 
CONSISTENTE EN LA DECLARACIÓN Y PAGO DE UN IMPUESTO POR MEDIOS ELECTRÓNICOS. 
CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERCE JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DEL 
DOMICILIO FISCAL ESTATAL DEL QUEJOSO. 
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Conforme al artículo 37, párrafo primero, de la Ley de Amparo, si el acto reclamado requiere ejecución 

material, será competente para conocer del juicio de amparo el Juez de Distrito en cuya jurisdicción 

deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado. En este contexto, 

cuando se reclamen en el amparo indirecto las normas generales que regulan algún impuesto del Estado 

de Quintana Roo, con motivo de su primer acto de aplicación, consistente en la declaración y pago de 

la contribución por medios electrónicos, será competente el Juez de Distrito que ejerza jurisdicción en 

el lugar del domicilio fiscal estatal del quejoso. En efecto, ese domicilio es el lugar señalado por el 

legislador al contribuyente para todos los efectos de la relación tributaria local y, además, coincide con 

la circunscripción territorial de la oficina recaudadora de rentas municipal a la que están dirigidos la 

declaración y el pago de contribuciones, conforme a los artículos 13 del Código Fiscal del Estado de 

Quintana Roo y 2o. de su reglamento. Por tanto, debe considerarse que las mencionadas normas tienen 

como lugar de ejecución el que corresponda al domicilio fiscal estatal del quejoso, pues es el sitio 

vinculado al cumplimiento de la obligación contributiva y en el que se ejercerán las funciones autoritarias 

de control y fiscalización. De ahí que el Juez de Distrito que ejerza jurisdicción en ese lugar resulte 

competente por razón de territorio para conocer del correspondiente juicio de amparo indirecto. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 11, FRACCIONES LXVI Y LXVII, DE 
SU REGLAMENTO INTERIOR, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA, 
EN TANTO QUE NO CONTRAVIENE NI SUPERA LO DISPUESTO POR LA LEY ADUANERA. 

 

El Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria desarrolla lo dispuesto en la Ley del 

Servicio de Administración Tributaria, y no así lo previsto en la Ley Aduanera; no obstante, dada su 

vinculación, para verificar si se cumple con el principio de subordinación jerárquica, su examen puede 

hacerse también respecto de este último ordenamiento. En ese sentido, el artículo 11, fracciones LXVI 

y LXVII, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, en cuanto faculta al 

Administrador General de Aduanas para emitir el dictamen de clasificación arancelaria, no contraviene 
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ni rebasa lo dispuesto por el artículo 144, fracción XIV, de la Ley Aduanera, que otorga esa atribución a 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en virtud de que la facultad que esa disposición 

reglamentaria confiere a la citada autoridad aduanera deriva del propio artículo 144, fracción XIV, de la 

Ley Aduanera, en relación con los numerales 2o., punto D, fracción I, y 98-C del Reglamento Interior de 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como 1o. y 7o., fracciones II y VII, de la Ley del Servicio 

de Administración Tributaria, de los que se advierte que el Secretario de Hacienda y Crédito Público, 

para el desahogo de los asuntos de su competencia se auxiliará, entre otros, del órgano desconcentrado 

denominado Servicio de Administración Tributaria el que, a su vez, se apoyará en las unidades 

administrativas centrales, entre las que se encuentra el mencionado Administrador General de Aduanas. 

En ese contexto, si la Ley Aduanera faculta al Secretario de Hacienda y Crédito Público para establecer 

la naturaleza, características, clasificación arancelaria, origen y valor de las mercancías de importación 

y exportación, es claro que el Presidente de la República, en uso de su facultad reglamentaria, de 

manera válida confirió esa facultad al Administrador General de Aduanas. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. SU NATURALEZA ES DISTINTA A LA FIGURA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. 

 

A fin de hacer efectivo el ejercicio del derecho a la indemnización por la actividad administrativa irregular 

del Estado reconocido por el artículo 113, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el legislador estableció un procedimiento específico en la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado, sentando los lineamientos y bases adjetivas que deben 

respetarse para determinar si ha lugar al pago de daños y perjuicios al particular por esa actividad lesiva. 

Ahora, por lo que hace al juicio de nulidad, el artículo 6o. de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo contiene un procedimiento especial que puede dar lugar a indemnizar a los 
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gobernados afectados, cuando la autoridad demandada haya incurrido en "falta grave" -y no por su 

"actividad administrativa irregular"-, y no se allane al contestar la demanda, indicando de manera 

taxativa los supuestos que dan lugar al pago de daños y perjuicios. En esa lógica, si el particular 

pretende obtener una indemnización dentro del juicio de nulidad derivada del daño causado por el acto 

administrativo emitido por la autoridad demandada, es requisito indispensable que se actualice alguno 

de los supuestos de "falta grave" previstos por el referido numeral 6o., en el entendido de que, de no 

acontecer ello, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no podrán otorgar el 

derecho a una indemnización con base en la diversa figura de la "actividad administrativa irregular" a 

que alude el segundo párrafo del artículo 113 constitucional, pues este derecho está sujeto, 

ineludiblemente, a las bases y los lineamientos que el legislador ordinario fijó en la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO 
DECRETADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO IMPLICA, NECESARIAMENTE, 
UNA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ENTE ESTATAL. 

 

La Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado es reglamentaria del párrafo segundo del 

artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y tiene por objeto fijar las bases 

y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de 

soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad 

administrativa irregular del Estado. En esa lógica, el hecho de que en el juicio contencioso administrativo 

se declare la nulidad del acto impugnado no implica, necesariamente, que se tenga por acreditada "la 

actividad irregular" del ente estatal, en virtud de que la ley citada prevé las cargas probatorias y principios 

que deben observarse para ese efecto, siendo un requisito ineludible acreditar la relación causal entre 

la acción u omisión imputada al ente estatal y el daño causado, y que a su vez, se puedan hacer valer 
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las excepciones señaladas en la ley; máxime que el artículo 20 del referido ordenamiento legal establece 

que la nulidad del acto administrativo "no presupone por sí misma derecho a la indemnización", pues 

para ello debe sustanciarse el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, conforme a las 

reglas de la ley reglamentaria mencionada. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. SE VULNERA CUANDO UN REGLAMENTO 
CONTRARÍA UNA LEY DISTINTA A LA QUE DESARROLLA, COMPLEMENTA O DETALLA, PERO 
CON LA CUAL GUARDA VINCULACIÓN. 

 

La importancia de los reglamentos radica en que posibilitan proveer en la esfera administrativa a la 

exacta observancia de las leyes, donde el principio de legalidad preceptúa que no puede existir un 

reglamento independiente en el ordenamiento jurídico, al ser necesaria una ley previa; así, en atención 

a dicho principio, los reglamentos no pueden contener cuestiones que son exclusivas de la ley, cobrando 

relevancia el concepto de reserva de la ley. Ahora bien, el principio de subordinación jerárquica al que 

se encuentra sujeta la facultad reglamentaria, consiste en la exigencia de que al reglamento lo preceda 

necesariamente una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente, o detalle y en las que encuentra 

su justificación y medida. Sin embargo puede darse el caso en que un reglamento viole una ley distinta 

de las que reglamenta en forma específica y con ello puede infringir el principio en comento; de ahí que 

para hacer valer su inconstitucionalidad, debe argumentarse que excede el alcance de la Ley, y para 

ello puede partirse de aquella que el reglamento desarrolla complementa o detalla, o bien, de aquella 

otra con la que tenga vinculación por la materia regulada. 

 

SEGUNDA SALA 
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AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. CONTRA SUS RESOLUCIONES EN 
LOS ASUNTOS RELATIVOS AL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES E IMPOSICIÓN DE 
SANCIONES ES IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LOCAL. 

 

La Constitución Política de la citada entidad federativa, en su título decimoprimero, establece que la 

justicia administrativa se deposita en un Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que conocerá y 

resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración 

pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e 

intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con 

competencia en todo el territorio estatal. Es decir, la justicia administrativa depositada en el mencionado 

tribunal no fue creada para resolver los juicios que se generen con motivo de las resoluciones emitidas 

por autoridades pertenecientes al Poder Legislativo o Judicial. Por tanto, contra las resoluciones que 

emita la Auditoría Superior del Estado, es decir, el órgano del Poder Legislativo Local encargado de la 

revisión previa y fiscalización de los entes que recauden, administren, manejen o ejerzan recursos 

públicos, en los asuntos que le compete conocer, relativos al fincamiento de responsabilidades e 

imposición de sanciones previstos en el título sexto de la Ley de Auditoría Superior del Estado, es 

improcedente el juicio contencioso administrativo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO. 

 

 

DEPRECIACIÓN. EL PORCENTAJE PREVISTO EN EL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE EN 2002, PARA LA MAQUINARIA Y EQUIPO 
UTILIZADOS EN LA EXTRACCIÓN Y PROCESAMIENTO DE PETRÓLEO CRUDO Y GAS NATURAL, 
NO TRANSGREDE EL ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

 

Conforme al precepto constitucional citado, vigente en 2002, corresponde a la Nación el dominio directo 

del petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos, el cual es inalienable e 
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imprescriptible, y no se otorgarán concesiones ni contratos sobre esos hidrocarburos, cuya explotación 

llevará a cabo la Nación en términos de la Ley Reglamentaria respectiva. Por su parte, el artículo 6o. de 

la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, autoriza a Petróleos 

Mexicanos y sus organismos subsidiarios a celebrar con personas físicas o morales los contratos de 

obras y de prestación de servicios que la mejor realización de sus actividades requiere, obligándose a 

pactar en efectivo las remuneraciones respectivas y prohibiéndose acordar el pago de porcentajes en 

los productos o participación en los resultados de las explotaciones. En este sentido, al establecer el 

artículo 41, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el 7% como porcentaje de depreciación 

aplicable a la maquinaria y equipo distintos de los señalados en su artículo 40, que se utilicen en la 

extracción y procesamiento de petróleo crudo y gas natural, no transgrede el precepto constitucional 

indicado, ya que sus destinatarios son aquellos particulares que, en términos de la autorización que 

contempla la Ley Reglamentaria de la materia, celebran los referidos contratos de obras y/o prestación 

de servicios con Petróleos Mexicanos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

DEPRECIACIÓN. EL PORCENTAJE PREVISTO EN EL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE EN 2002, ES APLICABLE SÓLO A LA MAQUINARIA 
Y EQUIPO UTILIZADOS EN LA EXTRACCIÓN Y PROCESAMIENTO DE PETRÓLEO CRUDO Y GAS 
NATURAL, Y NO EN TODA LA CADENA PRODUCTIVA DE LOS HIDROCARBUROS. 

 

Los artículos 27, párrafos cuarto y sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

así como 1o. y 2o. de su Ley Reglamentaria en el Ramo del Petróleo, vigentes en 2002, utilizan la 

expresión "explotación" para referirse al aprovechamiento general de los hidrocarburos que corresponde 

a la Nación, mientras el numeral 3o. de dicha ley le da una acepción distinta, al aludir a la "explotación" 

como una de las fases que componen la industria petrolera. En este sentido, el artículo 41, fracción III, 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al establecer el 7% como porcentaje de depreciación aplicable 
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a la maquinaria y equipo distintos de los señalados en su artículo 40, que se utilicen en la extracción y 

procesamiento de petróleo crudo y gas natural, se refiere específicamente a esa etapa de la industria 

petrolera y no a todas las demás que la conforman, pues si el legislador hubiese querido que el 

porcentaje de depreciación indicado fuera aplicable a toda la cadena productiva del petróleo, así lo 

hubiese previsto, utilizando la palabra "explotación", o bien, sin hacer referencia a un etapa específica. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

DEPRECIACIÓN. A LA PLATAFORMA DE PERFORACIÓN MARINA LE ES APLICABLE EL 
PORCENTAJE DEL 10% PREVISTO EN LA FRACCIÓN XV DEL ARTÍCULO 41 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE EN 2002, PARA LAS ACTIVIDADES NO ESPECIFICADAS 
EN LA NORMA. 

 

La plataforma de perforación marina se utiliza para perforar, reparar y terminar pozos petroleros con el 

fin de tener acceso a los yacimientos en que se encuentra el hidrocarburo, pero a través de ella no se 

extrae el petróleo. Por tanto, a ese equipo no aplican los porcentajes del 7% previsto en la fracción III 

del artículo mencionado, ya que no se utiliza en la etapa de la industria petrolera relativa a la extracción 

y procesamiento de petróleo crudo y gas natural, sino en la fase previa de exploración, ni el de 25% que 

contempla la fracción XI de la citada disposición legal, pues tampoco se usa en la industria de la 

construcción. En consecuencia, a la plataforma aludida aplica el porcentaje del 10% que establece la 

fracción XV para las actividades no especificadas. 

 

SEGUNDA SALA 
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VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
2004). 

 

El precepto citado establece un listado limitativo de servicios independientes cuya prestación está 

gravada con la tasa del 0%, en específico, los señalados en el inciso a), que se presten directamente a 

agricultores y ganaderos, y estén destinados a ciertas actividades agropecuarias, dentro de las cuales 

no se encuentra incluida la transportación de leche, de los ranchos ganaderos a las plantas 

pasteurizadoras, lo que atiende a una razón objetiva y justificada, toda vez que de los antecedentes 

legislativos de dicha porción normativa se advierte que la intención del legislador no fue otorgar la tasa 

preferencial a todos los servicios destinados a actividades agropecuarias, sino sólo a aquellos que 

apoyan el saneamiento y la producción de ganado, entre los que se ubican los servicios destinados a 

su vacunación, desinfección e inseminación, que están relacionados directamente con la medicina 

curativa y preventiva, lo que redunda en beneficio no sólo de los sectores menos favorecidos, sino de 

la población en general. En ese sentido, el transporte de leche del establo a la planta pasteurizadora 

constituye un servicio que dista de los elegidos por el legislador para apoyarlos y promoverlos, pues no 

es indispensable en la cadena de producción de la leche, toda vez que constituye una etapa posterior 

a ésta, cuando ya el ganadero se ocupó de la salud y el desarrollo del ganado que la produce, por lo 

que dicho servicio no es uno de los que favorecen directa e inmediatamente a la producción del ganado 

o su saneamiento; ni siquiera la producción de un alimento de consumo básico, como es la leche y que, 

por ello, beneficie a los sectores sociales menos protegidos, que fue una de las razones fundamentales 

para establecer la tasa del 0% a ciertos actos o actividades. Por tanto, el artículo 2o.-A, fracción II, inciso 

a), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en 2004, al no incluir el servicio de transportación 

referido, no vulnera el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

PRIMERA SALA 

 



 

 

 

 

 

Página 110 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REVOCACIÓN DESFAVORABLE PARA LA AUTORIDAD 
HACENDARIA. ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE MEDIANTE EL JUICIO DE LESIVIDAD. 

 

Del estudio concatenado de los artículos 14, fracciones I y XII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa; 2o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

y 36 del Código Fiscal de la Federación, se colige que el citado tribunal podrá conocer de la decisión 

adoptada en un recurso de revocación favorable a un particular, a propósito de una obligación fiscal, sin 

que ello implique una nueva resolución en sentido estricto respecto del crédito correspondiente; habida 

cuenta de que ese medio de impugnación se tramita y resuelve en sede administrativa, sin que en forma 

alguna se lleve a cabo una actividad materialmente jurisdiccional, sino de control interno de los actos, 

respecto de la cual no es factible garantizar una actuación objetiva, imparcial e independiente, dada la 

vinculación formal y funcional existente entre la resolutora y la emisora del acto recurrido, lo que sí 

acontece en el juicio de lesividad a cargo del tribunal mencionado, pues cuenta con autonomía para 

emitir sus resoluciones, según lo previsto en el numeral 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Federal, 

lo cual permite que se tenga un acceso efectivo a la impartición de justicia en un equilibrio procesal 

entre las partes. De ahí que pueda afirmarse que dicho juicio de lesividad procede contra una resolución 

que favorezca al particular en un recurso de revocación. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

NOTIFICACIÓN FISCAL PERSONAL. CARACTERÍSTICAS DE SU RAZÓN CIRCUNSTANCIADA, 
TRATÁNDOSE DE UN DOMICILIO CONFORMADO POR UN NÚMERO TANTO EXTERIOR COMO 
INTERIOR, PARA DAR PLENA CERTEZA DE CÓMO EL NOTIFICADOR SE CERCIORÓ DE ESTAR 
EN AQUÉL. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 158/2007, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto 

de 2007, página 563, de rubro: "NOTIFICACIÓN FISCAL DE CARÁCTER PERSONAL. LA RAZÓN 
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CIRCUNSTANCIADA DE LA DILIGENCIA DEBE ARROJAR LA PLENA CONVICCIÓN DE QUE SE 

PRACTICÓ EN EL DOMICILIO DEL CONTRIBUYENTE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 137 DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN).", dispuso que si bien es cierto que no puede exigirse como 

requisito de legalidad del acta de notificación una motivación específica de los elementos de los que se 

valió el fedatario para cerciorarse de estar en el domicilio correcto del contribuyente, también lo es que 

la circunstanciación de los pormenores de la diligencia debe arrojar la plena convicción de que 

efectivamente se llevó a cabo en el domicilio de la persona o personas señaladas en el acta. En 

consecuencia, tratándose de un domicilio conformado por un número tanto exterior como interior, la 

razón circunstanciada de la notificación fiscal personal debe dar plena certeza de cómo el notificador se 

cercioró de estar en aquél, al precisar lo acontecido tanto en su exterior como en su interior, lo que no 

se satisface cuando sólo asienta que en ese lugar lo atendió una persona, sin precisar si fue dentro o 

fuera, además de omitir asentar lo acontecido en cada uno de esos lugares, esto es, si estaba franca la 

puerta principal de acceso al edificio o condominio en donde se enclava el inmueble; si fue atendido por 

alguna persona, y si por ello, se dirigió a su interior, así como de lo ocurrido en éste. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO PRESENTADA VÍA ELECTRÓNICA ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. DEBE ADMITIRSE, AUN CUANDO EL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL NO HAYA EMITIDO LA REGULACIÓN RESPECTIVA 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO DE LA LEY DE LA MATERIA. 

 

De la exposición de motivos de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de 

Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y se reforman y adicionan diversos ordenamientos, de 15 de febrero de 2011, se advierte 

que la intención del legislador fue trasladar al ámbito de la justicia constitucional las experiencias 

positivas que ha generado el uso de las tecnologías de la información en otras materias, así como 
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simplificar la actuación procesal de los órganos jurisdiccionales y modernizar el sistema judicial, 

otorgando validez a las promociones que se realicen, entre otros medios, con la firma electrónica. Como 

resultado de lo anterior, el artículo 3o. de la Ley de Amparo en vigor establece que en el juicio de amparo 

es optativo para el promovente presentar su escrito impresa o electrónicamente y, en este último caso, 

se exhibirá utilizando la firma electrónica conforme a la regulación que para tal efecto emita el Consejo 

de la Judicatura Federal. Por su parte, el artículo décimo primero transitorio del propio ordenamiento 

dispone que, para la implementación del sistema electrónico y la utilización de la firma indicada, el 

órgano mencionado expediría el reglamento correspondiente en el plazo de noventa días a partir de su 

entrada en vigor, esto es, del 3 de abril de 2013. En consecuencia, si la demanda de amparo directo se 

presenta ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, vía electrónica, resulta inaplicable 

el artículo 58-Q de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que en su parte 

conducente prevé que para la tramitación del juicio de amparo no rige lo relativo a los juicios en línea, y 

debe tenerse por debidamente presentada y admitirse por el Tribunal Colegiado de Circuito, si la Sala 

responsable al recibirla, autentificó la firma electrónica e, incluso, remitió la constancia al respecto, con 

lo cual convalidó su presentación por ese medio. Además, la omisión de emitir la regulación respectiva 

no es imputable al gobernado y, por tanto, no puede pararle perjuicio, pues de considerar que no puede 

ejercer la opción otorgada por el legislador ante la falta de cumplimiento del órgano del Estado al que 

se le encomendó la emisión de aquélla, es dejarlo sin la posibilidad de defensa, lo que equivale a 

contravenir el principio de acceso a la justicia, tutelado por el segundo párrafo del artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en la inteligencia de que esto sólo opera 

tratándose de la presentación de la demanda y no de la secuela del trámite del juicio de amparo, al no 

contar, por el momento, con los requerimientos tecnológicos necesarios. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Constitucional y amparo   

Jurisprudencias 

 

SENTENCIAS DE AMPARO. CONFORME AL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA, EL JUEZ DE 
DISTRITO CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA CONDENAR, EN ABSTRACTO, A QUIENES NO 
FIGURARON COMO AUTORIDADES RESPONSABLES, A EMPRENDER DETERMINADAS 
ACCIONES CON EL FIN DE PROMOVER, RESPETAR, PROTEGER Y GARANTIZAR DERECHOS 
HUMANOS, DE QUIEN NO ES EL QUEJOSO. 

 

Conforme a las reglas y principios básicos establecidos para el dictado de las sentencias de amparo, 

contenidos en los artículos 73, párrafo primero, y 77, fracciones I y II, párrafo primero, de la ley de la 

materia, la sentencia que conceda la protección constitucional tendrá por efecto restituir al agraviado en 

el pleno goce del derecho fundamental violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes 

de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea negativo, el efecto será 

obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar el derecho de que se trate y a 

cumplir lo que éste le exija. En este contexto, si la sentencia de amparo dictada por el Juez de Distrito 

se ocupa de cuestiones ajenas a la controversia, al grado de "ordenar" (condenar), en abstracto, a 

autoridades que no figuraron como responsables ni participaron en la emisión o ejecución del acto 

reclamado, a emprender acciones con el fin de promover, respetar, proteger y garantizar algún derecho 

humano, por ejemplo, establecer cursos, programas de capacitación, sistematización de prácticas, 

lineamientos a seguir, necesarios para garantizar el derecho humano al disfrute del más alto nivel de 

vida posible, que nadie impugnó y, por ende, que no se traducen en amparar al quejoso, dicha resolución 

es contraria a las reglas y principios básicos que rigen su dictado y desnaturaliza el juicio constitucional, 

cuyo fin es protegerlo de actos de autoridad que violen sus derechos humanos, en términos de los 

artículos 103 y 107 constitucionales, pues con ello se introducen condenas permanentes en abstracto, 

ajenas por completo a la litis constitucional y que, en su caso, podría afectar a una persona o personas 

distintas del quejoso, quienes no instaron la acción de amparo. Lo anterior, no conlleva pasar por alto 



 

 

 

 

 

Página 114 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

el artículo 1o. de la Constitución Federal que obliga a todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con 

los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así como prevenir, 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, pues tal obligación debe 

cumplirse en el ámbito competencial de cada autoridad y en los términos que establezca la ley, de lo 

que se colige que, ni siquiera so pretexto de ejercer un control de convencionalidad, atento al 

mencionado principio de progresividad, está permitido apartarse de los principios que rigen en el dictado 

de las sentencias de amparo, por estar fuera de sus atribuciones y competencia. En consecuencia, el 

Juez de Distrito carece de legitimación para realizar esa clase de condenas en abstracto y sin ningún 

proceso de regularidad constitucional, ya que tal actuación es incongruente con la litis constitucional y 

desnaturaliza el fin último del juicio de amparo; de ahí que ese tipo de determinaciones, por más bien 

intencionadas que pudieren ser, únicamente pueden constituir una mera orientación, no vinculante, al 

no poderse exigir su cumplimiento obligatorio en la vía de apremio constitucional. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA RESPECTO DE 
LOS EFECTOS Y LAS CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 69 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Es improcedente conceder la suspensión en el juicio de amparo respecto de los efectos y las 

consecuencias de la aplicación del numeral citado, consistentes en la omisión de publicar en la página 

de Internet del Servicio de Administración Tributaria los datos del contribuyente, como son el nombre, 

la denominación o razón social y la clave del registro federal de contribuyentes, en términos del propio 

precepto, porque de hacerlo se afectaría el interés social y se contravendrían disposiciones de orden 

público, acorde con el artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo, pues se generaría un mayor 

perjuicio a la sociedad porque, por un lado, con la publicación de los indicados datos básicos se busca 

proteger el patrimonio de los ciudadanos, ya que éstos no estarían en aptitud de conocer con quiénes 
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pudiera ser riesgoso contratar y, por otro, se reprimiría una medida que busca propiciar el cumplimiento 

de las obligaciones fiscales. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE SI LOS AGRAVIOS SE LIMITAN A 
IMPUGNAR LAS CONSIDERACIONES EN LAS QUE EL ÓRGANO COLEGIADO DA RESPUESTA 
A CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD. 

 

Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación 

con los diversos 81, fracción II, 88, párrafo segundo, y 96 de la Ley de Amparo, deriva que el recurso 

de revisión en amparo directo tiene un carácter excepcional y se limita al estudio de cuestiones 

propiamente constitucionales. De ahí que dicho recurso es improcedente si los agravios se limitan a 

impugnar las consideraciones del órgano colegiado en las que se estudiaron los conceptos de violación 

relativos a cuestiones de mera legalidad, aun cuando se aduzca la violación a preceptos constitucionales 

y el órgano jurisdiccional de amparo los hubiese estudiado, pues si no realizó una interpretación de 

ellos, no podría considerarse que subsiste el tema de constitucionalidad; máxime que dichos 

argumentos -al ser de mera legalidad- resultarían inoperantes, pues su estudio obligaría a esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación a realizar un pronunciamiento que desvirtuaría la naturaleza del recurso. 

 

PRIMERA SALA 

 

AMPARO DIRECTO. AL DECLARAR EX OFFICIO, LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 170 DE LA LEY DE LA MATERIA, PROCEDE INAPLICARLA Y 
DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE AQUÉL, CUANDO SE ESTÉ ANTE UNA "SENTENCIA 
FAVORABLE", ESTO ES, UN FALLO DEFINITIVO DE LOS TRIBUNALES DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO QUE NULIFIQUE -POR LA RAZÓN QUE SEA- EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE 
QUE PRETENDA OBTENERSE UN BENEFICIO MAYOR AL ALCANZADO. 

 

Este Tribunal Colegiado de Circuito, al emitir las tesis III.4o.(III Región) 29 A (10a.), (III Región)4o.33 A 

(10a.), (III Región)4o.36 A (10a.) y (III Región)4o.39 A (10a.), interpretó el alcance de la expresión 

"sentencia favorable al quejoso", prevista en el numeral 170, fracción II, referido, para efectos de la 

procedencia del amparo directo en materia administrativa, en el sentido de que es aquella que declara 

la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada en el juicio contencioso administrativo, esto es, que 

sea completamente favorable al quejoso. Sin embargo, el precepto citado fue interpretado por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los amparos directos en revisión 

4081/2013, 4485/2013, 3856/2013 y 872/2014, donde determinó los alcances de dicha porción 

normativa, en cuanto a lo que debe entenderse por "sentencia favorable", en el sentido de que es 

suficiente con que en una resolución de los tribunales de lo contencioso administrativo se nulifique -por 

la razón que sea- el acto impugnado, para que se actualice dicho concepto, sin que para su aplicación 

deba verificarse, de momento, en qué grado se benefició al actor con la nulidad decretada. En 

consecuencia, este órgano se aparta del criterio sostenido en las tesis indicadas, para adoptar, por 

seguridad jurídica, lo considerado por el Alto Tribunal del País. Además, en los precedentes precisados, 

éste consideró inconstitucional el artículo señalado, porque prescribe un procedimiento complejo, por el 

cual, la impugnación simultánea de las sentencias favorables a través de la acción de amparo y, en su 

caso, del recurso de revisión que tiene a su alcance la autoridad demandada, conforma un sistema en 

el que la procedencia de la primera se subordina al resultado del segundo e, inclusive, a la simple falta 

de promoción de este último, con lo cual, ese tipo de sentencias de la jurisdicción ordinaria pueden 

llegar a ser inatacables en la vía de control constitucional, por cuanto a las consideraciones de mera 

legalidad que contengan; interpretación que se reflejó en la tesis 2a. LXXV/2014 (10a.), publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de julio de 2014 a las 8:25 horas y en su Gaceta, 

Décima Época, Libro 8, Tomo I, julio de 2014, página 398, de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. 

LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 170 DE LA LEY DE AMPARO VIOLA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 
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ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, AL LIMITAR INJUSTIFICADAMENTE EL ACCESO 

A DICHO JUICIO CONTRA SENTENCIAS PRONUNCIADAS EN SEDE CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVA.", y aun cuando dichos asuntos fueron resueltos por mayoría de tres votos, y 

consecuentemente, no integran jurisprudencia en términos del numeral 223 de la Ley de Amparo, en 

observancia al principio de seguridad jurídica, aquélla es útil para declarar la inconstitucionalidad del 

precepto inicialmente mencionado, en uso del control de constitucionalidad ex officio. Lo anterior, pues 

la propia Segunda Sala, al emitir la jurisprudencia 2a./J. 69/2014 (10a.), visible en el propio Semanario 

del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta y Época aludidas, Libro 7, Tomo I, junio 

de 2014, página 555, de título y subtítulo: "CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y 

CONVENCIONALIDAD. CONDICIONES PARA SU EJERCICIO OFICIOSO POR LOS ÓRGANOS 

JURISDICCIONALES FEDERALES.", determinó que el análisis ex officio sobre la constitucionalidad y 

convencionalidad de las normas aplicadas en el procedimiento o en la sentencia o laudo que ponga fin 

al juicio, se actualiza únicamente cuando el órgano jurisdiccional advierta que una norma contraviene 

derechos humanos contenidos en la Constitución Federal o en los tratados internacionales de los que 

el Estado Mexicano sea parte, aun cuando no haya sido impugnada, porque con ese ejercicio oficioso 

se garantiza la prevalencia de los derechos humanos frente a las normas ordinarias que los 

contravengan; de otra manera, el ejercicio de constitucionalidad y convencionalidad de normas 

generales no tendría sentido ni beneficio para el quejoso. En las relatadas condiciones, al declarar la 

inconstitucionalidad de la fracción II del artículo 170 invocado, procede inaplicarla y determinar la 

procedencia del amparo directo, cuando se esté ante una "sentencia favorable", esto es, un fallo 

definitivo de los tribunales de lo contencioso administrativo que nulifique -por la razón que sea- el acto 

impugnado, siempre que se pretenda obtener un beneficio mayor al alcanzado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA 

REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. EL ARTÍCULO 81, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que si bien los artículos 1o. y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso numeral 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconocen el derecho de acceso a la impartición de 

justicia -acceso a una tutela judicial efectiva-, lo cierto es que tal circunstancia no tiene el alcance de 

soslayar los presupuestos procesales necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que 

los gobernados tengan a su alcance, puesto que de lo contrario se dejarían de observar los demás 

principios constitucionales y legales que rigen la función jurisdiccional, en detrimento de la seguridad 

jurídica de los gobernados. En ese sentido, el artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo no viola el 

derecho de acceso a una tutela judicial efectiva, en tanto que sólo establece, de conformidad con el 

numeral 17, correlacionado con el diverso 107, fracción IX, ambos de la Constitución Federal, los 

presupuestos de admisibilidad del recurso de revisión tratándose de amparo directo, sujetando ésta a 

la existencia de un planteamiento de constitucionalidad en la demanda de amparo, o bien, en el 

pronunciamiento que pueda realizar el órgano jurisdiccional competente de dicha naturaleza y, además, 

que el tema sea de importancia y trascendencia, en cuyo caso, de no actualizarse dichos requisitos, el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en ejercicio de sus facultades, podrá desechar 

el medio de impugnación. 

 

SEGUNDA SALA 

 

JURISPRUDENCIAS 1a./ J. 46/2014 (10a.) Y 1a./J. 47/2014 (10a.) EMITIDAS POR LA PRIMERA 
SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. LA OBLIGATORIEDAD DE SU 
APLICACIÓN ESTÁ CONDICIONADA A SU PUBLICACIÓN EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EN TÉRMINOS DE LOS PUNTOS SEXTO Y SÉPTIMO, EN RELACIÓN CON EL 
SEXTO TRANSITORIO DEL ACUERDO GENERAL NÚMERO 19/2013, DE VEINTICINCO DE 
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NOVIEMBRE DE DOS MIL TRECE, DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN, POR EL QUE SE REGULA LA DIFUSIÓN DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN VÍA ELECTRÓNICA, A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE INTERNET DE ESTE ALTO 
TRIBUNAL. 

 

Si bien es cierto que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 

P./J. 145/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XII, diciembre de 2000, página 16, de rubro: "JURISPRUDENCIA. SU APLICACIÓN NO VIOLA LA 

GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.", estableció que la aplicación de la jurisprudencia a 

casos concretos iniciados con anterioridad a su emisión no viola el párrafo primero del artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que su contenido no equivale a una 

ley en sentido formal y material, sino que solamente contiene la interpretación de ésta, también lo es 

que ese criterio fue pronunciado conforme al marco constitucional anterior al 3 de abril de 2013. Ahora 

bien, la intelección del artículo 217, párrafo último, de la Ley de Amparo en vigor, que prevé que la 

jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, acorde con el 

Acuerdo General Número 19/2013, de veinticinco de noviembre de dos mil trece, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se regula la difusión del Semanario Judicial de la 

Federación vía electrónica, a través de la página de Internet del Alto Tribunal, difundido en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo II, diciembre de 2013, página 

1285, en el que se indicó, en términos de los puntos sexto y séptimo, en relación con el sexto transitorio 

del invocado acuerdo, que la primera publicación semanal de tesis y ejecutorias en dicho Semanario 

sería el viernes seis de diciembre de dos mil trece, de aplicación obligatoria de los criterios 

jurisprudenciales a partir del nueve de diciembre del citado año (día hábil siguiente), lleva a considerar 

que las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación el viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 

7, Tomo I, páginas 400 y 402, de títulos y subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 

SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS 

PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO 
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SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA 

JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y 

"PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN 

EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 

DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 

PRUDENCIALMENTE.", respectivamente, son de observancia obligatoria a partir del lunes hábil 

siguiente, al día en que éstas fueron ingresadas al Semanario Judicial de la Federación, lo que implica 

que dichos criterios jurisprudenciales cobrarán vigencia respecto de resoluciones dictadas a partir del 

día aludido, no así respecto de las emitidas con anterioridad pues, de lo contrario, se daría una 

aplicación retroactiva en perjuicio de una de las partes; lo anterior, porque de la Ley de Amparo vigente 

y el acuerdo general mencionado contienen una modificación sustancial al sistema de elaboración, 

aprobación, publicación, difusión y temporalidad en la obligatoriedad de la jurisprudencia que regía con 

antelación. En este sentido, únicamente si una tesis jurisprudencial ha sido aprobada con este carácter 

y publicada a través de los medios autorizados (electrónica), los órganos jurisdiccionales están 

obligados a acatarla y, por ende, están impedidos, por una parte, para cuestionar su contenido o su 

proceso de integración y, por otra, para dejar de observarla so pretexto de alguna irregularidad 

advertida; de ahí que si al momento de la emisión del acto reclamado no habían sido publicados los 

referidos criterios jurisprudenciales, se concluye que éstos no eran obligatorios para la responsable 

ordenadora. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN CIUDAD 

NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

 

DERECHOS HUMANOS Y SUS GARANTÍAS. SI DEL ANÁLISIS DE LAS CONSTANCIAS DEL 
JUICIO DE AMPARO, SE ADVIERTE QUE POR ACTOS DIVERSOS AL RECLAMADO, AQUÉLLOS 
SE VULNERARON EN PERJUICIO DEL TERCERO INTERESADO O DE UNA PERSONA AJENA A 
LA LITIS CONSTITUCIONAL, LOS ÓRGANOS DE AMPARO, EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 
1o., PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN, ESTÁN FACULTADOS PARA DAR VISTA CON 
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LOS HECHOS A LAS AUTORIDADES QUE DIRECTAMENTE, DE ACUERDO A SU COMPETENCIA, 
TENGAN LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR, PROTEGER, GARANTIZAR O PROMOVER EL 
DERECHO QUE SE ESTIMÓ VIOLADO. 

 

Los órganos jurisdiccionales que conocen del juicio de amparo tienen que cumplir con las obligaciones 

previstas en el artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

sin embargo, las relativas a proteger y garantizar los derechos humanos son las que constituyen su 

función preponderante, pues dicho juicio tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por 

normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen derechos humanos o sus garantías y, a 

través de él, se restituye a los quejosos en el goce del derecho infringido. En este sentido, es frecuente 

que del análisis de las constancias que integran los juicios se advierta la violación a derechos humanos 

o sus garantías en perjuicio de terceros perjudicados o personas ajenas a la litis constitucional, por actos 

diversos a los reclamados; en ese supuesto, el Poder Judicial de la Federación no debe permanecer 

pasivo ante tales violaciones, pues no solamente transgrede derechos quien despliega el acto u omisión 

que atenta contra el derecho, sino también quien omite tomar las medidas necesarias para detener la 

violación, resarcir el derecho y asegurar que se llevan a cabo medidas de no repetición. En ese tenor, 

los órganos jurisdiccionales de amparo, en cumplimiento a sus obligaciones de proteger y garantizar los 

derechos humanos y garantías de los gobernados, están facultados para dar vista con los hechos a las 

autoridades que directamente, de acuerdo a su competencia, tengan la obligación de respetar, proteger, 

garantizar o promover el derecho que se estimó violado, para que sean ellas quienes tomen las medidas 

necesarias para detener la violación, resarcir el derecho y evitar la repetición de la infracción. Así, las 

obligaciones de proteger y garantizar los derechos por los tribunales deben cumplirse no sólo cuando 

lo solicite la persona titular de los derechos vulnerados, sino también en el caso de que, sin mediar dicha 

petición dentro de la controversia, la autoridad jurisdiccional advierta la contravención de los derechos 

fundamentales; de ahí que ante esta violación está en aptitud de actuar oficiosamente, esto es, 

independientemente de que el afectado invoque la transgresión. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIÓN DE RESPETARLOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o., 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

 

El párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone 

como obligaciones generales de las autoridades del Estado Mexicano las consistentes en: i) Respetar; 

ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos humanos, de conformidad con los principios 

rectores de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar 

si una conducta específica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse 

si se apega o no a la obligación de respetarlos, y ésta puede caracterizarse como el deber de la 

autoridad que le impide interferir con el ejercicio de los derechos o ponerlos en peligro, ya sea por acción 

u omisión; es decir, la autoridad, en todos sus niveles (federal, estatal o municipal) y en cualquiera de 

sus funciones (ejecutiva, legislativa o judicial), debe mantener el goce del derecho y, por ende, su 

cumplimiento es inmediatamente exigible puesto que, aun cuando primeramente está dirigida a los 

órganos del Estado, también incluye la conducta de los particulares, que igualmente se encuentran 

obligados a no interferir con el ejercicio de los derechos; por tanto, esta obligación alcanza la manera 

en que las autoridades entienden las restricciones a los derechos, tanto en su formación (a cargo del 

Poder Legislativo) como en su aplicación (Poder Ejecutivo) e interpretación (Poder Judicial). 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIÓN DE PROTEGERLOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o., 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
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El párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone 

como obligaciones generales de las autoridades del Estado Mexicano las consistentes en: i) Respetar; 

ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos humanos, de conformidad con los principios 

rectores de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar 

si una conducta específica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse 

si se apega o no a la obligación de protegerlos. Ésta puede caracterizarse como el deber que tienen los 

órganos del Estado, dentro del margen de sus atribuciones, de prevenir violaciones a los derechos 

fundamentales, ya sea que provengan de una autoridad o de algún particular y, por ello, debe contarse 

tanto con mecanismos de vigilancia como de reacción ante el riesgo de vulneración del derecho, de 

forma que se impida la consumación de la violación. En este último sentido, su cumplimiento es 

inmediatamente exigible, ya que como la conducta estatal debe encaminarse a resguardar a las 

personas de las interferencias a sus derechos provenientes de los propios agentes del Estado como de 

otros particulares, este fin se logra, en principio, mediante la actividad legislativa y de vigilancia en su 

cumplimiento y, si esto es insuficiente, mediante las acciones necesarias para impedir la consumación 

de la violación a los derechos. De ahí que, una vez conocido el riesgo de vulneración a un derecho 

humano, el Estado incumple su obligación si no realiza acción alguna, sobre todo, porque, en el caso 

de sus propios agentes, está obligado a saber todo lo que hacen. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIÓN DE GARANTIZARLOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o., 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

 

El párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone 

como obligaciones generales de las autoridades del Estado Mexicano las consistentes en: i) Respetar; 

ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos humanos, de conformidad con los principios 
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rectores de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que para determinar 

si una conducta específica de la autoridad importa violación a derechos fundamentales, debe evaluarse 

si se apega o no a la obligación de garantizarlos; y como la finalidad de esta obligación es la realización 

del derecho fundamental, requiere la eliminación de restricciones al ejercicio de los derechos, así como 

la provisión de recursos o la facilitación de actividades que tiendan a lograr que todos se encuentren en 

aptitud de ejercer sus derechos fundamentales. La índole de las acciones dependerá del contexto de 

cada caso en particular; así, la contextualización del caso particular requiere que el órgano del Estado 

encargado de garantizar la realización del derecho tenga conocimiento de las necesidades de las 

personas o grupos involucrados, lo que significa que debe atender a la situación previa de tales grupos 

o personas y a las demandas de reivindicación de sus derechos. Para ello, el órgano estatal, dentro de 

su ámbito de facultades, se encuentra obligado a investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

derechos humanos que advierta, de forma que su conducta consistirá en todo lo necesario para lograr 

la restitución del derecho humano violentado. Por tanto, su cumplimiento puede exigirse de inmediato 

(mediante la reparación del daño) o ser progresivo. En este último sentido, la solución que se adopte 

debe atender no sólo al interés en resolver la violación a derechos humanos que enfrente en ese 

momento, sino también a la finalidad de estructurar un entorno político y social sustentado en derechos 

humanos. Esto implica pensar en formas de reparación que, si bien tienen que ver con el caso concreto, 

deben ser aptas para guiar más allá de éste. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. SI SE SOLICITA SU EJERCICIO Y NO SE SEÑALA 
CLARAMENTE CUÁL ES EL DERECHO HUMANO QUE SE ESTIMA INFRINGIDO, LA NORMA 
GENERAL A CONTRASTAR NI EL AGRAVIO QUE PRODUCE, DEBE DECLARARSE INOPERANTE 
EL PLANTEAMIENTO CORRESPONDIENTE. 
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Si bien el control difuso de constitucionalidad -connotación que incluye el control de convencionalidad-, 

que se ejerce en la modalidad ex officio, no está limitado a las manifestaciones o actos de las partes, 

cuando se solicita su ejercicio deben señalarse claramente los elementos mínimos que posibiliten su 

análisis, es decir, cuál es el derecho humano que se estima infringido, la norma general a contrastar y 

el agravio que produce, pues, de no ser así, el planteamiento correspondiente debe declararse 

inoperante, ya que fuera del cumplimiento del principio iura novit curia, el juzgador no está obligado a 

emprender un estudio "expreso" oficioso de los derechos humanos o preceptos constitucionales o 

convencionales que se le transcriban, o que genéricamente se invoquen como pertenecientes al 

sistema. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

 

RECURSO DE INCONFORMIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 202 DE LA LEY DE AMPARO. EL 
REQUISITO DE PROCEDENCIA RELATIVO A INTERPONERLO POR ESCRITO SE COLMA SI EL 
INTERNO DE UN CENTRO PENITENCIARIO AL NOTIFICARSE DE LA RESOLUCIÓN 
CORRESPONDIENTE MANIFIESTA DE SU PUÑO Y LETRA, ANTE EL ACTUARIO, SU 
DESACUERDO CON ÉSTA Y, POR TANTO, ELLO ES SUFICIENTE PARA CONSIDERAR QUE 
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PRESENTA LOS AGRAVIOS RESPECTIVOS, AUN CUANDO DICHA DISCREPANCIA NO LA 
COMPLEMENTE CON UNA PROMOCIÓN POSTERIOR. 

 

El requisito previsto en el artículo 202 de la Ley de Amparo para la procedencia del recurso de 

inconformidad, relativo a que en todos los casos y en todas las materias, deberá interponerse por escrito, 

queda colmado cuando el interno de un centro penitenciario, al notificarse de la resolución 

correspondiente, manifiesta de su puño y letra, ante el actuario, su desacuerdo con ésta, aun cuando 

esta discrepancia no la complemente con una promoción posterior, pues no estimarlo así, implicaría 

negar el acceso a la jurisdicción a quien está en desventaja por su propia condición de interno, en tanto 

que la expresión puesta de puño y letra del sentir del quejoso, apreciada en la diligencia referida, 

atendiendo a la naturaleza de la situación que vive en reclusión, es suficiente para considerar que está 

presentando los agravios respectivos, por más deficientes que éstos pudieran ser, en tanto que opera 

en su favor la suplencia de la queja deficiente, en términos del artículo 79, fracción III, inciso a), de la 

ley de la materia; de ahí que no pueda considerarse quebrantado el principio de legalidad, y sí colmado 

el requisito establecido en el mencionado artículo para la procedencia del medio de impugnación 

aludido. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

IMPROCEDENCIA EN EL AMPARO. EL TRÁMITE PREVISTO POR EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE LA MATERIA, ES OCIOSO E INÚTIL CUANDO LA CAUSA DERIVA 
DE LA JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

 

El artículo 64, párrafo segundo, de la Ley de Amparo establece la obligación para los Tribunales 

Colegiados de Circuito de dar vista al quejoso por el término de tres días para que manifieste lo que a 

su derecho convenga, cuando adviertan de oficio que pudiese actualizarse en el asunto una causa de 

improcedencia no alegada por alguna de las partes, ni examinada por el a quo en la sentencia recurrida. 

Esa vista tiene como único objetivo otorgar a dicha parte la oportunidad de que manifieste lo que a su 
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interés legal convenga, a fin de que aporte los elementos necesarios para desvirtuar el impedimento 

técnico que pudiese derivar en el sobreseimiento del juicio; sin embargo, es ociosa e inútil la aplicación 

de dicho supuesto normativo cuando la causa de improcedencia ha sido determinada por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en jurisprudencia, de observancia obligatoria en términos del artículo 217, 

párrafo primero, de la citada ley, porque no existiría la mínima posibilidad de que supere el obstáculo 

declarado por el Máximo Tribunal para entrar al estudio del fondo del asunto y, en consecuencia, el 

trámite previsto en el referido artículo 64, párrafo segundo, sólo provocará, en este caso específico, la 

transgresión al derecho de justicia pronta y expedita previsto por el artículo 17 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, ya que ello retrasaría la resolución del juicio que, indefectiblemente, 

habrá de sobreseerse. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 

REGIÓN, CON RESIDENCIA EN CUERNAVACA, MORELOS. 

 

DEMANDA DE AMPARO. LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY DE LA MATERIA, QUE 
PREVÉ A PARTIR DE CUÁNDO COMENZARÁ A COMPUTARSE EL PLAZO PARA PRESENTARLA, 
DEBE ATENDER AL ORIGEN DEL ACTO RECLAMADO. 

 

El artículo 18 de la Ley de Amparo, que prevé a partir de cuándo se computará el plazo para la 

presentación de la demanda, no debe aplicarse literalmente en todos los casos, pues dependerá de si 

el acto reclamado es o no dictado en cumplimiento de una ejecutoria de amparo, caso en el cual, el 

plazo para instar un nuevo juicio comenzará a correr a partir del día siguiente a aquel en que surta 

efectos la notificación al quejoso de la determinación firme que declaró cumplida la sentencia protectora, 

o bien, a aquel en que el interesado haya tenido conocimiento, o se ostente sabedor de ese acuerdo, lo 

que encuentra justificación en que la determinación que declare cumplida la sentencia concesoria, 

dotará de firmeza al acto, por lo que el quejoso conocerá las violaciones que deben impugnarse en la 

nueva demanda; de ahí que dicho numeral deba aplicarse en atención al origen del acto reclamado. 



 

 

 

 

 

Página 128 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO ADHESIVO. CUANDO PRETENDAN IMPUGNAR 
LAS CONSIDERACIONES QUE CONCLUYAN EN UN PUNTO RESOLUTIVO QUE PERJUDICA A 
QUIEN LO PROMOVIÓ, DEBEN DESESTIMARSE PUESTO QUE AQUÉLLOS DEBEN ESTAR EN 
RELACIÓN DIRECTA CON LA PARTE DE LA RESOLUCIÓN QUE LE FUE FAVORABLE. 

 

De conformidad con el tercer párrafo del artículo 182 de la Ley de Amparo, que establece: "Los 

conceptos de violación en el amparo adhesivo deberán estar encaminados, por tanto, a fortalecer las 

consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio, que determinaron el 

resolutivo favorable a los intereses del adherente, o a impugnar las que concluyan en un punto decisorio 

que le perjudica. ...", mediante los conceptos de violación planteados en el amparo adhesivo pueden 

impugnarse consideraciones que concluyan en un punto decisorio que perjudica a quien lo promovió; 

sin embargo, dicha disposición no debe interpretarse en el sentido de que constituya una posibilidad 

para la parte que obtuvo o tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado de plantear mediante 

amparo adhesivo temas que no se encuentren vinculados a los supuestos de procedencia de dicho 

medio de impugnación, esto es, cuando se pretendan fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo 

definitivo o si se impugnan violaciones al procedimiento que pudieran afectar sus defensas, 

trascendiendo al resultado del fallo, o el combate de las consideraciones que concluyeron en un punto 

decisorio que perjudicó al adherente, pues en este caso, los conceptos de violación formulados tendrán 

que desestimarse, al no estar en relación directa con la parte de la resolución que le fue favorable. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. DISTINCIÓN ENTRE VIOLACIONES DE CARÁCTER PROCESAL, 
FORMAL Y DE FONDO. 

 

En la demanda de amparo directo pueden alegarse diversas violaciones en contra del laudo dictado por 

la autoridad laboral, que se clasifican en procesales, formales y de fondo. Las violaciones procesales 

son aquellas relacionadas con la ausencia de presupuestos procesales, o bien, infracciones de carácter 

adjetivo que se cometieron durante la sustanciación del procedimiento del que derivó el acto reclamado, 

en contravención a las normas que lo regulan, que afectan las defensas de la parte quejosa. Por su 

parte, las violaciones formales se refieren a las infracciones legales de índole adjetiva, cometidas en 

todos los casos, al momento de pronunciarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al 

juicio, transgresiones que no atañen en forma directa a cuestiones sustanciales o de fondo, ni tampoco 

a los presupuestos procesales o infracciones cometidas durante el desarrollo del procedimiento relativo, 

como cuando no se respeta la garantía de previa audiencia, cuando el laudo está incompleto, cuando 

carece de firma de alguno de los integrantes de la Junta, la falta de valoración de alguna prueba o del 

examen de uno o varios puntos litigiosos, que se traduce en incongruencia del acto reclamado, 

contraviniendo los artículos 841 y 842 de la Ley Federal del Trabajo. Finalmente, las violaciones de 

fondo son aquellas mediante las cuales se impugnan las consideraciones del acto reclamado vinculadas 

directamente con los aspectos sustanciales, objeto y materia de la controversia. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

AMPARO ADHESIVO. AUN CUANDO LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN PLANTEADOS EN ÉSTE 
PRETENDAN IMPUGNAR CONSIDERACIONES QUE CONCLUYERON EN UN PUNTO 
RESOLUTIVO QUE PERJUDICÓ AL ADHERENTE, SI EL AMPARO PRINCIPAL NO PROSPERÓ 
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POR CUESTIONES PROCESALES O POR DESESTIMARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, 
AQUÉL DEBE DECLARARSE SIN MATERIA. 

 

De conformidad con el primer párrafo del artículo 182 de la Ley de Amparo, la presentación y trámite 

del amparo adhesivo se regirán, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal, y seguirá 

la misma suerte procesal de éste; de ahí que, aun cuando mediante los conceptos de violación 

planteados en el amparo adhesivo se impugnen consideraciones que concluyan en un punto resolutivo 

que perjudica al adherente, dado su carácter accesorio del juicio de amparo directo principal, si éste no 

prospera, por cuestiones procesales o por desestimarse los conceptos de violación, el amparo adhesivo 

ve colmado el interés jurídico que subyace a su promoción, por tanto, debe declararse -en vía de 

consecuencia- sin materia al desaparecer su finalidad. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

TERCERO EXTRAÑO A JUICIO EN ESTRICTO SENTIDO. REQUISITOS PARA ACREDITAR SU 
INTERÉS JURÍDICO AL PROMOVER EL AMPARO PARA PROTEGER EL EMBARGO DECRETADO 
EN UN DIVERSO JUICIO. 

 

Cuando se promueve el juicio de amparo con el carácter de tercero extraño a juicio en estricto sentido, 

se tiene como finalidad interferir en un juicio preexistente, del cual no se es parte, para hacer valer 

intereses propios y distintos a los del actor y demandado, teniendo como único objetivo retirar el derecho 

afectado con el acto de autoridad. Así, para acreditar el interés jurídico, por una parte, debe probarse el 

justo título que ampare el derecho respectivo y, por otra, que esté afectado con el acto de autoridad. 

Bajo ese contexto, para acreditar el interés jurídico cuando se promueve el juicio de amparo como 

tercero extraño a juicio en estricto sentido con la finalidad de proteger un embargo decretado en un 

diverso juicio, por una parte, se tiene que probar la existencia de éste y, por otra, que el tercero se 

encuentre afectado en el juicio del que es extraño. Ahora bien, el hecho de que en tal juicio se ordene 
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al encargado del Registro Público de la Propiedad, como medida preventiva, la inmovilización del bien 

inmueble embargado, no conlleva la afectación del embargo, pues dicha orden no produce su 

cancelación, sino sólo la anotación marginal de inmovilización. Máxime que ésta es de carácter 

provisional y no definitivo, por lo cual, no puede dejar sin efectos el embargo. No es obstáculo a lo 

planteado, que se alegue que por tal inmovilización evidentemente no se podrá continuar la prosecución 

del juicio donde se originó el embargo porque, para que esa situación pueda ser analizada en el juicio 

de amparo, necesariamente se requiere que se haya intentado la prosecución de dicho juicio y el Juez 

natural haya negado la solicitud en virtud de la inmovilización. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

SERVIDORES PÚBLICOS JUDICIALES DEL ESTADO DE MICHOACÁN SUJETOS DE JUICIO 
POLÍTICO. LO SON ÚNICAMENTE LOS MAGISTRADOS, CONSEJEROS DEL PODER JUDICIAL, 
JUECES DE PRIMERA INSTANCIA Y JUECES MENORES. 

 

Los artículos 152 y 153 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Michoacán prevén las 

causas de responsabilidad administrativa de los servidores públicos de éste, de las cuales, las 

contenidas en el primer precepto no están circunscritas al ámbito político ni son exclusivas de la función 

propia de los Magistrados o Jueces, sino que también corresponden a otros servidores públicos 

judiciales, como son: actuarios y notificadores (fracciones IV y V); secretarios proyectistas y de Acuerdos 

-inclusive, cuando desempeñen las funciones del titular de su órgano de adscripción-, y escribientes u 

oficiales adscritos a los órganos jurisdiccionales y demás personal administrativo del Consejo del Poder 

Judicial o del Supremo Tribunal de Justicia (fracciones I, II, VI, VII, VIII y IX). Apreciación que se 

robustece a través del argumento de "reducción al absurdo", es decir, de aceptarse que esas hipótesis 

son causas de responsabilidad política, ello implicaría, a su vez, reconocer que el juicio político procede 

contra todos los servidores públicos judiciales citados, lo que resulta jurídicamente inaceptable, en 

atención a que en el ámbito judicial, los únicos servidores públicos sujetos del mencionado juicio político 
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son: Magistrados, Consejeros del Poder Judicial, Jueces de Primera Instancia y Jueces Menores, de 

conformidad con los numerales 107, fracción I y 108, primer párrafo, de la Constitución Política de la 

propia entidad. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

PRIMER CIRCUITO. 

 

SENTENCIAS DE AMPARO. PARA SU CUMPLIMIENTO, EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL 
SUPERIOR DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL 
ESTADO DE VERACRUZ, NO ES SUPERIOR JERÁRQUICO DE LOS JUECES DE PRIMERA 
INSTANCIA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 194 DE LA LEY DE AMPARO). 

 

Si bien es cierto que el precepto citado dispone que debe entenderse como superior jerárquico de la 

autoridad responsable a aquel que ejerza sobre ella poder o mandato para obligarla a actuar o dejar de 

actuar en la forma exigida por la sentencia de amparo, o bien, para cumplir esta última por sí misma; 

también lo es que, de conformidad con los artículos 40, 104, 105 y 139 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado, el presidente del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del 

Poder Judicial del Estado, no tiene facultades para ordenar a los órganos jurisdiccionales en que se 

deposita dicho poder, a actuar en la forma exigida por la sentencia de amparo, en virtud que sus 

atribuciones dentro del ámbito de la disciplina de los servidores públicos del Poder Judicial, con 

excepción del Tribunal Superior de Justicia del Estado y del Centro Estatal de Justicia Alternativa de 

Veracruz, se limitan a la aplicación de las correcciones disciplinarias, respecto de sus actuaciones 

irregulares, mas no de jerarquía, autoridad o fuerza sobre las decisiones jurisdiccionales de los Jueces 

de primera instancia, ya que en términos de los artículos 17, párrafo sexto y 116, fracción III, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la función jurisdiccional se caracteriza por la 

autonomía e independencia judicial, así como su imparcialidad en cuanto a la persona del Juez, y en 

relación con sus sentencias, que sean dictadas en forma completa, pronta e imparcial lo que, además, 
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se encuentra contenido en los numerales 2 y 40, fracciones I y II, de la citada ley orgánica, al establecer 

que la función jurisdiccional que desempeñan los órganos jurisdiccionales, se encuentra depositada en 

el Poder Judicial del Estado, el cual goza de plena autonomía para dictar y ejecutar sus resoluciones, 

ajustándose a las disposiciones sustantivas y procesales que rigen su actuación. Ahora bien, respecto 

al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, el artículo 173 de su reglamento interior, 

señala que cualquier autoridad debe abstenerse de dirigirse al Juez, secretario o personal judicial, con 

el propósito de encomendar, instruir, aconsejar o tratar de influir en el criterio de aquél, para que las 

resoluciones se dicten en determinado sentido, pues el consejo es solamente un órgano administrativo 

que no tiene injerencia en las decisiones judiciales sino, en su caso, sancionarlas, previa denuncia por 

escrito debidamente ratificada, siempre y cuando no sean hechos de naturaleza jurisdiccional; de ahí 

que no existe un orden jerarquerizado de naturaleza jurisdiccional, pues sus atribuciones no están 

encaminadas a resolver conflictos jurisdiccionales, sino que posee facultades de organización interna, 

de administración, reglamentarias, de designación, disciplina y de carrera judicial, por lo que no existe 

una relación jerárquica entre los Jueces de primera instancia y menos aún de dependencia o sumisión 

en el desarrollo de sus funciones. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

RECUSACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDIMIENTO PARA LA CALIFICACIÓN DE LA 
INSOLVENCIA ALEGADA POR EL RECUSANTE. 

 

Para el caso de que alguna de las partes en el juicio constitucional considere impedido a un Juez de 

Distrito o Magistrado de circuito, el artículo 59 de la Ley de Amparo, en lo conducente, dispone que con 

el escrito de recusación deberá exhibirse en billete de depósito la cantidad correspondiente al monto 

máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse infundada, salvo que se alegue 

insolvencia, en cuyo supuesto el órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir garantía por el importe 
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mínimo de la multa o exentar de su exhibición. Esta disposición no exige que el promovente de la 

recusación rinda pruebas de su insolvencia, pues lo que prescribe es que en la hipótesis de que se 

alegue la existencia de esa condición, el órgano jurisdiccional procederá a calificarla; tampoco autoriza, 

desde luego, a entender que la afirmación del recusante baste para estimarlo insolvente, porque sería 

tanto como dejar a su arbitrio el importe de la garantía e incluso la exhibición de esta última, ni prevé, la 

misma disposición, la posibilidad de un periodo o audiencia de pruebas, debiendo entonces interpretarse 

en el sentido de que el legislador, para conciliar el interés del recusante con el de la administración de 

justicia, desalentar la promoción de recusaciones maliciosas, buscando también la simplificación del 

trámite, pero sin desatender a las condiciones personales del recusante ni otorgarle a sus aseveraciones 

el carácter de prueba, exigió la garantía y contempló la posible insolvencia sin hablar de su 

demostración, seguramente porque consideró que en los propios autos de la recusación y 

particularmente dentro de las constancias relacionadas con ésta, tendría que haber elementos o datos 

objetivos que permitirían, al menos con cierto grado de aproximación, apreciar la capacidad económica 

del promovente sin necesidad de prueba adicional, distinta o especial, cuyo desahogo viniera a alargar 

el procedimiento de recusación. De no ser así, de estimarse que para la calificación de la insolvencia es 

indispensable una prueba diferente a las que ya obren en autos, es claro que la ley, en vez de referirse 

únicamente al alegato de insolvencia del recusante, como base para su calificación por parte del órgano 

jurisdiccional, y dado que, como es natural, la propia ley no le concedió a ese alegato valor de 

convicción, habría entonces, lógicamente, aludido a la prueba distinta en cuestión, fijando, además, las 

reglas indispensables para su ofrecimiento y recepción, la clase de pruebas que podrían admitirse, etc. 

La calificación de la insolvencia debe, pues, hacerse atendiendo al contenido de las actuaciones que el 

órgano jurisdiccional tenga a la vista, incluyendo las del mismo cuaderno de recusación, las del juicio 

de amparo y, en su caso, las del juicio o procedimiento de origen; en la inteligencia de que, de no contar 

materialmente con alguna de tales constancias y estimarlo necesario, debe considerarse que el tribunal 

estará facultado para recabarlas, a fin de estar en aptitud de emitir una decisión debidamente fundada 

y motivada. Por tanto, en un caso, si el recusante solicita se le exima de otorgar garantía por ser 

insolvente, es incorrecto denegar esa petición bajo el argumento de que el mismo recusante no rindió 
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pruebas, pues aunque es inexacto que para justificar la insolvencia baste la afirmación del promovente, 

o que no se requiera de prueba, ésta no es otra que la que en un sentido o en otro surja de las 

constancias de autos, cuya valoración debe hacer el tribunal. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

QUEJA SIN MATERIA. DEBE DECLARARSE ASÍ EL RECURSO RELACIONADO CON OTRO 
RESUELTO POR DIVERSO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SOBRE EL MISMO PROVEÍDO, 
EN DONDE SE REVOCÓ LA RESOLUCIÓN RECURRIDA Y SE DEJÓ SIN EFECTOS LA 
SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO DECRETADA POR EL JUEZ DE DISTRITO. 

 

De conformidad con los artículos 97, fracción I, inciso b) y 145 de la Ley de Amparo, este último aplicado 

por mayoría de razón, debe declararse sin materia el recurso de queja interpuesto contra el auto que 

decretó la suspensión de oficio y de plano del acto reclamado, si de las constancias de autos o de la 

búsqueda realizada en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), se aprecia que esa 

determinación ha quedado insubsistente, al haber sido materia de otro recurso de queja promovido por 

una autoridad distinta de las señaladas como responsables en el juicio de amparo de origen, resuelto 

con anterioridad por un diverso Tribunal Colegiado de Circuito, en el que se declaró fundado dicho medio 

de defensa, se revocó la resolución recurrida y se dejó sin efectos la suspensión de oficio y de plano 

decretada por el Juez Federal, al haber sido colmadas las pretensiones de la parte recurrente, aun 

cuando se trate de una autoridad distinta de las que con antelación promovieron la primera queja, por 

lo que resulta inconducente pronunciarse respecto de la legalidad de las consideraciones vertidas por 

el Juez de Distrito en el auto recurrido, al haber dejado de surtir efecto alguno la suspensión de oficio y 

de plano del acto reclamado, con motivo de la ejecutoria pronunciada en el distinto recurso de queja. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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NOTARIOS PÚBLICOS QUE REALIZAN ACTOS EQUIVALENTES A LOS DE AUTORIDAD. 
REVISTEN TAL CARÁCTER, PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO DAN FE DE 
ACTOS O HECHOS VIOLATORIOS DE DERECHOS HUMANOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
PUEBLA). 

 

De conformidad con el último párrafo de la fracción II del artículo 5o. de la Ley de Amparo, los 

particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando realicen actos equivalentes a los de 

autoridad, que afecten derechos en los términos de dicha fracción y cuyas funciones estén determinadas 

por una norma general. En el caso de los notarios del Estado de Puebla, sus funciones están 

determinadas por la Ley del Notariado de la referida entidad federativa, en vigor a partir del primero de 

enero de dos mil trece, en cuyo artículo 47, fracción V, se establece que están impedidos, entre otras 

cuestiones, para dar fe de actos o hechos que sean violatorios de derechos humanos. Por tanto, si la 

aludida Ley del Notariado se expidió con posterioridad a la reforma del artículo 1o. constitucional, de 

diez de junio de dos mil once, y en cumplimiento a lo en éste ordenado, se establece en aquélla el 

impedimento para los notarios de dar fe de actos o hechos que sean violatorios de derechos humanos, 

cuando en la demanda de amparo se plantea precisamente que el notario responsable con su actuar 

viola derechos humanos de la parte quejosa, es inconcuso que a dicho fedatario sí le reviste el carácter 

de autoridad responsable para los efectos del juicio de amparo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

JURISPRUDENCIAS DE LA DÉCIMA ÉPOCA. LAS EMITIDAS (SOBRE EL TEMA DE USURA), POR 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, FUNCIONANDO EN PLENO O A TRAVÉS DE 
SUS SALAS, EN TANTO NO HAYAN SIDO PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN PODRÁN SER UTILIZADAS COMO CRITERIOS ORIENTADORES PARA EL 
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DICTADO DE RESOLUCIONES, AL MARGEN DEL CARÁCTER OBLIGATORIO QUE ADQUIERAN 
CON POSTERIORIDAD. 

 

Si bien es cierto que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 

P./J. 145/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XII, diciembre de 2000, página 16, de rubro: "JURISPRUDENCIA. SU APLICACIÓN NO VIOLA LA 

GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.", estableció que la aplicación de la jurisprudencia a 

casos concretos iniciados con anterioridad a su emisión no viola el párrafo primero del artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que su contenido no equivale a una 

ley en sentido formal y material, sino que solamente contiene la interpretación de ésta, también lo es 

que ese criterio fue pronunciado conforme al marco constitucional anterior al 3 de abril de 2013. Ahora 

bien, la recta intelección del artículo 217, párrafo último, de la Ley de Amparo en vigor, que prevé que 

la jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, acorde con el 

Acuerdo General Número 19/2013, de veinticinco de noviembre de dos mil trece, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se regula la difusión del Semanario Judicial de la 

Federación vía electrónica, a través de la página de Internet del Alto Tribunal, difundido en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro I, Tomo II, diciembre de 2013, página 

1285, en el que se indicó que la primera publicación semanal de tesis y ejecutorias en dicho Semanario 

sería el viernes seis de diciembre de dos mil trece, de aplicación obligatoria los criterios jurisprudenciales 

a partir del nueve de diciembre del citado año (día hábil siguiente), lleva a considerar que las 

jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, 

Tomo I, páginas 400 y 402, de títulos y subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 

SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS 

PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO 

SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA 

JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y 
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"PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN 

EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 

DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 

PRUDENCIALMENTE.", son de observancia obligatoria a partir del lunes hábil siguiente, al día en que 

éstas sean ingresadas al Semanario Judicial de la Federación, lo que implica que dichos criterios 

jurisprudenciales cobrarán vigencia respecto de resoluciones dictadas a partir del día aludido, no así 

respecto de las emitidas con anterioridad pues, de lo contrario, se daría una aplicación retroactiva en 

perjuicio de una de las partes; lo anterior, porque el contenido de la Ley de Amparo vigente y el acuerdo 

general mencionado contienen una modificación sustancial al sistema de elaboración, aprobación, 

publicación, difusión y temporalidad en la obligatoriedad de la jurisprudencia que regía con antelación, 

donde la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. 

LXXXVI/2000, publicada en el referido medio de difusión, Novena Época, Tomo XII, agosto de 2000, 

página 364, de rubro: "JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

NO PUEDE EXIGIRSE SU APLICACIÓN A LOS TRIBUNALES, SINO A PARTIR DE SU PUBLICACIÓN 

EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA, O ANTES, SI DE ELLA 

TUVIERON CONOCIMIENTO POR OTRA DE LAS VÍAS PREVISTAS EN LA LEY DE AMPARO.", entre 

otras cuestiones, sostuvo que de la interpretación adminiculada de los artículos 192 y 195 de la Ley de 

Amparo abrogada, se obtenía que la aplicación de la jurisprudencia era obligatoria a partir de su 

publicación en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, o antes, si se tuvo conocimiento de 

ella por otros medios, entre ellos, los previstos por los artículos 195, fracciones III y IV, y 197-B de la 

legislación aludida; en cambio, como ya se dijo, en el sistema actual, conforme al referido Acuerdo 

General Número 19/2013, la obligatoriedad de la jurisprudencia surge a partir de la publicación que se 

realice en el Semanario Judicial de la Federación; en efecto, en el punto séptimo de dicho acuerdo se 

prevé: "... Se considerará de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial a partir del lunes hábil 

siguiente, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en una controversia constitucional o 

en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación ...". Lo 

anterior, tiene por objeto lograr una mejor y más eficiente difusión de las tesis jurisprudenciales, tomando 
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en cuenta que su fuerza vinculatoria no requiere de su invocación por las partes, sino su debida 

publicación dada su trascendencia para garantizar los principios fundamentales de seguridad jurídica y 

de acceso efectivo a la justicia, y atento a las obligaciones establecidas en el artículo 1o., párrafo tercero, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto a promover, respetar, proteger 

y garantizar los derechos humanos; no obstante lo anterior, es dable considerar que las jurisprudencias 

(sobre el tema de usura), emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno, 

o a través de sus Salas, en tanto no hayan sido publicadas a través del Semanario Judicial de la 

Federación, podrán ser utilizadas como criterios orientadores para el dictado de resoluciones, al margen 

del carácter obligatorio que adquieran con posterioridad. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN CIUDAD 

NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

 

INFORME JUSTIFICADO NO RENDIDO DENTRO DEL TÉRMINO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 117 
DE LA LEY DE AMPARO. NO AMERITA LA IMPOSICIÓN DE MULTA CONFORME A LA FRACCIÓN 
II DEL ARTÍCULO 260 DE DICHA LEY. 

 

La multa prevista en el artículo 260, fracción II, de la Ley de Amparo, se actualiza ante la falta de 

rendición del informe con justificación o la omisión de remitir las constancias necesarias para resolver 

el juicio de amparo. Así, el mencionado precepto únicamente autoriza al Juez de Distrito a imponer a 

las autoridades responsables una multa que oscila entre cien y mil días de salario mínimo general 

vigente en el Distrito Federal, al momento de realizarse la conducta sancionada, cuando aquéllas no 

rindan su informe con justificación o lo hagan sin remitir, en su caso, las constancias necesarias para la 

solución del juicio constitucional. Además, debe tomarse en consideración que el párrafo tercero del 

artículo 117 del propio ordenamiento, prevé la posibilidad de que los informes justificados se rindan 

extemporáneamente, y que a pesar de ello puedan ser tomados en cuenta si la parte quejosa tuvo 

oportunidad de conocerlos; sin que en el citado precepto o en algún otro de la ley de la materia, se 
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establezca que la rendición de los informes fuera del término de quince días, motive la imposición 

inmediata de sanción pecuniaria alguna. En efecto, una multa de ese tipo no es dable imponerla en un 

acuerdo de mero trámite, sino que en el caso de que las responsables no rindan sus informes con 

justificación, en la sentencia se les impondrá la multa respectiva. Ello tiene su razón de ser, ya que será 

hasta que se emita el fallo constitucional cuando el Juez de Distrito estará en aptitud legal de determinar 

si las responsables cumplieron con el imperativo que establece el artículo 117 de la Ley de Amparo, 

consistente en la rendición de sus informes con justificación o, en su caso, de la remisión de las 

constancias necesarias; ya que aun cuando éstos se rindan extemporáneamente, podrán ser tomados 

en consideración en la sentencia, si las partes estuvieron en aptitud de conocerlos. Asimismo, si el 

quejoso reclama la inconstitucionalidad de normas generales, aun cuando las autoridades responsables 

que tengan el carácter de legislativas fueran omisas en rendir sus informes, ello no daría lugar a 

sancionarlas con multa, de conformidad con el último párrafo del artículo 260 de la Ley de Amparo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE 
DEVOLVER LOS AUTOS AL JUEZ DE DISTRITO SI ÉSTE INFORMA QUE HA DADO TRÁMITE AL 
INCIDENTE RELATIVO A DETERMINAR SI EXISTE IMPOSIBILIDAD MATERIAL O JURÍDICA PARA 
CUMPLIR LA EJECUTORIA DE AMPARO CORRESPONDIENTE. 

 

De los artículos 192, 193, 196, 201, 202 y 203 de la Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de 

dos mil trece, se advierte que las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Entre otras 

hipótesis relativas al juicio de amparo indirecto, se establece que el Juez de Distrito debe remitir los 

autos al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda si el fallo protector no quedó cumplido en el 

plazo fijado, a efecto de que se dé trámite al incidente de inejecución de sentencia. En este caso, dicho 

órgano colegiado notificará a las partes la radicación de los autos, revisará el trámite del a quo y dictará 

la resolución que corresponda. Si se reitera que existe incumplimiento de la sentencia protectora, se 
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remitirán los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación con un proyecto de separación del cargo 

del titular de la autoridad responsable y, en su caso, del superior jerárquico de ésta. Sin embargo, 

también está previsto el diverso supuesto legal relativo a que el órgano judicial de amparo determine 

que existe imposibilidad material o jurídica para cumplir la ejecutoria en cuestión. Contra dicha 

resolución es procedente el recurso de inconformidad, en términos de la fracción II del artículo 201 de 

la ley de la materia. En caso de ser interpuesto dicho medio de defensa, el Juez de Distrito, sin decidir 

sobre su admisión, remitirá el original del escrito, así como los autos del juicio, a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, la cual resolverá allegándose los elementos que estime convenientes. Por otra 

parte, el Acuerdo General Número 12/2009 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en su punto tercero, fracción II, apartados 1 y 1.2, regula las hipótesis relativas a la reposición 

del procedimiento de cumplimiento y la consecuente devolución de los autos al Juez de Distrito, cuando 

el Tribunal Colegiado de Circuito advierta la necesidad de que aquél abra un incidente innominado y se 

pronuncie sobre la imposibilidad material o jurídica para el cumplimiento de la sentencia que, en su 

caso, plantee la autoridad responsable. A partir de los anteriores elementos, se concluye que, cuando 

el propio Juez de Distrito informa al Tribunal Colegiado del conocimiento, que ha dado trámite a una 

solicitud formulada por las responsables en el sentido de abrir el mencionado incidente, se está en 

presencia de razones análogas que hacen necesario devolver los autos del diverso de ejecución de 

sentencia al Juez de Distrito para que provea lo conducente, ya que el pronunciamiento respectivo está 

jurídicamente supeditado a que previamente se determine, mediante resolución firme, si existe 

imposibilidad material o jurídica para acatar el fallo, lo cual como se apuntó, derivará de lo que determine 

el Juez de Distrito en el incidente correspondiente y, en última instancia, el Más Alto Tribunal de la 

Nación, en caso de que se haga valer el recurso de inconformidad. Esto es así, porque no se está en 

condiciones de analizar si existe incumplimiento de la sentencia protectora y, en ese supuesto, remitir 

los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación con un proyecto de separación del cargo del titular 

de la autoridad responsable y, en su caso, de su superior jerárquico, si previamente no se resuelve en 

relación con el punto jurídico relativo a que dicho cumplimiento es material o jurídicamente imposible, o 

bien, no existe obstáculo para ello. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

DERECHOS SUSTANTIVOS. SU DIFERENCIA CON LOS DERECHOS ADJETIVOS. 

 

De acuerdo con la doctrina, son derechos sustantivos los que se identifican con los bienes de la vida. 

En ese sentido, pueden considerarse sustantivos, sin pretender asignarles un orden, entre otros, los 

derechos patrimoniales, los que surgen de las relaciones de familia y del estado civil de las personas, 

la vida misma, la libertad personal, la de conciencia, la de expresión, el derecho al honor, a la intimidad, 

etc. En cambio, los derechos procesales o instrumentales, también llamados adjetivos, son únicamente 

el medio para hacer observar o proteger el derecho sustantivo. Tales derechos procesales no tienen por 

objeto su propio ejercicio, ni constituyen un fin en sí mismos, sino que se trata sólo de las reglas para 

obtener del Estado la garantía del goce de los bienes de la vida. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

DEMANDA DE AMPARO. SI EL ACTO RECLAMADO SE DICTÓ EN CUMPLIMIENTO A UN 
DIVERSO JUICIO CONSTITUCIONAL Y EL JUEZ DE DISTRITO O EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO NOTIFICA AL QUEJOSO EL AUTO POR EL QUE LE DA VISTA PARA QUE MANIFIESTE 
LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA RESPECTO DEL ACATAMIENTO DE LA RESPONSABLE, ES 
EN ESTE MOMENTO EN QUE AQUÉL ES SABEDOR DE LA EXISTENCIA DEL ACTO Y, POR 
TANTO, EL PLAZO PARA PRESENTARLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE, 
SIN QUE DEBA ESPERAR A QUE AQUÉLLA LE NOTIFIQUE EL CUMPLIMIENTO DE LA 
EJECUTORIA CORRESPONDIENTE. 

 

Cuando el acto reclamado en el juicio de amparo fue dictado en cumplimiento a un diverso juicio 

constitucional, y el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito le notifica al quejoso el auto por 
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el que le da vista para que manifieste lo que a su interés convenga respecto del acatamiento de la 

responsable, es en este momento en que aquél es sabedor de la existencia del acto dictado en 

cumplimiento y, por tanto, el plazo de quince días establecido en el artículo 17 de la ley de la materia 

para presentar la demanda, debe computarse a partir del día siguiente. Lo anterior, sin que deba esperar 

hasta que se emita el pronunciamiento correspondiente a su cabal cumplimiento, es decir, a que la 

autoridad emisora del acto reclamado notifique al quejoso el auto que tiene por cumplida la sentencia 

de amparo, para que hasta entonces pueda solicitar la protección de la Justicia Federal. Ello es así, en 

tanto que es a partir de que el órgano jurisdiccional de amparo notifica y otorga la mencionada vista al 

peticionario, cuando éste tiene conocimiento de la existencia del nuevo acto y, por ende, puede 

impugnarlo a través de un diverso juicio; siendo innecesario esperar a que la autoridad responsable 

notifique al quejoso la ejecutoria correspondiente (cumplimentadora y decisiva), para que pueda 

promover otro amparo, si ya conoce la existencia del nuevo acto. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

DEMANDA DE AMPARO. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PRESENTARLA, LA LEY DE LA 
MATERIA NO CONTIENE DISPOSICIÓN ALGUNA EN EL SENTIDO DE QUE, PARA QUE LA 
NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO SURTA EFECTOS, DEBE LLEVARSE CON UN 
PROFESIONAL DEL DERECHO. 

 

En la legislación de amparo vigente, no se advierte disposición alguna en el sentido de que, para 

computar los plazos para la presentación de la demanda que prevé su artículo 17, deba notificarse el 

acto reclamado a una persona conocedora del derecho; ya que, aun cuando el capítulo respectivo de la 

ley citada no lo manifieste expresamente, debe entenderse que los plazos de que se habla deben 

computarse a partir de que el quejoso, su representante o autorizado, fue notificado del acto; tuvo 

conocimiento o se ostenta sabedor de él. Por tanto, a quien se notifica, la ley no expresa que deba tener 
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una calidad específica, como lo es que sea un profesional del derecho, para que surta efectos dicha 

notificación. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

AGUA PARA EL ESTADO DE PUEBLA. EL ARTÍCULO 145, FRACCIÓN II, DE LA LEY RELATIVA, 
AL ESTABLECER LA IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN QUE RESULTA DEL PAGO 
LISO Y LLANO DE LA SANCIÓN IMPUESTA, VIOLA EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. 

 

El artículo 145, fracción II, de la Ley del Agua para el Estado de Puebla establece que ante el 

consentimiento expreso o tácito -este último lo define como el pago de las sanciones impuestas-, será 

improcedente el recurso de revisión contra actos administrativos; porción normativa que es violatoria 

del derecho a la tutela judicial previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en virtud de que ese pago no implica una inexorable sumisión que torne improcedente el 

recurso ordinario, pues su cumplimiento no suprime el acceso al medio de defensa, ya que debe 

observarse que pesa sobre el gobernado la amenaza de la continuación de la suspensión del servicio 

a su inmueble. Además de que el artículo 137 de la mencionada ley, al disponer como beneficio una 

disminución del monto de la sanción por su pago liso y llano, constituye una forma de conminar al 

gobernado para cumplir con el pago de la obligación impuesta, por lo que su actuación no es por 

voluntad propia, de manera que para que esté en condiciones de acudir al recurso administrativo de 

revisión, basta que el medio de defensa sea promovido dentro de los plazos previstos en la ley del acto. 

En consecuencia, el referido artículo 145, fracción II, es inconstitucional, al suprimir el derecho del 

gobernado a tener acceso al medio de impugnación previsto, en violación directa al artículo 17 de la 

Constitución Federal. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. EL JUICIO DE AMPARO CUMPLE CON LAS CARACTERÍSTICAS 
DE EFICACIA E IDONEIDAD A LA LUZ DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

 

De conformidad con el precepto citado, un recurso judicial efectivo es aquel capaz de producir el 

resultado para el que ha sido concebido, es decir, debe ser un medio de defensa que puede conducir a 

un análisis por parte de un tribunal competente para determinar si ha habido o no una violación a los 

derechos humanos y, en su caso, proporcionar una reparación. En este sentido, el juicio de amparo 

constituye un recurso judicial efectivo para impugnar la inconstitucionalidad, o incluso la 

inconvencionalidad, de una disposición de observancia general, pues permite al órgano jurisdiccional 

de amparo emprender un análisis para establecer si ha habido o no una violación a los derechos 

humanos de los solicitantes y, en su caso, proporcionar una reparación, lo que se advierte de los 

artículos 1o., fracción I, 5o., fracción I, párrafo primero, 77 y 107, fracción I, de la Ley de Amparo. Ahora 

bien, en cuanto a la idoneidad y la razonabilidad del juicio de amparo, la Corte Interamericana reconoció 

que la existencia y aplicación de causas de admisibilidad de un recurso o un medio de impugnación 

resultan perfectamente compatibles con el texto de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, en el entendido de que la efectividad del recurso intentado, se predica cuando una vez 

cumplidos los requisitos de procedibilidad, el órgano judicial evalúa sus méritos y entonces analiza el 

fondo de la cuestión efectivamente planteada. En esa misma tesitura, esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha señalado que la circunstancia de que en el orden jurídico interno se fijen requisitos 

formales o presupuestos necesarios para que las autoridades de amparo analicen el fondo de los 

planteamientos propuestos por las partes no constituye, en sí misma, una violación al derecho 

fundamental a un recurso judicial efectivo; pues dichos requisitos son indispensables y obligatorios para 

la prosecución y respeto de los derechos de seguridad jurídica y funcionalidad que garantizan el acceso 

al recurso judicial efectivo. 
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SEGUNDA SALA 

 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU PRESENTACIÓN ANTE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL 
DISTINTO AL QUE PERTENECE EL PRESIDENTE QUE DICTÓ EL ACUERDO DE TRÁMITE 
IMPUGNADO, NO INTERRUMPE EL PLAZO LEGAL PREVISTO PARA ELLO. 

 

Acorde con los artículos 104 y 176, párrafo segundo, de la Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril 

de 2013, cuyo texto guarda similitud con el de los diversos numerales 103 y 165 de la anterior legislación, 

el escrito mediante el cual se interpone el recurso de reclamación deberá presentarse ante el órgano 

jurisdiccional al que pertenezca el Presidente que dictó el acuerdo de trámite impugnado y, en caso de 

hacerlo ante una autoridad distinta, ello no interrumpe el plazo legal de 3 días para interponerlo. 

 

SEGUNDA SALA 

 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA CUANDO LA DENUNCIA SE 
HACE CON POSTERIORIDAD AL DICTADO DE LA SENTENCIA QUE RESUELVE EL PUNTO 
CONTRADICTORIO, AUNQUE ESTÉ PENDIENTE LA PUBLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
RELATIVA EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Si al resolver una contradicción de tesis se advierte que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya 

se pronunció respecto del criterio jurídico que debe prevalecer con carácter de jurisprudencia, pero la 

tesis relativa no se ha publicado en el Semanario Judicial de la Federación, debe declararse sin materia 

la denunciada con posterioridad a dicha resolución, porque el objeto de la contradicción ya se cumplió 

con el dictado de dicho pronunciamiento; sin embargo, la falta de publicación de la jurisprudencia relativa 

impide considerar la obligatoriedad de su aplicación, atento a lo dispuesto en el punto séptimo del 

Acuerdo General Número 19/2013, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que 
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se regula la difusión del Semanario Judicial de la Federación vía electrónica, a través de la página de 

Internet del Alto Tribunal. 

 

SEGUNDA SALA 

 

ACCIÓN DECLARATIVA DE INTERPRETACIÓN CONFORME DE UNA DISPOSICIÓN DE 
OBSERVANCIA GENERAL. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CARECE DE 
FACULTADES PARA CONOCER DE ELLA AL NO TENER SUSTENTO CONSTITUCIONAL. 

 

La figura denominada "acción declarativa interpretativa" o "acción declarativa de interpretación conforme 

de una disposición de observancia general" no existe en sede constitucional ni en la legislación 

reglamentaria respectiva y, en consecuencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación carece de 

facultades para conocer de aquélla, ya que la competencia o las atribuciones de las autoridades son un 

principio fundamental del Estado de Derecho, aunado a que este Alto Tribunal ha sostenido que la 

competencia de las autoridades es una cuestión de orden público que contribuye a brindar certeza 

jurídica a los gobernados. En este sentido, la atribución de las autoridades no puede estar sujeta a su 

propia interpretación, sino que ésta debe tener sustento en el texto constitucional o en la ley. Por tanto, 

en relación con la figura indicada no se está frente a un recurso que tenga semejanza con algún otro 

contemplado en la legislación nacional o que el medio de impugnación intentado se haya denominado 

de manera distinta al previsto en la ley, sino que la "acción declarativa interpretativa" o "acción 

declarativa de interpretación conforme de una disposición de observancia general" simplemente no tiene 

existencia o sustento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni en alguna ley 

reglamentaria u orgánica. 

 

SEGUNDA SALA 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CALIFICACIÓN DE EXPRESIONES OFENSIVAS O GROSERAS EN 
LAS NOTAS PERIODÍSTICAS EXCEDE AL ÁMBITO JURÍDICO. 

 

La determinación de si las expresiones utilizadas en notas periodísticas son ofensivas o groseras se 

adentra en un campo meramente subjetivo, en el que a una persona puede parecerle innecesaria y a 

otra solamente provocadora, por lo que la calificación de dichas expresiones excede al ámbito jurídico. 

Siendo así, no podría la Suprema Corte de Justicia de la Nación sentar un precedente en el que incite 

a los juzgadores a calificar subjetivamente las expresiones contenidas en las notas periodísticas, 

atendiendo a criterios moralistas o ideológicos, con la ineludible consecuencia de prohibir aquellas que, 

a criterio de aquéllos, resulten excesivas, pues ello podría traducirse en un límite excesivo y poco claro 

a la libertad de expresión. Por ello, el juzgador debe limitarse a verificar, desde un plano objetivo, que 

haya habido una mínima diligencia en el informador en el contraste entre los hechos y la información 

difundida, sin atribuirse la facultad de decidir, desde un plano subjetivo, cuáles expresiones deben 

estimarse apropiadas y cuáles no, ya que es una cuestión independiente y ajena a la actividad 

jurisdiccional que le corresponde. 

 

PRIMERA SALA 

 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ESTÁNDAR DE VERACIDAD DEL "SUSTENTO FÁCTICO" DE UNA 
NOTA PERIODÍSTICA O UN REPORTAJE DONDE CONCURRAN INFORMACIÓN Y OPINIONES. 

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha acogido la distinción entre "hechos" 

y "opiniones", en el sentido de que el objeto del derecho a la libertad de expresión son los pensamientos, 

las ideas y opiniones, lo cual incluye, obviamente, apreciaciones y juicios de valor; y el derecho a la 

información se refiere a la difusión de aquellos hechos considerados noticiables, aclarando que ya que 

sólo los hechos son susceptibles de prueba, únicamente al derecho a la información le es aplicable la 
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posibilidad de verificar la veracidad de ésta, de manera que la actualización del estándar de la malicia 

efectiva, en lo que se refiere a la falsedad, únicamente puede tener lugar en la difusión de hechos y no 

de opiniones, ideas o juicios de valor. Asimismo, esta Primera Sala ha agregado que la distinción, de 

hecho, suele ser compleja, pues con frecuencia el mensaje sujeto a escrutinio consiste en una 

amalgama de ambos, de manera que cuando concurren en un mismo texto elementos informativos y 

valorativos es necesario separarlos y sólo cuando sea imposible hacerlo, habrá de atenderse al 

elemento preponderante; y que las columnas combinan opiniones y hechos, aunque por su naturaleza 

"suelen ser las opiniones lo predominante". En ese sentido debe matizarse dicho criterio, pues si fuera 

así, bastaría reiterar que las "columnas" contienen preponderantemente opiniones, para eximirlas en 

forma absoluta del requisito de veracidad, lo cual sería excesivo, pues si la columna tiene una mezcla 

de hechos y opiniones, resulta necesario verificar que, en su conjunto, la publicación difundida tenga 

cierto sustento fáctico. Ello en atención a que en las notas periodísticas o reportajes publicados en los 

medios de comunicación no se externa una idea abstracta y ajena a todo acontecimiento sino que, por 

el contrario, las opiniones, ideas o juicios de valor están encaminados a comentar, criticar y valorar los 

sucesos cotidianos. Entonces, aunque la idea no sea un hecho en sí mismo, sí está vinculada con 

alguna persona o con algún acontecimiento, por lo que desvincularla en forma absoluta del requisito de 

veracidad puede traer como consecuencia un derecho ilimitado para publicar o difundir cualquier texto, 

en la medida en que se le clasifique como opinión. En efecto, la apreciación subjetiva consistente en 

determinar si el contenido de un texto tiene preponderancia de "hechos" o de "opiniones", puede 

determinar por sí sola el resultado del fallo; por tanto, excluir de forma absoluta el límite de la veracidad 

respecto de notas periodísticas o reportajes que mezclen hechos y opiniones, cuando su distinción no 

es tan clara, y la apreciación respecto de su preponderancia en el texto es discutible, conlleva a eliminar 

ese deber mínimo de diligencia que está subsumido en el deber y la responsabilidad del informador. 

Siendo así, la determinación subjetiva de si una nota tiene "preponderancia" de hechos o de opiniones, 

no puede ser suficiente para eximir por completo del cumplimiento del requisito de veracidad un texto 

que tiene una amalgama de ambos conceptos, sino que habrá que determinar si el texto en su conjunto 

tiene un "sustento fáctico" suficiente; en el entendido de que acorde con el criterio de veracidad aplicable 
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al ejercicio de los derechos de libertad de expresión e información, un "sustento fáctico" no es 

equivalente a la prueba en juicio de los hechos en que se basa la nota, sino a un mínimo estándar de 

diligencia en la investigación y comprobación de hechos objetivos. Lo anterior no tiene por objeto 

apartarse de la distinción entre opiniones y hechos, ni limitar el derecho a la libertad de expresión, de 

manera que la manifestación de ideas y opiniones esté sujeta a la demostración con el mismo grado de 

exactitud que los hechos, sino fijar un parámetro objetivo y efectivo para identificar los casos en los que 

se abuse de ese derecho. 

 

PRIMERA SALA 

 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA REQUIERE NO SÓLO QUE 
LA INFORMACIÓN DIFUNDIDA HAYA SIDO FALSA, SINO QUE SE HAYA DIFUNDIDO A 
SABIENDAS DE SU FALSEDAD O CON LA INTENCIÓN DE DAÑAR (INTERPRETACIÓN DE ESTE 
ÚLTIMO ESTÁNDAR). 

 

En la jurisprudencia 1a./J. 38/2013 (10a.) de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de rubro: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE 

PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.", se sostuvo que la principal 

consecuencia del sistema de protección dual es la doctrina de la "real malicia" o "malicia efectiva", 

conforme a la cual, la imposición de sanciones civiles derivada de la emisión de opiniones, ideas o 

juicios, corresponde exclusivamente a aquellos casos en que existe "información falsa" (en el caso del 

derecho a la información) o que haya sido producida con "real malicia" (aplicable tanto al derecho a la 

información como a la libertad de expresión), esto es, con la única intención de dañar. Conforme a esa 

doctrina, sólo puede exigirse a quien ejerce su derecho a la libertad de expresión o de información, 

responsabilidad ulterior por las opiniones o información difundida -de interés público- si se actualiza el 

supuesto de la "malicia efectiva". Ahora bien, para que se actualice ésta no es suficiente que la 

información difundida resulte falsa, pues ello conllevaría a imponer sanciones a informadores que son 
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diligentes en sus investigaciones, por el simple hecho de no poder probar en forma fehaciente todos y 

cada uno de los aspectos de la información difundida, lo cual, además de que vulneraría el estándar de 

veracidad aplicable a la información, induciría a ocultar la información en lugar de difundirla, socavando 

el debate robusto sobre temas de interés público que se persigue en las democracias constitucionales. 

Entonces, la doctrina de la "real malicia" requiere no sólo que se demuestre que la información difundida 

es falsa sino, además, que se publicó a sabiendas de su falsedad, o con total despreocupación sobre 

si era o no falsa, pues ello revelaría que se publicó con la intención de dañar. Cabe agregar que, en 

torno al nivel de diligencia o negligencia del informador, la doctrina de la "malicia efectiva" señala que 

la mera negligencia o descuido no es suficiente para actualizarla, pues para ello se requiere un grado 

mayor de negligencia, una negligencia inexcusable, o una "temeraria despreocupación", referida a un 

dolo eventual, lo que presupone la existencia de elementos objetivos que permiten acreditar que el 

autor, si bien no tenía conocimiento directo sobre la inexactitud de los datos aportados, era consciente 

de esa inexactitud por las circunstancias de hecho del caso concreto y, además, disponía de los 

recursos que le permitían verificar, de manera inmediata y sin mayor esfuerzo, aquella inexactitud, y a 

pesar de ese estado de conciencia y de contar con los medios idóneos para corroborar la información, 

prescinde de ellos y decide exteriorizar los datos. Por tanto, la intención de dañar no se acredita 

mediante la prueba de cierta negligencia, un error o la realización de una investigación elemental sin 

resultados satisfactorios, sino que se requiere acreditar que el informador tenía conocimiento de que la 

información era inexacta, o al menos duda sobre su veracidad, y una total despreocupación por 

verificarla, pues sólo así puede acreditarse la intención de dañar. 

 

PRIMERA SALA 

 

DERECHO A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SI LA INFORMACIÓN ESTÁ 
CONTENIDA EN DIVERSAS NOTAS DEBE ATENDERSE A SU CONTENIDO INTEGRAL, SIN 
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EXCLUIR AQUELLAS RESPECTO DE LAS QUE HAYA PRESCRITO EL DERECHO A OBTENER 
REPARACIÓN. 

 

Cuando la información esté contenida en diversas notas que le den un estrecho seguimiento a la 

conducta o a las actividades desplegadas por una persona o un grupo de personas, debe atenderse a 

su contenido integral, lo que impide que para efectos del análisis de la información deba excluirse parte 

de ésta, aunque se contenga en publicaciones respecto de las cuales no sea posible obtener reparación 

por haber transcurrido en exceso el plazo previsto en la ley para el ejercicio de la acción 

correspondiente, ya que sería irrazonable exigir a los periodistas que en cada nota periodística o 

columna que escriban, tengan que referir todos y cada uno de los acontecimientos que hayan forjado 

sus opiniones o sus expresiones, bajo el argumento de que no puede haber continuidad y que cada 

nota debe subsistir en forma independiente de las anteriores. Lo anterior sólo se traduciría en poner 

candados, obstáculos y límites irrazonables a la libertad de expresión y de información, pues en lugar 

de que los límites estén dirigidos a la sustancia y a la objetividad de las imputaciones, estarían dirigidos 

al formato que se utilice, lo que sin duda equivaldría a poner una camisa de fuerza a los informadores. 

 

PRIMERA SALA 

 

DERECHO A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL HECHO DE QUE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS CONCLUYAN SUS FUNCIONES, NO IMPLICA QUE TERMINE EL 
MAYOR NIVEL DE TOLERANCIA FRENTE A LA CRÍTICA A SU DESEMPEÑO. 

 

El hecho de que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya sostenido que 

las personas no estarán sometidas a un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad 

durante todas sus vidas, sino que dicho umbral de tolerancia deberá ser mayor solamente mientras 

realicen funciones públicas o estén involucradas en temas de relevancia pública, no implica que una 

vez que el servidor público concluya sus funciones, debe estar vedado publicar información respecto de 
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su desempeño o que se termine el mayor nivel de tolerancia que debe tener frente a la crítica, sino que 

ese mayor nivel de tolerancia sólo se tiene frente a la información de interés público, y no a cualquier 

otra que no tenga relevancia pública. Entonces, el límite a la libertad de expresión y de información se 

fija en torno al tipo de información difundida, y no a su temporalidad, pues sería irrazonable y totalmente 

contrario a los principios que rigen el derecho a la libertad de expresión en una sociedad democrática, 

vedar el escrutinio de las funciones públicas por parte de la colectividad respecto de actos o periodos 

concluidos. 

 

PRIMERA SALA 

 

PROGRAMAS DELEGACIONALES DE DESARROLLO URBANO DEL DISTRITO FEDERAL. ES 
VÁLIDA LA APLICACIÓN DE UNO ABROGADO POR EL POSTERIOR, CUANDO ÉSTE FUE 
RECLAMADO EN AMPARO Y SE CONCEDIÓ LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL POR SU 
INDEBIDA PUBLICACIÓN EN LA GACETA OFICIAL DE LA ENTIDAD. 

 

Cuando en un juicio de amparo se conceda la protección constitucional contra un programa delegacional 

de desarrollo urbano, por considerar que fue indebidamente publicado en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, resulta válido que, al emitir nuevos certificados de zonificación, la autoridad administrativa 

aplique al quejoso el programa anterior, toda vez que el vicio constitucional advertido en el posterior lo 

afectó en su totalidad, incluido el transitorio por el que se abrogó el que le precedió, por lo que debe 

considerarse que éste subsiste para el impetrante, máxime que la construcción de inmuebles es una 

actividad que, por disposición de los artículos 35 y 43 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, 

se encuentra sujeta a los programas delegacionales de desarrollo urbano que expida la Asamblea 

Legislativa, pues éstos tienen por objeto regular el uso del suelo, atendiendo a factores económicos, 

ambientales, sociales, de infraestructura urbana o de riesgo; de ahí que no sea factible permitir que los 

particulares se abstraigan de su aplicación. 
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DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

INFORME JUSTIFICADO. CASO EN EL QUE POR SER AMBIGUO, CONTENER 
MANIFESTACIONES GENÉRICAS EN CUANTO A QUE NO SE VIOLAN DERECHOS 
FUNDAMENTALES, E INCONGRUENTE CON LO EXPRESADO POR EL QUEJOSO EN SU 
DEMANDA DE AMPARO, EL ACTO RECLAMADO DEBE TENERSE POR PRESUNTIVAMENTE 
CIERTO (RETENCIÓN DE LA CORRESPONDENCIA EN UN CENTRO PENITENCIARIO). 

 

Conforme al artículo 117, párrafo cuarto, de la Ley de Amparo, la autoridad responsable deberá rendir 

su informe con justificación en el que expondrá las razones y fundamentos que estime pertinentes para 

sostener la improcedencia del juicio o la constitucionalidad del acto reclamado y acompañará copia 

certificada de las constancias necesarias para apoyarlo. Así, la finalidad del informe justificado es que 

las partes interesadas puedan conocer las razones y fundamentos que sustentan los actos reclamados, 

así como la de fijar la litis constitucional. Ahora bien, cuando el interno en un centro penitenciario reclama 

en el juicio de amparo que la autoridad carcelaria viola sus derechos fundamentales porque le retiene 

su correspondencia, y ésta, al rendir su informe justificado, incongruente con lo expresado por el quejoso 

en su demanda, sostiene ambigua y genéricamente, que no es cierto el acto reclamado y que 

únicamente "se hace entrega de la correspondencia conforme a la normatividad que rige en el 

reclusorio", sin negar la existencia de la retención de correspondencia al quejoso, o manifestar si llegó 

alguna para éste y, en su caso, si ya se la entregó, o bien, acreditar la causa del retardo si hubiera 

alguna entrega pendiente en trámite, ello genera la presunción de certeza del acto reclamado, pues si 

bien, por regla general, la negativa del acto por inexistencia conduce al sobreseimiento en el juicio, en 

el caso, debe atenderse al acto reclamado y a que el citado informe justificado se rinda con la debida 

explicitez. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PRESENTADA 
COMO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA QUE ORDENA REPONER 
EL PROCEDIMIENTO. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN RESIDE 
LA AUTORIDAD DE SEGUNDO GRADO (LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL 
DE 2013). 

 

Cuando se promueve un juicio de amparo directo en contra de la resolución de segundo grado que 

ordena reponer el procedimiento en el juicio de origen, el Tribunal Colegiado de Circuito al declarar su 

legal incompetencia para conocer de la demanda respectiva, por tratarse de un acto cuya 

constitucionalidad debe analizarse en la vía indirecta debe fincar la competencia en el Juez de Distrito 

en cuya jurisdicción resida la autoridad de segundo grado que ordenó dicha reposición. Lo anterior por 

las siguientes razones: 1. Al cuestionarse la regularidad de la resolución de segundo grado que ordenó 

la reposición del procedimiento, sólo ésta será objeto de control constitucional y no de algún acto que 

se emita en cumplimiento a ella; 2. El justiciable, bajo la pretensión de que dicho acto es reclamable en 

amparo directo, presentó su demanda de amparo ante la autoridad responsable y es el Tribunal 

Colegiado quien advierte su legal incompetencia; y, 3. La esencia del acto cuya constitucionalidad se 

reclama es la reposición del procedimiento mismo que, en términos lingüísticos, no se traduce en un 

enunciado que se limita a describir o constatar algo sino que al emitirse, realiza la acción de que se 

trata, esto es, la reposición del procedimiento por lo que en realidad es una resolución performativa o 

realizativa que no requiere de otro acto para que opere la transformación de la realidad que con su 

emisión ordenó la responsable, esto es, la reposición del procedimiento. Por ello, en estos casos, con 

fundamento en el artículo 37 de la Ley de Amparo, en atención al principio pro persona, previsto en el 

artículo 1o. constitucional y con el fin de no retardar la impartición de justicia, corresponde conocer de 

la demanda de amparo indirecto al Juez de Distrito en cuya jurisdicción reside la autoridad de segundo 

grado que emitió la resolución que se reclama y ante la que se presentó la demanda de amparo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE ESTE RECURSO CUANDO EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO APLICA UNA TESIS AISLADA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN EN LA QUE SE ANALIZA LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL. 

 

Si el recurrente alegó la inconstitucionalidad de una norma general en amparo directo y el Tribunal 

Colegiado de Circuito la analizó en su sentencia, aplicando una tesis aislada de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que resolvió la cuestión constitucional planteada, debe declararse procedente el 

recurso de revisión, a fin de que el alto tribunal, en Pleno o en Salas, determine, a través del escrutinio 

propio de dicho recurso, si reitera o no el criterio correspondiente para establecer jurisprudencia 

obligatoria. 

 

PRIMERA SALA 

 

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. SU MODIFICACIÓN O REVOCACIÓN PROCEDE DESDE SU 
OTORGAMIENTO Y HASTA QUE LA SENTENCIA CONSTITUCIONAL ADQUIERA FIRMEZA, PERO 
NO DURANTE LA EJECUCIÓN DE ÉSTA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 
2013). 

 

Es desacertado considerar que el término "sentencia ejecutoriada" a que se refiere el artículo 140 de la 

Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, autorice a modificar o revocar el auto en que se 

resolvió sobre la suspensión hasta que haya sido debidamente cumplida y ejecutada la sentencia, pues 

en el juicio de amparo, sentencia "ejecutoria" y "ejecutoriada" son sinónimos, para referirse a una 

resolución que alcanzó la categoría de cosa juzgada. Lo anterior, porque si bien es cierto que se 

denomina "ejecutoria" a la sentencia dictada por un tribunal de última o de única instancia, por ser 

irrecurrible, esto es, que causa estado por ministerio de ley, y "ejecutoriada" a aquella que pudo ser 

impugnada y no lo fue, por lo cual necesita una declaratoria de firmeza, también lo es que cualquiera 

de dichas calidades sólo es relevante, desde el punto de vista doctrinal-procesal, para saber si la 
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resolución causó firmeza por ministerio de ley (ejecutoria) o ante declaratoria judicial (ejecutoriada), pero 

no para revocar o modificar una suspensión durante la etapa de ejecución de la sentencia de amparo. 

Por tanto, la modificación o revocación de la suspensión en el juicio de amparo procede desde su 

otorgamiento y hasta que la sentencia constitucional adquiera firmeza, ya sea por declaratoria judicial o 

por ministerio de ley, al ser ésa la temporalidad a la que dicha medida está sujeta. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. NO PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE LA GARANTÍA PARA QUE 
SURTA EFECTOS, POR EL SOLO HECHO DE QUE SE ADMITA CONTRAGARANTÍA AL TERCERO 
INTERESADO, PUES, POR REGLA GENERAL, DEBEN TRANSCURRIR SEIS MESES A PARTIR DE 
QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE EN DEFINITIVA PONGA FIN 
AL JUICIO. 

 

De los artículos 132, 133, 134 y 156 de la Ley de Amparo, se advierte que si bien es cierto que para 

que surta efectos la suspensión debe otorgarse garantía suficiente para cubrir los daños y perjuicios 

que pudiera ocasionar el otorgamiento de dicha medida cautelar, como que el tercero interesado puede 

otorgar contragarantía que dejará sin efectos aquélla, para restituir las cosas al estado que guardaban 

antes de la violación reclamada y pagar el detrimento ocasionado al quejoso en caso de que se conceda 

el amparo, también lo es que la devolución de la garantía no procede por la sola admisión de la 

contragarantía ofrecida por el tercero interesado, sino que está condicionada a que transcurran seis 

meses a partir del día en que surta efectos la notificación a las partes de la resolución que en definitiva 

ponga fin al juicio, o bien, que exista la voluntad expresa del que hubiere resentido daños y perjuicios 

por la ejecución o por la suspensión de los actos reclamados, sea el tercero interesado o el quejoso, 

según corresponda. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL PLENO DE UN 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE ORDENA REGULARIZAR EL PROCEDIMIENTO POR 
ADVERTIRSE DE OFICIO UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA NO ALEGADA POR ALGUNA DE 
LAS PARTES NI ANALIZADA POR EL INFERIOR Y DAR VISTA AL QUEJOSO PARA QUE 
MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO CONVENGA. 

 

Conforme al artículo 104 de la Ley de Amparo, el recurso de reclamación tiene por objeto revisar la 

legalidad de los acuerdos de trámite dictados por los presidentes: de la Suprema Corte de Justicia, de 

sus Salas, o por los de los Tribunales Colegiados de Circuito, a efecto de enmendar las posibles 

irregularidades procesales cometidas durante la tramitación de los procedimientos de su conocimiento. 

Por tanto, contra el acuerdo del Pleno de un Tribunal Colegiado de Circuito que ordena regularizar el 

procedimiento por actualizarse lo previsto en el artículo 64, párrafo segundo, de la ley de la materia, al 

advertirse de oficio una causal de improcedencia no alegada por alguna de las partes ni analizada por 

el órgano jurisdiccional inferior, ordenando dar vista al quejoso para que, en el plazo de tres días 

manifieste lo que a su derecho convenga, es improcedente el recurso de reclamación, al no constituir 

un acuerdo de mero trámite dictado por el presidente de dicho órgano colegiado. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESTÁ OBLIGADO A RESOLVERLA, PESE A QUE EL JUEZ 
DE DISTRITO INFORME QUE HA CELEBRADO LA AUDIENCIA INCIDENTAL, SI NO HA 
RESUELTO RESPECTO DE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, YA QUE SUBSISTE LA MATERIA DE 
ESTUDIO. 

 

Conforme al artículo 97, fracción I, inciso b), de la Ley de Amparo, el recurso de queja procede contra 

la resolución que conceda o niegue la suspensión provisional. Ahora, en este supuesto, acorde con los 
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numerales 98, fracción I y 101 de la norma jurídica en comento, el plazo para su interposición será de 

dos días hábiles y el término con el que cuenta el órgano jurisdiccional para resolver será dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes al en que se reciban la copia de la resolución impugnada, el informe 

materia de la queja, así como las demás constancias que se estimen pertinentes para la emisión del 

fallo respectivo. En esas condiciones, si dentro del plazo fatal con el que cuenta el Tribunal Colegiado 

de Circuito para resolver respecto del medio de impugnación de que se trata, el Juez de Distrito informa, 

o incluso remite copia autorizada de la cual se advierta que ya se celebró la audiencia incidental, pero 

se aplazó el dictado de la resolución respectiva, no es válido considerar que por ese hecho ésta haya 

quedado sin materia, puesto que para ello era necesario que se hubiese resuelto respecto de la 

suspensión definitiva, ya que, de lo contrario, la suspensión provisional sigue surtiendo legalmente sus 

efectos, por lo que el tribunal de alzada se encuentra constreñido a analizar su legalidad a la luz de los 

agravios hechos valer por la parte recurrente. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

COSA JUZGADA. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESESTIMA ESA EXCEPCIÓN SIN ULTERIOR 
RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (LEY DE AMPARO VIGENTE 
A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). 

 

Del contenido del artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, se advierte que el juicio de amparo 

indirecto procede contra actos procesales que produzcan una afectación material a los derechos 

sustantivos del gobernado. En ese sentido, la resolución que desestima la excepción de cosa juzgada, 

si bien es una violación procesal trascendente, pues tendrá como efecto continuar con el trámite de un 

juicio que se considera innecesario, no afecta materialmente los derechos sustantivos del quejoso, 

entendiéndose por éstos los que se encuentran tutelados en la Constitución, con consecuencias de tal 

gravedad, que impidan en forma actual el ejercicio de un derecho y no únicamente una lesión jurídica 

de naturaleza formal o adjetiva que no necesariamente llegaría a trascender al resultado del fallo. Lo 
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anterior, atento a la interpretación que en relación con los actos de imposible reparación realizó el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), de título y 

subtítulo: "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE 

FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO 

INDIRECTO, RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO 

VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013)." 

 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

SENTENCIA DE AMPARO. LA FALTA DE FIRMAS DE LOS MAGISTRADOS DE LA SALA 
RESPONSABLE EN LA COPIA AUTORIZADA DE LA NUEVA SENTENCIA, ES INSUFICIENTE 
PARA DECLARAR EL DESACATO DE AQUÉLLA, SI EXISTE CERTIFICACIÓN EN EL SENTIDO DE 
QUE LA RESOLUCIÓN ORIGINAL SE ENCONTRABA DEBIDAMENTE SIGNADA. 

 

Cuando se concede la protección constitucional para el efecto, entre otros, de que la Sala responsable 

emita una nueva resolución, en la que consigne el nombre y apellidos de la secretaria que autoriza y da 

fe, y en cumplimiento al fallo protector, la responsable remite al tribunal colegiado de circuito 

correspondiente copia autorizada de la nueva sentencia en la que no obran las firmas autógrafas de los 

magistrados integrantes, bastará el hecho de que se certifique que la resolución original se encontraba 

debidamente signada, para no declararse el desacato de la sentencia de amparo. 

 

PRIMERA SALA 

 

RECURSO DE INCONFORMIDAD. LA PERSONA EXTRAÑA A JUICIO ESTÁ LEGITIMADA PARA 
INTERPONERLO SI EL CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA SE RIGEN POR LA 
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LEY DE AMPARO PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 2 DE ABRIL DE 
2013. 

 

El artículo 202, párrafo segundo, de la ley referida, prevé que el recurso de inconformidad podrá 

interponerlo, entre otros, la persona extraña a juicio que resulte afectada por el cumplimiento o ejecución 

de la sentencia de amparo; de lo que se colige que ésta podrá interponer ese recurso, siempre que el 

juicio de amparo se rija por la Ley de Amparo en vigor, y no así cuando dicha secuela se tramite bajo la 

ley abrogada, ya que ésta no establece esa posibilidad. 

 

PRIMERA SALA 

 

NORMAS SECUNDARIAS. SU CONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE QUE SU CONTENIDO 
ESTÉ PREVISTO EXPRESAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, SINO DE QUE RESPETE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES. 

 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los preceptos constitucionales sólo 

establecen principios y parámetros generales, los cuales son desarrollados por las normas secundarias; 

por tanto, la constitucionalidad de éstas no depende de que su contenido esté previsto expresamente 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino de que respete los principios 

constitucionales. En ese entendido, los requisitos establecidos por las leyes secundarias sólo podrán 

declararse inconstitucionales si son excesivos, por no ser razonables o por ser desproporcionados para 

cumplir con el fin constitucionalmente perseguido. 

 

PRIMERA SALA 
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IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. DEBE APLICARSE ESTE MÉTODO 
ANALÍTICO EN TODOS LOS CASOS QUE INVOLUCREN RELACIONES ASIMÉTRICAS, 
PREJUICIOS Y PATRONES ESTEREOTÍPICOS, INDEPENDIENTEMENTE DEL GÉNERO DE LAS 
PERSONAS INVOLUCRADAS. 

 

Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de 

género, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

respectivamente, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una 

perspectiva de género. Ahora bien, la utilización de esta herramienta de análisis para verificar si existe 

una situación de vulnerabilidad o prejuicio basada en el género de una persona, no es exclusiva para 

aquellos casos en que las mujeres alegan una vulneración al derecho a la igualdad, en virtud de que si 

bien es cierto que históricamente son las que más han sufrido la discriminación y exclusión derivadas 

de la construcción cultural de la diferencia sexual -como reconoció el Constituyente en la reforma al 

artículo 4o. de la Constitución Federal publicada el 31 de diciembre de 1974, en la que incorporó 

explícitamente la igualdad entre hombres y mujeres-, también lo es que los estereotipos de género que 

producen situaciones de desventaja al juzgar, afectan tanto a mujeres como a hombres. De ahí que la 

perspectiva de género como método analítico deba aplicarse en todos los casos que involucren 

relaciones asimétricas, prejuicios y patrones estereotípicos, independientemente del género de las 

personas involucradas, con la finalidad de detectar y eliminar las barreras y los obstáculos que 

discriminan a las personas por su pertenencia al grupo de "mujeres" u "hombres". 

 

PRIMERA SALA 
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Procesal Mercantil 

Jurisprudencias 

 

JUICIO ORAL MERCANTIL. EL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA RELATIVA, BASADO EN LA 
FALTA DE INFRAESTRUCTURA Y CAPACITACIÓN NECESARIAS PARA SU IMPLEMENTACIÓN, 
POR LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES DEL ESTADO DE JALISCO, CON MOTIVO DE LAS 
REFORMAS AL CÓDIGO DE COMERCIO QUE LO PREVIENEN, VIOLA EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

Entre las reformas al Código de Comercio (publicadas en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete 

de enero de dos mil once), se incluyó un título especial, denominado "Del juicio oral mercantil", que 

entró en vigor al año siguiente de su publicación, sin embargo, en relación con los Poderes Judiciales 

de las entidades federativas, conforme al artículo tercero transitorio del diverso decreto publicado el 

nueve de enero de dos mil doce, se fijó una prórroga máxima para el inicio de su vigencia hasta el 

primero de julio de dos mil trece. De ahí que, a partir de esta fecha, las autoridades jurisdiccionales del 

Estado de Jalisco están obligadas a aplicar las indicadas reformas, sin que sea obstáculo para ello, la 

circunstancia de que a la fecha de presentación de la demanda de origen (trece de mayo de dos mil 

catorce), no se haya resuelto sobre las previsiones presupuestales para la infraestructura y la 

capacitación necesarias para la correcta implementación de los juicios orales mercantiles, ni se haya 

hecho la declaratoria oficial que expresamente disponga la fecha de aplicación de las reformas al Código 

de Comercio en materia de juicios orales. Es así, porque al incorporarse al texto del citado código el 

juicio oral mercantil, como una medida para resolver las controversias de cuantía menor de forma más 

rápida y eficaz, es evidente que el acceso a dicha vía no puede limitarse por la falta de actuación de los 

órganos competentes del Estado que, por mandato de ley, debieron efectuar las acciones necesarias, 

a fin de que se cumpliera con lo encomendado antes de la fecha límite. Permitir lo contrario, implicaría 

aceptar que el ejercicio de la prerrogativa señalada, reconocida en una ley federal, quede al arbitrio de 

las autoridades locales, haciendo nugatorias las disposiciones de la ley, no obstante encontrarse 

subordinadas a dicha norma federal, vulnerando así el derecho de la quejosa de acceso a la justicia 

establecido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al 
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cual toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por los tribunales que estarán expeditos 

para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

 

Tesis Aisladas  

 

COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "EXCEPCIONES O 
DEFENSAS QUE TIENDAN A VARIAR LA SITUACIÓN JURÍDICA QUE PRIVABA ENTRE LAS 
PARTES ANTES DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA", CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1076, 
FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

 

De la literalidad de esa porción normativa se obtiene que una consecuencia de cuando se decreta la 

caducidad de la instancia, es la condena al pago de costas a cargo del actor. Por excepción, esa 

condena será compensable cuando el demandado haya opuesto reconvención, compensación, nulidad 

o cualquier otra excepción o defensa que tienda a variar la situación jurídica que privaba entre las partes 

antes de la presentación de la demanda. Al respecto, conviene precisar que esto último ocurre siempre 

que la excepción o defensa de que se trate excluya la existencia de la relación sustancial base de la 

acción o esté encaminada a demostrar su extinción. Esto es, no se trata de una excepción que tenga 

como presupuesto la existencia de la relación material, y que sólo descanse en hechos encaminados a 

dilatar la producción de sus efectos e incluso destruirlos sino, a cuestiones que, por sí mismas excluyan 

la acción, de modo que, una vez demostradas, cambiarán la situación jurídica base y sustento de la 

pretensión. Así, las excepciones o defensas a que se refiere la parte final de la fracción VIII del artículo 

1076 del Código de Comercio, cuyo fin es la compensación de las costas del juicio, deben estar 

relacionadas con el fondo del asunto, no con una cuestión dilatoria o procesal; así como vinculadas 

directamente con el derecho sustantivo base de la acción, tendentes a desconocerlo de raíz por su 
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inexistencia, destruirlo o disminuirlo de forma definitiva. En otras palabras, las excepciones 

correspondientes deben ir más allá de la desestimación de la pretensión de la actora en el juicio, y ello 

es razonable, porque de no considerarse de esa manera, cualquier excepción opuesta, sin atender a la 

naturaleza y fin que persigue, daría lugar a la compensación en las costas, a pesar de que a causa de 

la falta de impulso procesal por la actora, se decrete la caducidad de la instancia. En consecuencia, las 

excepciones relativas deben guardar relación directa con el acto jurídico que vincule a las partes y no 

así con una cuestión accidental o accesoria de aquél, pues de ser así, las excepciones no tenderían a 

cambiar la situación jurídica que prevalecía entre las partes antes de la presentación de la demanda. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

CONTRATO DE MUTUO. EL LUGAR PACTADO PARA EL PAGO DE INTERESES, DEBE TENERSE 
TAMBIÉN PARA EL DE LA SUERTE PRINCIPAL. 

 

De acuerdo con el artículo 2082 del Código Civil para el Distrito Federal, por regla general, el pago debe 

hacerse en el domicilio del deudor, salvo que las partes convinieren otra cosa, o que lo contrario se 

desprenda de las circunstancias, de la naturaleza de la obligación o de la ley. En este sentido, cuando 

en un contrato de mutuo se expresa lugar para el pago de los intereses que causará la cantidad 

mutuada, esa estipulación surte efectos también respecto del pago de la obligación principal porque 

ambas obligaciones comparten igual naturaleza, y ante este pacto no puede sostenerse que el deudor 

está en total y pleno desconocimiento de un domicilio al cual acudirá a cumplir con su obligación; de ahí 

que no hay razón para imponer al acreedor la carga procesal de efectuar el requerimiento previo al 

juicio. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
DEBE CONTRAERSE PRIMERO A LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN QUE 
PREVÉ EL CÓDIGO DE COMERCIO EN EL ARTÍCULO 1339, PARA ESTABLECER SI EL ACTO 
RECLAMADO ES LA SENTENCIA DEFINITIVA O LA RESOLUCIÓN QUE PUSO FIN AL JUICIO. 

 

De una interpretación sistemática de la jurisprudencia 1a./J. 78/2012 (10a.), aprobada por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre de 2012, página 428, de rubro: "RECURSO 

NO IDÓNEO. LA SENTENCIA EMITIDA EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL SE CONSTITUYE 

EN DEFINITIVA PARA EFECTOS DEL AMPARO DIRECTO, CUANDO POR RAZÓN DE LA CUANTÍA 

ES IRRECURRIBLE, CONFORME AL ARTÍCULO 1339 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AUNQUE SE 

HAGA VALER LA APELACIÓN Y ÉSTA SE DESECHE.", así como de su ejecutoria, es factible 

establecer que en un juicio ejecutivo mercantil, acorde con el artículo 1339 del Código de Comercio, la 

sentencia será apelable atendiendo al monto de la suerte principal; ahora bien, para efectos de la 

competencia del Tribunal Colegiado de Circuito (en el entendido de que conforme al artículo 170 de la 

Ley de Amparo, éste conoce del juicio de amparo contra sentencias definitivas, laudos o resoluciones 

que pongan fin al juicio), debe contraerse primero a la procedencia o no del recurso de apelación que 

prevé el Código de Comercio para establecer si el acto reclamado es o no la sentencia o la resolución 

que puso fin al juicio. En ese tenor, pueden establecerse los siguientes supuestos: A) Si conforme al 

referido artículo 1339, la sentencia dictada en el juicio ejecutivo mercantil es apelable porque la cuantía 

rebasa el límite que el artículo establece, y el interesado hace valer el medio de impugnación, el cual es 

desechado o no se admite por determinada circunstancia que consideró la alzada, esa determinación 

debe considerarse como una resolución que puso fin al juicio, por tanto, contra ella procede el amparo 

directo, pues como se ha señalado, atendiendo al artículo aludido, sí era procedente contra la sentencia 

del Juez de origen el recurso de apelación, significa que esa resolución no era la definitiva, pues contra 

ella procede otra instancia. B) Si la suerte principal no excede el monto contemplado en la ley para la 

procedencia del recurso de apelación y, no obstante ello, el interesado interpone dicho medio de 
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impugnación, el cual es desechado por la alzada bajo ese argumento, y en la demanda de amparo se 

combate, señalándola como acto reclamado (la que no admitía recurso de apelación), el Tribunal 

Colegiado de Circuito sí tiene la competencia legal para resolver lo relativo a ese juicio de amparo 

directo, siempre y cuando se haya presentado la demanda en el tiempo establecido en la ley, pues se 

está señalando como acto reclamado una sentencia definitiva. C) En el supuesto de que la sentencia 

no sea apelable por razón de la cuantía, pero se haga valer el medio de impugnación y la alzada lo 

admite y resuelve el fondo, contra esa resolución también será procedente el juicio de amparo directo, 

pues el respeto de los derechos fundamentales contenidos en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la prosecución del proceso, independientemente de 

los errores en la admisión del recurso. D) En el caso en que la suerte principal no exceda el monto 

contemplado en la ley para la procedencia del recurso de apelación y, no obstante ello, el interesado lo 

interpone, el cual es desechado por la alzada bajo ese argumento y contra ese auto se promueve la 

demanda de amparo directo, debe considerarse que éste no es una resolución que hubiese puesto fin 

al juicio, sino un acto dictado fuera de juicio que es competencia de un Juez de Distrito en amparo 

indirecto, pues en esta última hipótesis si la ley que rige el acto no prevé el recurso de apelación, 

entonces el juicio terminó con el dictado de la sentencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL DEMANDADO EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. A FIN DE 
DETERMINAR EL PLAZO PARA DILIGENCIARLO, DEBE ACUDIRSE A LA INTEGRACIÓN 
NORMATIVA POR ANALOGÍA Y APLICAR EL DE VEINTE DÍAS PREVISTO EN LA LEY DE 
AMPARO. 

 

La falta de regulación en cuanto al plazo que debe otorgarse al actor para la publicación de los edictos 

en el Código de Comercio y en las leyes de aplicación supletoria, conduce a estimar válido el empleo 

del método de integración normativa por analogía, cuyo mecanismo radica en plantear para el supuesto 
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de hecho no previsto en la ley, la imputación de una consecuencia jurídica externa proveniente de 

regulaciones similares, principios generales del derecho e, incluso, la equidad. Ello, con el fin de aunar 

dos elementos jurídicos distintos para unificar el ordenamiento aplicable con otra regla de derecho, 

fusionando el antecedente no previsto con una consecuencia desarrollada en alguna regulación 

análoga. Así, dado que la actividad del aplicador del derecho no cesa ante algún vacío legal, se estima 

que en el requerimiento y apercibimiento correspondientes formulados por el juzgador en el juicio oral 

mercantil a la parte actora para que cumpla con la publicación de los edictos deberá brindarse, por 

analogía, el plazo integral y genérico de veinte días de acuerdo al desarrollo legal y jurisprudencial que 

se ha abordado en relación con el emplazamiento por edictos al tercero perjudicado (ahora tercero 

interesado) en la Ley de Amparo. Se colige así, pues inductivamente se revelan semejanzas particulares 

en dichos ordenamientos que muestran asequible la consabida pauta integradora, ya que las 

legislaciones que contemplan ambos procesos convergen -sin desarrollar totalmente el contenido y la 

forma en que habrán de publicarse y remitir a la aplicación supletoria del Código Federal de 

Procedimientos Civiles- en estimar que la obligación de recoger y hacer las gestiones necesarias para 

publicar los edictos constituye un presupuesto procesal cuya formalidad, en caso de no verificarse, 

impide la prosecución del procedimiento; sin embargo, en el juicio oral mercantil, a diferencia de la Ley 

de Amparo, prevalece una laguna que no puede ser superada a través de la supletoriedad como método 

de integración legislativa, siendo tal, el consabido plazo para diligenciar los referidos edictos. Por ende, 

si en su parte general las reglas previstas en la Ley de Amparo y su desarrollo jurisprudencial pueden 

extrapolarse con validez al juicio oral mercantil, dada su identidad, entonces, aquéllas son aplicables al 

momento de fijar el plazo para cumplir la publicación de los edictos a costa de la actora en el juicio oral 

mercantil, una vez agotada la investigación del domicilio de la parte demandada, en la inteligencia de 

que los actos que comprende corresponden a una secuencia lógica que entraña diversos momentos: 

recoger los edictos, pagarlos y entregarlos para su publicación, lo que deberá comprobarse ante el Juez 

dentro del plazo de veinte días. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ SU CONDENA, NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO 
A LA JURISDICCIÓN. 

 

La condena en costas prevista en el artículo y fracción citados, sólo se dirige a las partes que intervienen 

en un juicio ejecutivo mercantil, cuya racionalidad descansa en que ese tipo de juicios, de conformidad 

con el numeral 1391 del Código de Comercio, deben fundarse necesariamente en un documento que 

traiga aparejada ejecución, por lo que no se trata de procesos de cognición, pues el demandante 

únicamente busca la realización del crédito que se encuentra en el título que le sirve de base a ese 

juicio y no necesita que en el proceso se declare su derecho, porque éste ya está reconocido de 

antemano, al surtirse los requisitos que la ley prevé para asignarle la calidad de ejecutivo a un 

determinado documento. Por este motivo, en la fase inicial del proceso, se realiza la ejecución, incluso 

antes del emplazamiento, y si posteriormente la pretensión es desestimada, ya sea porque el título 

fundatorio de ese proceso no tenía en realidad la cualidad de ejecutivo, o bien, porque el ejecutado 

demostró alguna de las excepciones hechas valer, por ejemplo, el pago, y ante tal situación queda visto 

que el supuesto ejecutado fue injustificadamente llamado a juicio, entonces, las costas deberán correr 

a cargo de quien efectuó ese llamamiento y ocasionó las molestias derivadas del embargo y demás 

medidas que pudieron haberse decretado. Por otra parte, en el caso de que el juzgador acoja la 

pretensión del ejecutante, se pondría en evidencia que el demandado forzó a su contraparte a acudir a 

las autoridades jurisdiccionales, cuando ya tenía un derecho preconstituido, cuyo pago debió verificarse 

sin necesidad de activar la maquinaria judicial. De ahí que el artículo 1084, fracción III, del Código de 

Comercio, que prevé la condena de costas en el juicio ejecutivo mercantil, no impide a las partes acudir 

ante el órgano jurisdiccional a deducir sus derechos y, por ende, no vulnera el derecho de acceso a la 

jurisdicción contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 

sí, por el contrario, la racionalidad de tal disposición es acorde con la finalidad expresada por el 

legislador, al exponer los motivos que generaron la reforma publicada el 24 de mayo de 1996 en el 
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Diario Oficial de la Federación, en la que, si bien la fracción III referida no se reformó, el órgano 

legislativo sí estimó necesario incorporar la fracción V, con la precisión de que la condena en costas 

tenía como finalidad prever fórmulas para desalentar demandas o defensas improcedentes. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

CHEQUE. ES UN INSTRUMENTO DE PAGO, NO DE CRÉDITO, POR LO QUE ES IMPROCEDENTE 
LA EXCEPCIÓN DE CAUSALIDAD OPUESTA, CUANDO SE EXIGE EN LA VÍA JUDICIAL. 

 

De conformidad con los artículos 175, 176, 178 y 183 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito, se advierte que el cheque contiene una orden incondicional de pago que el librador da al banco 

para que con el dinero que ahí tiene depositado realice el pago al portador o a la persona indicada en 

el cuerpo del documento, el cual debe ser pagado a su presentación, pues cualquier disposición en 

contrario se considera inválida, por lo que, ante la falta de pago, el librador debe responder por ello. De 

conformidad con lo anterior, el cheque tiene una función liberatoria de la obligación, pues se ocupa 

como instrumento de pago, dado que al contener la orden de que se pague con los fondos que se tienen 

depositados en el banco obligado a cubrirlo, hace las veces de dinero que representa, salvo buen cobro, 

en cuyo caso contiene un derecho de crédito, ya que otorga al beneficiario del documento un derecho 

personal que por su propia naturaleza implica el cumplimiento de obligaciones de carácter pecuniario 

que, mediante el ejercicio de las acciones respectivas, puede exigir del librador del documento. Luego, 

si el cheque es un instrumento de pago, es evidente que con ello se abstrae de la relación jurídica que 

le dio origen; de ahí que su eficacia no está condicionada y, en consecuencia, es intrascendente éste, 

por lo que, al gozar de autonomía, no es necesario que se acredite la causa por la cual se expidió a 

favor del beneficiario, para que sea pagado por el librado, como tampoco lo es que se demuestre su 

origen cuando se exige vía judicial, ya que para ello basta su exhibición con el respectivo protesto de 

que no fue pagado, ya que en sí mismo representa un derecho de crédito que debe ser satisfecho. Por 

tanto, la excepción de causalidad no es oponible a los cheques. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

AUDIENCIA INCIDENTAL EN EL AMPARO. NO CONSTITUYE MOTIVO PARA EL APLAZAMIENTO 
DE LA RESOLUCIÓN SOBRE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, EL QUE SE ENCUENTREN 
PENDIENTES EL ENGROSE Y LA RESPECTIVA PUBLICACIÓN DE LA EJECUTORIA QUE SOBRE 
UNA TEMÁTICA ESPECÍFICA, RELACIONADA CON DICHA MEDIDA CAUTELAR, HAYA EMITIDO 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

 

Del análisis armónico de los preceptos 138, 141 y 144 de la Ley de Amparo, se advierte que una vez 

solicitada la suspensión del acto reclamado y hecho un examen ponderado de la apariencia del buen 

derecho y la no afectación del interés social, el órgano jurisdiccional que conozca de ésta, de manera 

provisional, la concederá o negará; además, señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia 

incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de cinco días y solicitará el informe previo a las 

autoridades responsables, las cuales deben rendirlo dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al 

en que se les solicite. Asimismo, en caso de que éstas tengan su residencia fuera de la jurisdicción del 

órgano que conoce del amparo y no les sea posible rendir el informe respectivo con la debida 

oportunidad, se celebrará la audiencia incidental por lo que hace al acto impugnado a las autoridades 

residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que corresponda en cuanto a las foráneas y se resolverá 

sobre la suspensión definitiva fijando, en su caso, las medidas y garantías a que estará sujeta. De lo 

anterior se advierte que no es válido aplazar el dictado de la resolución interlocutoria si se ha celebrado 

la audiencia incidental y se cuenta con los elementos necesarios para emitir la determinación 

conducente en cuanto a la suspensión definitiva pues, al margen de que no existe fundamento ni motivo 

legal para postergar el dictado de esa resolución, debe atenderse al derecho fundamental de la parte 

quejosa previsto en el artículo 17 constitucional, relativo a la impartición pronta y expedita de justicia. 

Sin que sea obstáculo el hecho de que se encuentren pendientes el engrose y la respectiva publicación 

de la ejecutoria que respecto de una temática específica, relacionada con esa medida cautelar, haya 

resuelto el Máximo Tribunal del País, toda vez que constituye un hecho notorio en términos del artículo 

88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Amparo, que se 
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puede extraer el sentido de la resolución, al formar parte de la sesión publicada en su versión 

taquigráfica. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

VIOLACIONES PROCESALES QUE TRASCIENDEN AL RESULTADO DEL FALLO. EL ARTÍCULO 
174 DE LA LEY DE AMPARO NO VULNERA EL NUMERAL 107, FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

La constitucionalidad de una norma secundaria no depende de que su contenido esté previsto 

expresamente en la Constitución, sino de que el mismo respete los principios constitucionales. De ahí 

que el mero hecho de que el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal no establezca 

expresamente que la parte quejosa debe precisar en su demanda por qué la violación procesal 

trasciende al resultado del fallo, no convierte en inconstitucional el artículo 174 de la Ley de Amparo. 

De una interpretación teleológica, tanto del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, como del 

artículo 174 de la Ley de Amparo, se advierte que el Constituyente fue claro en imponer a la parte 

quejosa la carga de invocar todas las violaciones procesales que estime hayan sido cometidas en el 

procedimiento de origen, y consideró que la suplencia de la queja por parte del tribunal colegiado del 

conocimiento sólo procede en las materias civil y administrativa en los casos previstos en el artículo 79, 

fracción VI, de la Ley de Amparo vigente, esto es, cuando haya habido en contra del recurrente una 

violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el 

artículo 1o. de la propia Ley de Amparo, lo que se traduce en que los tribunales de amparo sólo están 

obligados a suplir la deficiencia de la queja cuando adviertan una violación clara, innegable, que afecte 

sustancialmente al quejoso en su defensa. Sólo en esos casos, no se exigirá al quejoso que haya hecho 

valer la violación de que se trate, ni que haya cumplido con los requisitos que establece la Ley de 

Amparo para el estudio de los conceptos de violación. Lo anterior es así, porque si el propio inciso a), 

de la fracción III, del artículo 107 constitucional, establece que en el amparo directo sólo se estudiarán 



 

 

 

 

 

Página 174 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

las violaciones procesales "que afecten las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo", 

y se parte de la base de que la suplencia de la queja sólo procede en los casos en que el tribunal 

colegiado advierta que hubo una violación evidente que dejó al quejoso sin defensa por afectar sus 

derechos fundamentales, resulta por demás razonable que la ley exija que la parte quejosa precise 

aquellas violaciones que no son evidentes, y que proporcione al tribunal de amparo todos los elementos 

que puedan ser necesarios para proceder a su estudio, incluyendo la precisión de por qué trascendieron 

al resultado del fallo. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

 

Agrario  

Jurisprudencias 

 

ASIGNACIÓN DE TIERRAS EJIDALES. LAS PERSONAS CON DERECHO A HEREDAR TIENEN 
LEGITIMACIÓN PARA IMPUGNAR, EN ESTRICTO ORDEN DE PREFERENCIA, EL ACUERDO 
RESPECTIVO DE LA ASAMBLEA EJIDAL. 

 

De la interpretación sistemática de los artículos 14, 15, 17 y 18 de la Ley Agraria, deriva que los derechos 

que tiene un ejidatario para usar y disfrutar sus parcelas, así como los demás que le sean otorgados, 

serán transferidos cuando fallezca, a la persona que haya designado, la cual adquirirá, por ese solo 

hecho, la calidad de ejidatario y, a falta de designación, sucederá en estricto orden de preferencia la 

cónyuge, la concubina o el concubinario, uno de los hijos, uno de sus ascendientes, o cualquier otro 

dependiente económico del ejidatario, quienes en el orden de preferencia indicado tienen la facultad 

para reclamar su derecho sucesorio, respecto de las tierras que correspondían al extinto ejidatario. En 

consecuencia, la asignación de parcelas por parte de la asamblea ejidal, cuyo titular ha fallecido, genera 

perjuicios a la persona con derecho a suceder, en estricto orden de preferencia, en el uso y disfrute de 
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esas tierras, porque trasciende de manera directa en su derecho a heredar. Por tanto, las personas 

indicadas en el artículo 18 de la Ley Agraria están legitimadas para impugnar los acuerdos respectivos 

de la asamblea, de conformidad con el numeral 61 de la citada legislación, en cuyo caso, el plazo de 90 

días a que se refiere inicia desde que conocieron o se hicieron sabedores de la resolución 

correspondiente. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

Tesis Aisladas 

 

CESIÓN DE DERECHOS PARCELARIOS. SI EL ADQUIRENTE DE ÉSTOS NO TIENE LA CALIDAD 
DE EJIDATARIO O AVECINDADO DEL MISMO NÚCLEO DE POBLACIÓN EJIDAL, EL CONTRATO 
CELEBRADO SE ENCUENTRA AFECTADO DE NULIDAD RELATIVA. 

 

El artículo 80 de la Ley Agraria dispone que los ejidatarios podrán enajenar sus derechos parcelarios a 

un tercero, con los requisitos siguientes: a) que el acto se otorgue por escrito ante dos testigos; b) se 

notifique a los beneficiarios del derecho del tanto, al cónyuge, concubina o concubinario y a los hijos del 

enajenante; y, c) se informe al Registro Agrario Nacional, todo ello, sumado a la condicionante de que 

la enajenación se realice a otro ejidatario o avecinado del propio núcleo de población ejidal. Ahora bien, 

como la ley de la materia no establece qué clase de nulidad procede cuando se está en presencia de 

una cesión de derechos que adolece de alguno de esos requisitos, en términos de su artículo 2o., debe 

acudirse al Código Civil Federal, de aplicación supletoria a la materia agraria; consecuentemente, si el 

cesionario no cumple con la calidad que le exige el citado artículo 80, la nulidad que produce es relativa, 

según el diverso numeral 2228 del referido código. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 
REGIÓN. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA AGRARIA. 
CUANDO LA SENTENCIA RECLAMADA REQUIERA DE EJECUCIÓN MATERIAL, CORRESPONDE 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DE ÉSTA. 

 

En la tesis de jurisprudencia 2a./J. 8/2014 (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA DE LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, POR RAZÓN DE TERRITORIO, PARA CONOCER DEL 

JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS O RESOLUCIONES QUE 

PONEN FIN AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. REGLA PARA 

DETERMINARLA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se determinó que tratándose de sentencias 

definitivas o resoluciones que ponen fin al juicio contencioso administrativo federal, la competencia de 

los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer del juicio de amparo directo promovido en su contra, 

debe fijarse de acuerdo al domicilio donde reside la Sala del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa que dictó la sentencia o resolución reclamada, como se prevé para el caso del recurso 

de revisión en materia contencioso administrativa; por ello, es aplicable en relación con las actuaciones 

a que alude expresamente, pero no a la materia agraria, dado que ese criterio pretendió evitar que se 

emitan sentencias contradictorias cuando se interpongan en forma simultánea el juicio de amparo 

directo y el recurso de revisión contra ese tipo de sentencias o resoluciones; recurso este último que no 

existe tratándose de asuntos agrarios. En cambio, a través de la diversa tesis aislada 2a. XLIV/2014 

(10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 

EN MATERIA AGRARIA. CUANDO EL ACTO RECLAMADO NO REQUIERA DE EJECUCIÓN 

MATERIAL, CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE EJERZA 

JURISDICCIÓN EN EL DOMICILIO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", la misma Sala otorgó a la 

materia agraria un trato distinto del que dio a la administrativa en la tesis de jurisprudencia citada, ya 

que en las ejecutorias que le dieron origen se determinó que tratándose del amparo directo en materia 

agraria, la competencia territorial se determina atendiendo al domicilio de la autoridad que haya 
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ejecutado, ejecute o vaya a ejecutar la sentencia o resolución impugnada, razón por la cual, esta última 

regla especial es la aplicable en caso de que la sentencia reclamada requiera de ejecución material. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

Migratorio 

Jurisprudencias 

Tesis Aisladas 

 

ACCIÓN DECLARATIVA DE INTERPRETACIÓN CONFORME DE LA LEY DE MIGRACIÓN. 
IMPROCEDENCIA DE LA SOLICITUD EN CUANTO A LA INTEGRACIÓN DE UN EXPEDIENTE 
"VARIOS" Y SU EVENTUAL PRONUNCIAMIENTO DE FONDO. 

 

Para la integración y eventual resolución de fondo de los denominados expedientes "varios", cuya 

naturaleza es de carácter excepcional, se requiere de la concurrencia de una serie de elementos como 

los atinentes a que: a) no exista alguna otra vía para para desahogar el tema que se plantea; b) la 

intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resulte indispensable e ineludible; y, c) se 

lleve a cabo conforme a las atribuciones que constitucional y legalmente le asisten, las que deberán ser 

acordes con su tarea y funciones de Tribunal Constitucional, de modo que su omisión pudiese resultar 

en una grave afectación de la vida constitucional y democrática del Estado Mexicano. No obstante, la 

procedencia de la solicitud de integración de un expediente "varios" y su eventual pronunciamiento de 

fondo, se realizarían en detrimento de las facultades que expresamente competen a este Máximo 

Tribunal, lo que justifica que, en caso de inexistencia de dichas atribuciones, sea innecesario estudiar 

el fondo de la solicitud planteada. De esta manera, para que esta Suprema Corte pudiera analizar de 

fondo la "acción declarativa de interpretación conforme" de diversos preceptos de la Ley de Migración, 

sería necesario que se tratara de un asunto jurisdiccional o que existiera algún supuesto de procedencia 

de los medios de control de la constitucionalidad que son de su competencia, conforme a los artículos 



 

 

 

 

 

Página 178 de 183 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En esa virtud, debe 

destacarse que esta Suprema Corte carece de atribuciones para actuar como un órgano consultivo, con 

excepción de los supuestos contenidos en los artículos 14, fracción II, párrafo segundo, y 25, fracción I, 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, mediante los cuales pueden desahogarse 

consultas de carácter interno formuladas por el Presidente de esta Suprema Corte o por los Presidentes 

de sus Salas, cuando estimen dudoso o trascendente algún trámite, sin que ello implique dar trámite a 

una acción que no tiene sustento alguno en la Constitución o en alguna ley reglamentaria en la que se 

fijen las facultades de este Alto Tribunal. En otras palabras, la competencia de esta Suprema Corte para 

conocer de la constitucionalidad o de la convencionalidad de una ley es de naturaleza jurisdiccional y 

no consultiva, es decir, se requiere de la preexistencia de un conflicto, de una controversia de índole 

jurídico, o de un principio de afectación en la esfera de derechos humanos del quejoso o en las 

prerrogativas institucionales de un órgano de gobierno para que proceda el juicio de amparo o la 

controversia constitucional, según corresponda, mientras que tratándose de la acción de 

inconstitucionalidad es preciso que alguno de los órganos de gobierno legitimados para ello soliciten el 

ejercicio de dicho medio de control de la constitucionalidad abstracto, para que se estudie la conformidad 

de una disposición de observancia general con el texto de la Constitución General. En ese tenor, es 

improcedente una solicitud de ejercicio de la "acción declarativa de interpretación conforme" de diversos 

preceptos de la Ley de Migración, ya que en relación con dicha norma de observancia general sí existen 

vías para que las personas o los órganos de gobierno impugnen las disposiciones que estimen 

contrarias a la Constitución o a algún instrumento internacional, supuesto que excluye la procedencia 

de la integración de un expediente con motivo de su excepcionalidad, es decir, en cuanto a la 

inexistencia de alguna otra vía o medio de impugnación para desahogar los temas planteados. 

 

SEGUNDA SALA 
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Comercio Exterior 

Tesis Aisladas 

 

CUSTODIA GRATUITA DE MERCANCÍAS DE COMERCIO EXTERIOR. LA REFORMA AL 
ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY ADUANERA, PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013, SUBSANA EL VICIO DE 
INCONSTITUCIONALIDAD DE DICHO NUMERAL ESTABLECIDO EN LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
117/2004.(1) 

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia citada, estableció 

que el cómputo en días hábiles de los plazos previstos en el artículo 15, fracción V, párrafo segundo, 

de la Ley Aduanera, vigente hasta el 9 de diciembre de 2013, para efectos de la prestación gratuita de 

los servicios de almacenamiento y custodia de mercancías de comercio exterior, es inconstitucional al 

provocar incertidumbre respecto del tiempo en que los concesionarios o autorizados deben asumir, sin 

contraprestación alguna, esa carga o modalidad en el ejercicio de los servicios respectivos. Sin 

embargo, dicho precepto legal fue reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 9 de diciembre de 2013, en el cual se establece que los plazos referidos se computarán 

en días naturales, con lo que ha quedado subsanado el vicio de inconstitucionalidad aludido, toda vez 

que la gratuidad en la prestación de los servicios de almacenamiento y custodia de mercancías de 

comercio exterior, al estar delimitada a plazos computables en días naturales, no puede convertirse en 

una carga incierta ni desproporcionada. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

CUSTODIA GRATUITA DE MERCANCÍAS DE COMERCIO EXTERIOR. EL ARTÍCULO 15, 
FRACCIÓN V, DE LA LEY ADUANERA, REFORMADO POR DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013, NO VIOLA LA LIBERTAD DE 
TRABAJO (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS 1a. XXXVII/2004). 
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Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 

288/2003, de la cual derivó la tesis 1a. XXXVII/2004, estableció que el artículo 15, fracción V, de la Ley 

Aduanera, vigente hasta el 9 de diciembre de 2013, transgrede la libertad de trabajo por excluir el pago 

del servicio de custodia que deben prestar los concesionarios o autorizados para prestar servicios de 

manejo, almacenamiento y custodia de mercancías de comercio exterior, con lo cual se impedía obtener 

la retribución por la prestación de dicho servicio. Ahora bien, esta circunstancia subsiste en el texto 

reformado de ese precepto legal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 

de diciembre de 2013, en el que expresamente se prevén como gratuitos los servicios de 

almacenamiento y custodia de mercancías de comercio exterior durante determinados plazos. Sin 

embargo, esta Primera Sala considera procedente, en una nueva reflexión, apartarse del criterio aislado 

de referencia, en virtud de que la libertad de trabajo, como cualquier otro derecho humano, no puede 

entenderse de un modo absoluto e irrestricto, sino que debe analizarse a la luz del resto de los derechos 

humanos reconocidos a favor de las personas y de conformidad con el resto de las disposiciones que 

integran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De ahí que si por mandato 

constitucional corresponde al Estado, en principio, prestar los servicios de manejo, almacenaje y 

custodia de las mercancías de comercio exterior, pudiendo otorgarse a los particulares concesión o 

autorización para hacerlo, entonces los propios autorizados o concesionarios quedan supeditados a las 

condiciones y modalidades que el Estado imponga respecto de los servicios descritos, siendo una de 

ellas la relativa a la gratuidad del almacenamiento y custodia por determinados plazos a que se refiere 

la Ley Aduanera. Por tanto, el citado artículo 15, fracción V, reformado, no viola la libertad de trabajo 

consagrada en el artículo 5o. de la Constitución Federal, en virtud de que sólo impone una obligación o 

modalidad para el ejercicio de la referida concesión o autorización, la cual es acorde con la rectoría del 

Estado en materia de comercio exterior porque no impide a los concesionarios ejercer las actividades 

inherentes a la autorización o concesión que les fue otorgada. 

 

PRIMERA SALA 
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Propiedad Industrial  

Tesis Aisladas  

 

MARCAS DESCRIPTIVAS. NO TIENEN ESE CARÁCTER LAS RELATIVAS A UN BIEN, INVENCIÓN 
O MECANISMO PARA CUYA FABRICACIÓN Y FUNCIONAMIENTO NO SE REQUIERE DE UNA 
FORMA O FIGURA ESPECÍFICA. 

 

El artículo 90, fracción IV, de la Ley de la Propiedad Industrial, al establecer que no serán registrables 

como marca las figuras o formas tridimensionales que, considerando el conjunto de sus características, 

sean descriptivas de los productos o servicios que traten de protegerse, tiene como finalidad evitar la 

competencia desleal entre fabricantes o comerciantes, impidiendo que alguno de ellos se apropie 

individualmente de alguna forma geométrica o figura que sea de tal naturaleza que todos los demás 

tengan derecho a usarla, por ser la descripción gráfica típica de algún producto o servicio determinado. 

Así, para que pueda estimarse actualizada la prohibición referida, es necesario que el producto o 

servicio en cuestión tenga una naturaleza intrínseca tal, que ciertos dibujos o formas estén 

indisolublemente asociados a él; es decir, que no puede ser concebido sino mediante determinadas 

figuras que resulten típicas, icónicas o emblemáticas, pues por su naturaleza o mecanismo de 

funcionamiento no admiten una representación geométrica distinta (como puede ser una esfera 

hablando de pelotas o balones; un círculo, tratándose de neumáticos, o un palo alargado, respecto de 

un bate de béisbol). Sobre tales bases, tratándose de productos consistentes en mecanismos, 

tecnologías o invenciones cuya naturaleza y funcionamiento no exige de alguna forma determinada 

(como puede ocurrir con un encendedor que sólo es un sistema de generación de fuego mediante la 

combinación de un combustible y una fuente de ignición, un radio de frecuencia modulada o un sistema 

de cómputo), no puede existir una que pueda considerarse descriptiva desde el punto de vista gráfico, 

pues su operatividad no depende de la manera como físicamente se decida presentarlo, pudiendo 

implementarse en diferentes dispositivos, tamaños, formas, materiales, colores o usos específicos, que 

precisamente serán objeto de protección de la Ley de la Propiedad Industrial. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

  

Comisión Mercantil 

Tesis Aisladas 

 

COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ SU CONDENA, NO ES APLICABLE A LOS JUICIOS 
ORDINARIOS (ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 7/2004). 

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 

9/2013-PS, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 7/2004, de rubro: "COSTAS EN PRIMERA 

INSTANCIA EN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. PARA SU CONDENA ES IMPROCEDENTE LA 

APLICACIÓN SUPLETORIA DE LA LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL LOCAL.", estimó que el artículo 

1084 del Código de Comercio, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 24 de mayo de 1996, resulta aplicable para todo tipo de juicios mercantiles; de ahí que la 

hipótesis en que el actor en un juicio ordinario mercantil obtuvo sentencia contraria a sus intereses y no 

se condujo con temeridad o mala fe dentro de la secuela del proceso, se entiende comprendida en la 

fracción III del numeral citado, la cual contempla la procedencia de la condena en costas en primera 

instancia, por lo que, al estar regulada en forma completa y detallada la hipótesis específica, resulta 

improcedente la aplicación supletoria de la legislación procesal civil relativa que previera la condena en 

costas en juicios civiles. Ahora bien, una nueva reflexión sobre el tema, lleva a esta Primera Sala a 

apartarse del criterio plasmado en la tesis citada, pues lo definitivo es que antes y después de la reforma 

de 1996 la fracción III es idéntica y si bien es cierto que con motivo de las reformas se introdujo la 

fracción V al artículo 1084, la cual prevé que siempre será condenado en costas el que intente acciones 

o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos o incidentes 

de este tipo, a quien no solamente se le condenará respecto de estas acciones, defensas, excepciones, 

recursos o incidentes improcedentes, sino de las excepciones procesales que sean inoperantes, 

también lo es que ello no permite generar una interpretación extensiva en la que se incluyan tanto los 
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juicios ordinarios, como los ejecutivos; lectura que es diferente al contenido literal de la norma que ha 

interpretado este Alto Tribunal, en el sentido de que la condena en costas prevista en el artículo 1084, 

fracción III, del Código de Comercio, se encuentra dirigida exclusivamente a los juicios ejecutivos 

mercantiles. 

 

PRIMERA SALA 

 

 


